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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge
--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y de Minería, y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:8, en presencia de 44 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 50ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, y 51ª, ordinaria, en 10 y 11 de mayo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.


--(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que moderniza el servicio militar obligatorio (boletín  Nº 2.844-02).



--Queda para tabla.



Del señor Ministro del Interior, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a los señores Ministros designados por las Ilustrísimas Cortes de Apelaciones del país para los fines establecidos en el artículo 25 de la ley Nº 19.974.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, sobre las observaciones formuladas por la Contraloría General de la República, a raíz de las auditorías e inspecciones que realizó respecto del Programa Multifase de Desarrollo Integral de Comunidades Indígenas, denominado “Programa Orígenes”.



Del señor Director Regional de Vialidad de la Región de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, acerca del estado de la ruta que une las comunas de Traiguén y Los Sauces.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que interpreta el artículo 26 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, con el propósito de facilitar el funcionamiento de microempresas familiares (boletín Nº 3.577-03) (Véase en los Anexos, documento 1).



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (boletín Nº 3.773-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 3.772-08) (Véase en los Anexos, documento 3).



Segundo informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la venta sin receta médica de lentes contra la presbicia (boletines Nºs 2.903-11 y 3.310-11, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Quedan para tabla.

Permiso constitucional



Comunicación del Senador señor Espina por medio de la cual, y conforme a lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 18 de mayo de 2005.



--Se otorga. 

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

-------------
El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en el día de ayer los Comités acordaron votar el proyecto que rebaja el impuesto al gas. La votación ya comenzó. Y es indispensable despachar esta iniciativa de inmediato, para que pueda ser aprobada esta tarde por la Cámara de Diputados. De lo contrario, tanto los taxistas como los colectiveros no podrán obtener el permiso de circulación. Además, muchos de ellos se verán expuestos a perder la licencia de taxi. 



Por lo tanto, solicito que el proyecto sea incluido en la tabla de Fácil Despacho, para dar término a la votación. De esa manera podrá ser visto y despachado hoy por la Cámara de Diputados. Porque los permisos de circulación deben sacarse en el mes de mayo. Entonces, éste es el último día en que tenemos la posibilidad de tratarlo.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá de la forma solicitada.



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO

INCENTIVOS PARA USO DE COMBUSTIBLES GASEOSOS

EN VEHÍCULOS MOTORIZADOS

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502 en relación con el impuesto al gas y establece regulaciones complementarias para la utilización de éste como combustible en vehículos, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2701-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 18ª, en 18 de diciembre de 2001.


Informes de Comisión:


Transportes, sesión 18ª, en 1 de diciembre de 2004.


Transportes (segundo), sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005.


Hacienda, sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005.


Discusión:



Sesiones 27ª, en 12 de enero de 2005 (se aprueba en general); 52ª, en 17 de mayo de 2005 (queda pendiente su discusión particular).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, sólo falta votar las disposiciones orgánicas constitucionales. Son el número 3 del artículo 1º del proyecto y los incisos décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero y decimocuarto del artículo 1º de la ley Nº 18.502, contenidos todos en el número 1 del referido artículo 1º. Atendido el permiso constitucional que se acaba de otorgar, para su aprobación se requiere el voto conforme de 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las normas individualizadas (32 votos contra 1).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Ávila, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Flores, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz, Naranjo, Novoa, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votó por la negativa el señor Fernández.

El señor ROMERO (Presidente).- Despachado el proyecto en este trámite.

El señor ORPIS.- Gracias, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a constituir la Sala en sesión secreta.

SESIÓN SECRETA



--Se constituyó la Sala en sesión secreta a las 16:13 y adoptó resolución sobre las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía de los señores Gustavo Adolfo Aedo Donoso, Orlando del Carmen Montes Astudillo y José Héctor Angulo Vivar.



--Se reanudó la sesión pública a las 16:45.

---------
El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión pública.

VI. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE IMPUESTO ESPECÍFICO A ACTIVIDAD MINERA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera, con segundo informe de las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3772-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 51ª, en 11 de mayo de 2005.


Minería y Energía y Hacienda, unidas (segundo), sesión 54ª, en 18 de mayo de 2005.


Discusión:



Sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005 (se aprueba en general).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de ayer.



Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 4º y 6º transitorios. Por lo tanto, deben darse por aprobados.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Las demás constancias reglamentarias se consignan en el informe.



Las enmiendas efectuadas por las Comisiones unidas al texto aprobado  en  general  fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros -Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (con 2 votos), Orpis, Páez (con 2 votos) y Prokurica (con 2 votos)-, con excepción de las modificaciones recaídas en el Título IV bis, nuevo, que se refiere al impuesto específico a la actividad minera; en el numeral 4) del artículo 3º transitorio, y en el numeral 3) del artículo 5º transitorio, las que el señor Presidente pondrá en votación oportunamente.



Corresponde destacar que el informe deja constancia de la reserva de constitucionalidad efectuada por la Senadora señora Frei respecto de la indicación Nº 2, que fue aprobada por las Comisiones unidas por 8 votos a favor (Senadores señora Matthei y señores Núñez, con 2 votos; Orpis; Páez, con 2 votos, y Prokurica, con 2 votos) y 2 en contra (Senadores señora Frei y señor Boeninger).



Cabe tener presente que, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, las enmiendas resueltas por unanimidad en las Comisiones deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador, antes de iniciarse la discusión particular, solicite debatir la proposición sobre alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



El Senador señor Parra ha pedido votar en forma separada el numeral 2) del artículo 2º y los artículos 2º, 3º y 4º transitorios.



Por su parte, el Senador señor Boeninger solicitó votar separadamente, en el numero 1) del artículo 1º, las palabras “metálica”, “metálicos” o “metálico” agregadas por las Comisiones unidas de Hacienda y de Minería y Energía en los numerales 1), 2) y 3), y en toda otra disposición del proyecto en la cual aparezcan.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, se aprobarían las solicitudes de votación separada mencionadas.



--Se aprueban. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas; en las dos últimas se transcriben las modificaciones que efectuaron las Comisiones unidas y el texto final que resultaría de aprobarse aquéllas.

El señor ROMERO (Presidente).- Informo a la Sala que durante el debate en las Comisiones unidas se planteó una cuestión sobre la admisibilidad de la indicación Nº 2, que modifica el número 1) del artículo 34 ter, que ha pasado a ser 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



A continuación entregaré los antecedentes respectivos, porque creo que este tema obligará a la Mesa a solicitar a los señores Senadores que se pronuncien sobre la admisibilidad de dicha indicación, la cual fue presentada por los Honorables señores Núñez, Ominami, Páez, Pizarro y Zaldívar (don Adolfo) y tiene como objetivo excluir la actividad minera no metálica de las disposiciones de la ley en proyecto; es decir, persigue que el impuesto específico a la renta operacional que ella establece recaiga sobre la actividad minera metálica.



En el seno de las Comisiones unidas, los representantes del Ejecutivo estimaron que la indicación era inadmisible, por incidir en materias que la Constitución Política señala como de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, según lo dispone el Nº 1º de su artículo 62. Una vez aprobada dicha norma por las Comisiones unidas, la Honorable señora Frei hizo reserva expresa de constitucionalidad por el mismo motivo.



La indicación fue declarada admisible por el Presidente de las Comisiones unidas, Senador señor Núñez, por cuanto, en su opinión, era aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo 62 de la Constitución.

Consideraciones



Cabe recordar que el Nº 1º del artículo 62 de la Carta establece que corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para “Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión;”.



Por su parte, el inciso final del mismo artículo declara: “El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que proponga el Presidente de la República.”.



En este caso, el Primer Mandatario ha ejercido su iniciativa exclusiva para proponer la imposición de un tributo consistente en un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.



Por su parte, la indicación propuso restringir dicho impuesto a la renta proveniente de la actividad minera metálica. Su admisibilidad se fundó en que sólo implicaba disminuir una iniciativa presidencial, posibilidad que franquea la Carta Fundamental.



Parece evidente que las atribuciones con que cuenta el Congreso Nacional para reducir las iniciativas del Presidente de la República han de entenderse en el contexto sistemático de la regulación que la propia Constitución Política contempla sobre la materia. Por tanto, la posibilidad de disminuir la imposición de tributos es aplicable en todo lo que no afecte otro asunto de iniciativa exclusiva presidencial.



En la especie, podría sostenerse que la disminución del objeto gravado -que ya no serían las rentas operacionales de toda la actividad minera, sino solamente las provenientes de la minería metálica- afecta la administración financiera o presupuestaria del Estado. Ésta es, asimismo, materia exclusiva del Presidente de la República, por mandato del inciso tercero del artículo 62 de la Constitución.



Este razonamiento se funda en que, al reducirse el objeto gravado, se produce una disminución correlativa en la estimación de los ingresos que provendrán de la aplicación del nuevo tributo, lo que trae consecuencias en la administración financiera o presupuestaria estatal.



Sin embargo, podría perfectamente argüirse que tal reflexión sólo es válida respecto de impuestos que se encuentren en vigencia, esto es, aquellos cuyo rendimiento ya está previsto en la Ley de Presupuestos de cada año.



Como en la especie son atendibles las dos interpretaciones ya expuestas, voy a someter el asunto a la resolución de la Sala.



Sobre la admisibilidad de la indicación número 2, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, el tema tiene varias aristas. Desde luego, todo lo que usted ha expuesto.



Respecto del asunto de la admisibilidad, está claro, por lo menos para mí, que prima el Nº 1º del artículo 62. La iniciativa exclusiva de imponer un tributo implica, por derivación lógica, que no será posible para nosotros hacer disminuciones y, sobre todo, establecer exenciones a un sector, más todavía si ellas rompen otros principios.



En el caso que nos preocupa, a mi modo de ver, el tema principal estriba en que se pretende imponer un impuesto a la actividad minera basado en un razonamiento clave, que surge de toda la discusión que hemos tenido: se trata de recursos no renovables.



Si eso es así, no hay ninguna razón que permita tratar de manera diferente a distintos sectores de la minería. En efecto, si se eliminara del proyecto la minería no metálica, se estaría favoreciendo a una parte de la actividad minera respecto de otra y, también, respecto de los demás sectores del país. A igualdad de condiciones, debe haber igualdad de trato.



En consecuencia, a mi juicio, esta indicación envuelve un elemento de discriminación, pues rompe el principio básico de igualdad ante la ley.



Por otra parte, el tema de la constitucionalidad es más complejo que la sola reserva -que comparto- hecha por la Senadora señora Frei. Ello, porque al incluir la palabra “metálica” y eliminar, por tanto, la minería no metálica de la iniciativa se posibilitará la acusación de que la futura ley contiene un elemento discriminatorio, haciendo muy probable que el Estado de Chile se vea envuelto en un conjunto de sucesivos litigios a nivel internacional con las empresas que reclamen que este tributo es inaplicable a la minería metálica por el hecho de que se ha dejado al margen, discriminatoriamente, a la no metálica.



Quiero añadir estos argumentos a lo que se relaciona con las atribuciones exclusivas del Presidente de la República respecto de la creación, disminución, exención, etcétera, de tributos. En ese sentido, creo que la Constitución es clara. Pero se trata de un tema conocido por todos.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, seré muy breve.



Yo entiendo que se haya presentado esta indicación, que es legítima en su espíritu, toda vez que efectivamente la minería no metálica, tanto en el proyecto sobre las patentes mineras como en el de Royalty I, tenía una tasa impositiva diferente de la que se establecía para la minería metálica.



No obstante, en esas dos circunstancias, la base sobre la cual se cobraría el tributo -en un caso, área geográfica, y en otro, volumen de ventas- no es la variable que se usa como fundamento para dicho cobro. 



De ese modo, hubiese sido discriminatorio, por ejemplo, en una ley que cobrara basándose en las ventas, haber tratado por igual a la minería metálica y a la no metálica, porque la base de ese tributo, que es la renta, no es la misma, dado que la renta operacional en una y otra actividad es distinta.



Sin embargo, de acuerdo con la Constitución Política, no se puede tratar diferente a lo igual. Por tanto, si los criterios en los que se funda el cobro de este impuesto son la renta o valor del yacimiento, medido a través de la utilidad operacional, y la cantidad que se extraiga, medido por las ventas equivalentes en toneladas de cobre fino, no hay, con arreglo a la ley, ninguna razón que no resulte arbitraria para diferenciar entre minería metálica y no metálica.



Por lo tanto, se expone el conjunto del proyecto a vicios de constitucionalidad.



Ésa es la posición del Ejecutivo: no se puede diferenciar, con arreglo a terceros factores que no dicen relación a la filosofía que funda el derecho a cobrar este tributo, entre sectores al interior de la minería.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el Nº 1º del artículo 62 de la Constitución dispone que solamente el Presidente de la República tiene iniciativa para “imponer” tributos. Eso significa, en el fondo, aumentar un impuesto o crear uno nuevo.



Cuando esa norma habla de “suprimir, reducir o condonar”, se refiere a tributos que ya existen: uno no puede suprimir algo que no existe; uno no puede reducir algo que no existe; uno no puede condonar algo que no existe.



Por lo tanto, la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario dice relación a imponer un nuevo tributo o a suprimir, reducir o condonar alguno ya establecido.



Por otra parte, el último inciso del artículo 62 de la Carta Fundamental señala que el Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar, entre otras materias, los impuestos que propone el Presidente de la República.



Lo que hace esta indicación, señor Presidente, es rechazar un tributo. 



Aquí se propone un impuesto especial a la minería. Y este sector tiene distintas vertientes: el cobre, el oro, la plata. Pero también podría clasificarse en metálica y no metálica. Por lo tanto, colocar un adjetivo a la actividad minera para establecer que dicho tributo se aplica solamente a la metálica quiere decir que, como Congreso, no deseamos imponerlo a la minería no metálica, lo cual está plenamente dentro de nuestras facultades.



Es así, por ejemplo, que hace algunos años, cuando el Ejecutivo propuso tres tipos de tributos para cierto financiamiento -no recuerdo qué se requería financiar-, nosotros rechazamos un aumento de impuesto al petróleo, y no hubo ningún problema. Aceptamos dos de esos tributos y rechazamos el tercero. Y así lo hemos hecho en muchas oportunidades.



Por ello, rechazar un impuesto nuevo propuesto por el Ejecutivo o parte de él está definitivamente dentro de nuestras prerrogativas. Distinto es si lo queremos hacer o no. Yo aquí estoy alegando sólo respecto de si poseemos las facultades para ello. Y creo que las tenemos absolutamente.



En cuanto al argumento del señor Ministro de Hacienda de que no se puede tratar distinto a lo igual, deseo señalarle que él mismo lo hace todos los días. Por ejemplo, los combustibles son todos iguales. Las micros, los autos, los taxis pueden andar indistintamente con petróleo, con diésel, con gas. Sin embargo, algunos de estos vehículos son gravados con un impuesto tres veces mayor que otro; algunos se aplican sobre montos fijos; otros son variables, etcétera. O sea, hay una discriminación absoluta sobre algo que es lo mismo: combustible.



El señor Ministro podrá decir que el petróleo no es lo mismo que el gas. No, no lo es. Como la minería metálica tampoco es lo mismo que la no metálica. Por lo tanto, si se puede discriminar en lo uno, también se puede discriminar en lo otro. Es exactamente equivalente.



Por lo tanto, más allá de la votación del tema de fondo, que haremos después, en este momento estamos discutiendo si la indicación del Honorable señor  Núñez -entre otros señores Senadores- es admisible o no. Y la verdad es que ella es absolutamente constitucional, porque plantea rechazar parte de un tributo que el Ejecutivo, dentro de sus facultades exclusivas, establecidas en el Nº 1º del artículo 62, propone aprobar. Es decir, le estamos manifestando nuestra disposición a acoger una parte de ese impuesto, pero no todo.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Perdón, pero creo que estamos en conversaciones paralelas.



Es posible que, en lo que la Honorable señora Matthei argumenta como prerrogativa del Ejecutivo respecto de la posibilidad de modificar e incluso rebajar impuestos, efectivamente el Congreso tenga iniciativa, si éstos aún no han sido aprobados. Y me parece que ello tiene una larga tradición.



Nuestro único punto de discrepancia radica en que, si se desea realizar eso, debe hacerse sobre una base no discriminatoria, porque de otra forma se contradice la propia Constitución Política, que impide que los tributos sean distintos para iguales.



Lo que yo he argumentado –y, obviamente, no se aplica al caso del impuesto al diésel versus el de la bencina- es que no se puede tratar de modo distinto a iguales. No es lo mismo, Senadora señora Matthei, señalar que el tributo al diésel es distinto al de la bencina que decir que el impuesto al diésel es diferente según su apellido comience con “A” o con “M”.



De acuerdo con la ley, la discriminación debe estar fundada en características diferentes de las personas objeto de la carga. El proyecto señala claramente que el fundamento para cobrar el impuesto a la minería son las utilidades operacionales y la cantidad de material extraído, en equivalencia de tonelada de cobre fino. 



Nosotros advertimos que, por la vía de rebajar un tipo de impuesto y a un tipo de agente, lo que está dentro de las facultades del Parlamento, en la práctica se está posibilitando que el conjunto del proyecto sea inconstitucional.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis, y luego, el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, deseo hacerme cargo del segundo argumento del señor Ministro, con respecto a la discriminación.



Desde mi punto de vista, ésta podría existir si hubiera diferencias entre empresas minera no metálicas y se les aplicaran tasas distintas.



En todo caso, la indicación sí plantea una discriminación, pero no es arbitraria en los términos que plantea la Constitución, pues no se está haciendo la diferencia dentro del sector de la minería no metálica. En ese caso, sin duda existiría una discriminación arbitraria. Por tanto, es perfectamente lícito que la ley discrimine entre la minería metálica y la no metálica, porque no es arbitrario: está tratando como iguales a los que son iguales. O sea, a todos los no metálicos los trata exactamente igual, y a los metálicos, también, pero de forma distinta de aquéllos.



Por consiguiente, sin abordar el tema de fondo de la indicación, sino sólo lo constitucional, pienso que no hay ningún problema de discriminación, porque se trata de igual modo a quienes son iguales: la actividad minera metálica y la no metálica.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Le corresponde hacer uso de la palabra, Senador señor Zaldívar, pero el Honorable señor Boeninger está pidiendo una interrupción

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No tengo inconveniente en concedérsela, pero después de entrar en materia.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, se ha planteado el tema de la inconstitucionalidad, sobre lo cual he escuchado diversos argumentos. Sin embargo, deseo analizarlo desde otra perspectiva.



Efectivamente, este asunto es bastante discutible.



El proyecto del Ejecutivo establece que el impuesto se aplicará “a la actividad minera”. En la Comisión, por la vía de la indicación, se quiso excluir la minería no metálica, y para ese efecto se buscó una fórmula inteligente: se propuso agregar, a continuación de la palabra “minera”, la expresión “metálica”. De este modo, la proposición del Gobierno, que pretendía afectar a toda la actividad minera, quedó reducida nada más que a la minera metálica, dejándose fuera a la no metálica. 



¿Qué pasa con esto?



Tiene razón la Senadora señora Matthei cuando dice que el Parlamento puede rechazar una proposición de impuestos y discriminar sobre lo que el Ejecutivo le plantee. Por ejemplo, si se propone un tributo al diésel y otro a la bencina, es factible rechazar el primero y aprobar el segundo, o rechazar ambos. 



Sin embargo, hay que leer detenidamente el Nº 1º del artículo 62 para interpretarlo de forma adecuada. Dicha norma señala: 



“Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:



“1.º Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes,” -y aquí viene el punto clave- “y determinar su forma…”. O sea, el Ejecutivo es el único que puede determinar la forma como se aplica el impuesto que propone. 



Por lo tanto, si nosotros, por la vía indirecta de suprimir o agregar una palabra, cambiamos la manera en que debe aplicarse el tributo, estamos incurriendo en una inconstitucionalidad, porque no tenemos iniciativa para ello.



Entonces, si bien se trata de una materia discutible, me asiste la convicción jurídica de que la indicación es inadmisible. Y pido al señor Presidente que, en caso de que no la declare inconstitucional, la someta a votación para resolver el asunto.



El Senador señor Boeninger me había solicitado una interrupción.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger, con la venia de la Mesa.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, deseo referirme a la intervención del Senador señor Orpis, quien rebatió la afirmación del señor Ministro respecto a la discriminación señalando que la minería no metálica es diferente de la metálica.



Sin embargo, el tema no es tan simple. El punto es que la forma como se propone imponer el tributo -esto se relaciona con lo que acaba de mencionar el Senador señor Andrés Zaldívar- tiene que ver con las utilidades operacionales que la actividad genera. Si éstas son las mismas, el principio de igualdad implica que debe aplicarse el mismo tributo. 



Entonces, la discriminación se presenta al excluir la minería no metálica, pues cambia la forma. Y también la hay cuando se trata a ambas minerías de manera diferente, según las utilidades equis o zeta que puedan tener. 



En consecuencia, por esa doble razón es inadmisible la indicación.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda, nuevamente. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo había pedido la palabra. 



El señor Ministro, como establece el Reglamento, debe tener el mismo trato que cualquier Senador. No le asisten más derechos, salvo el de hablar con preferencia. Y al haber hecho ya uso de la palabra, perdió tal prerrogativa. De lo contrario, nosotros también podríamos hablar indefinidamente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Efectivamente, por eso hice la advertencia.



Ahora, si la Sala lo autorizara, el señor Ministro podría intervenir una vez más, dada la deferencia existente tanto para él como para el Poder Ejecutivo. 



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, a mayor abundamiento respecto de lo que plantea el Honorable señor Andrés Zaldívar sobre la admisibilidad, mi único punto de vista -de entera lógica- es que las diferencias al interior del objeto gravado no pueden hacerse con arreglo a cualquier elemento que uno decida: día del año, si se trata de una minería no metálica o de una  metálica, etcétera. Tiene que procederse con arreglo al fundamento por el cual el sujeto es gravado. Si lo es por la cantidad extraída y por sus utilidades operacionales, no puede ser discriminado por factores ajenos  al objeto del tributo. 



Ése es el punto. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hemos oído interesantes alegatos del “jurista” Eyzaguirre, quien, por apelar a la lógica, tal vez no entra a la raíz central del tema.



Tiene toda la razón la Senadora señora Matthei, otra distinguida “jurista” -al parecer, todos los economistas hoy día tienen esa calidad- cuando expresa que lo señalado por la Constitución limita en forma muy clara las atribuciones de los Senadores en el ámbito tributario. Y virtualmente, en ese terreno, lo único que puede hacer el Congreso es rechazar. No tiene otra opción. Puede decir “sí” o “no”, pero no disminuir impuestos. 



No corresponde la referencia hecha al inciso final del artículo 62 de la Carta Fundamental, que dice: “El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar servicios, empleos, emolumentos,..”, porque tal norma dice relación a una materia completamente distinta. Aquí sólo se puede pensar en el rechazo.



Cuando se habla de la situación tributaria de las minerías metálica y no metálica, como son disímiles, bien puede el legislador establecer la diferencia y pronunciarse sobre una de ellas, si acaso así lo estima, que es lo que aquí ha ocurrido. No está ni imponiendo ni suprimiendo, ni reduciendo ni condonando un tributo, sino, por tanto, haciendo uso de su derecho. 



Me parece que eso es de la esencia del asunto en discusión. Porque de lo contrario quedaríamos amarrados, sin posibilidad siquiera de hacer una diferenciación. Simplemente, podemos rechazar en general, y nada más. A mi juicio, tal interpretación no es correcta desde ningún punto de vista. Podemos rechazar parte de la proposición del Ejecutivo; y es lo que busca la indicación. 



Segundo argumento.



Se dice –y éste es el argumento que no me parece correcto- que aquí hay un trato distinto a lo que es igual, situación prohibida por la Constitución. 



No es así. Lo que la Carta Fundamental prohíbe es la discriminación arbitraria. Permite la discriminación; posibilita tratar a dos iguales de manera diferente si existe justificación. Por lo tanto, no es que impida tratar de esa forma a dos iguales. Lo que busca es entender si hay algún argumento de discriminación objetiva. Porque si es arbitraria, entonces se sigue que no hay justificación alguna. 



Quiero recordar que en Chile la legislación tributaria en materia minera ha aplicado tratos diferentes. Por ejemplo, durante muchos años el  cobre tuvo un régimen distinto del de otros metales. Se le fijó un impuesto único y no pagaba el IVA por ventas efectuadas en Chile. Éste es un trato tributario -bueno o malo, da lo mismo- existente en nuestro ordenamiento. Y aunque se entendía disímil, se consideraba válido por  razones objetivas. Es decir, la diferenciación se puede hacer.



Es más, el proyecto consigna tratos distintos para la gran minería y para la pequeña y mediana minerías. Por lo tanto, dentro del ámbito tributario de ellas, estamos estableciendo diferenciaciones. 



¿Se pueden contemplar reglas distintas para actividades iguales? Sí, cuando hay una razón objetiva. Y ella aquí pareciera estar en el hecho de que la minería metálica, en cuanto a sus características, es diferente a la no metálica. Por eso, quienes entienden la materia o están vinculados a ella -hay Senadores que representan zonas mineras- dicen: "Nosotros queremos hacer la diferenciación. Creemos que se justifica. Hay razones objetivas".



A mi juicio, ése es también un punto válido.



Ahora bien, el argumento de que se estaría determinando la forma –según señaló el Senador señor Andrés Zaldívar- no me parece correcto, porque determinar la forma, proporcionalidad o progresión -hay que entender la frase en todo su sentido- nos remite a la mecánica de las tasas en que el tributo va a operar. Y ahí, obviamente, no se puede hacer diferenciación ni se puede intervenir, porque son materias propias del Presidente de la República. Pero aquí no hay referencia a la forma cuando se dice que regirá respecto de esto o lo otro, sino que se está precisando el ámbito de aplicación de la ley. 



En mi opinión,  el de la determinación de la forma no es un argumento que impida tratar la indicación presentada.



Por esas razones, señor Presidente, debería declararse su admisibilidad. Y como la Mesa someterá a votación el asunto, recomiendo a los Honorables colegas que acepten la indicación, pues se enmarca dentro de nuestras atribuciones y del espíritu más genuino en cuanto a que lo único que puede hacer el Parlamento es rechazar, no la totalidad, sino un parte. ¿Cómo se puede hacer? A través de una indicación como la propuesta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro, y a continuación, el Senador señor Prokurica.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, seré breve, porque ya se han dado argumentos en uno y en otro sentido. 



La propia Mesa, al someter la indicación a consideración de la Sala, planteó los antecedentes que avalan su constitucionalidad, como también aquellos que podrían declararla inadmisible.



A mi juicio, ella es admisible, porque busca disminuir un tributo. En todo caso, la cuestión es discutible.



Quiero dejar en claro por qué me interesaba presentar la indicación, lo cual tiene que ver con un tema más de fondo en la actividad minera.



La realidad de dicha actividad no es la misma para la industria metálica y para la no metálica. Y lo que nosotros hemos buscado durante la discusión de la iniciativa es ser coherentes con lo que ha sido el tratamiento relativamente distinto o preferente a la no metálica. 



Cuando se empezó a discutir la materia, el proyecto que nos ocupa incluía a toda la minería, como lo señaló un señor Senador. La preocupación por la no metálica nació y saltó de inmediato al tapete.



La idea de nuestra indicación apunta a posibilitar que el tema de la minería no metálica sea abordado y recogido en una normativa distinta que regule su actividad; pero, por sobre todas las cosas, nos interesa que haya un fomento orientado hacia ella y una base para su desarrollo, que en las Regiones que representamos es tan importante.



Ése es el sentido y la idea de la indicación, más allá de los efectos que algunos puedan darle o de las implicancias que tenga en ciertos niveles de explotación o de empresas que participan en la extracción de recursos no metálicos.



A mí me parece que lo importante es que el tratamiento distinto o preferente y la diferenciación hecha en otros proyectos de ley –como el referido al Royalty I- signifique un tipo de impuesto diferente.



 En principio, la minería no metálica no estaba considerada; se incorporó después, por el riesgo de una eventual discriminación que podría traer consigo un problema constitucional. Pero, aun así, en esa iniciativa se hizo una diferenciación, proponiéndose para la minería metálica un impuesto de 3 por ciento, y para la no metálica, uno de 1 por ciento.



En lo que a mí concierne, lo importante es que el apoyo al desarrollo de la minería no metálica tenga para el Estado un rol preferente y distinto. Por eso, nos pareció oportuno sacar de la discusión de este proyecto el tema de las no metálicas, para permitir la aprobación del impuesto respecto de las metálicas y, con posterioridad, con carácter urgente y especial, instaurar una normativa que regule y fomente esta actividad, tan relevante para el país, y aborde incluso la cuestión tributaria.



Ésa es la razón de fondo, señor Presidente.



En cuanto al asunto de la constitucionalidad, comparto el criterio adoptado por el Presidente de las Comisiones unidas en el sentido de que la indicación es admisible.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Minería.

El señor DULANTO (Ministro de Minería).- Señor Presidente, recogiendo las palabras del Honorable señor Pizarro, tengo la impresión -confirmada por Su Señoría- de que la diferenciación buscada obedece, fundamentalmente, al deseo de los Senadores que la patrocinaron de llamar la atención  hacia un sector que no ha despertado el mismo interés que otros sectores de la minería. Obviamente, estoy hablando de la minería no metálica. 



En esa perspectiva, el Ejecutivo -como lo planteé a algunos señores Senadores esta mañana- se halla en condiciones de presentar un proyecto que se haga cargo de manera específica de un programa de fomento a la minería no metálica, que, en mi opinión, es el punto que de algún modo nos está separando.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, me alegra mucho escuchar las palabras del señor Ministro, quien, efectivamente, ha hecho una buena interpretación. En diversas oportunidades hemos señalado que resultaría conveniente legislar sobre la minería no metálica. 



En nuestro país no se ha implementado para ese sector una política como la que existe respecto de la pequeña y mediana minerías, refrendada por un decreto que el Presidente de la República firmó hace ya más de 2 años. Y se trata de una actividad relevante para el desarrollo económico de nuestras regiones, en particular del Norte Chico, donde hay una variedad de productos mineros no metálicos bastante importante.



Mientras la minería metálica históricamente se ha dividido, en esencia, entre el cobre, el hierro, la plata y el oro, en la no metálica existen 20 a 22 pastas metálicas, algunas con valor estratégico para el país. No me voy a extender sobre el litio, al cual ya se refirió ayer la Senadora señora Frei. Por algo durante el Régimen militar fue declarado sustancia no concesible. Lamentablemente, está siendo explotado por empresas extranjeras a través de otras vías. Y se sabe a ciencia cierta que el litio es un mineral que, bien explotado, puede generar condiciones  importantísimas para el desarrollo energético del país.



Por eso presentamos la indicación.



Estoy por completo convencido de que obré en forma correcta cuando interpreté la Constitución. Independiente del tema de fondo, aquí nos hallamos frente a un proyecto que crea un impuesto. No se trata de un tributo preexistente. Estamos ante una iniciativa que no existirá como ley hasta el día de su promulgación. En consecuencia, nos encontramos en un espacio vacío donde es perfectamente posible interpretar la disposición del número 1º del artículo 62 de la Carta. 



Declaré admisible la indicación, no por ser uno de sus autores, sino porque, como Presidente de las Comisiones unidas, concluí que se trataba de un impuesto que está siendo creado. Y resulta del todo factible interpretar que esa norma constitucional se refiere a impuestos ya creados, respecto de los cuales el Presidente de la República tiene, por cierto, todas las atribuciones. Por esa razón la declaré admisible. 



Entiendo que tal vez pueda haber un debate más de fondo desde el punto de vista constitucional; pero creo no haberme equivocado, independiente de la cuestión de fondo, que por supuesto vamos a analizar a continuación.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, parece que en nuestro país debe producirse un problema para que las autoridades nos den mensajes de que se presentará un proyecto y de que se va a implementar una política respecto de algunas instituciones que siempre han sido dejadas de la mano de Dios. Como lo han dicho otros Parlamentarios de zonas mineras, la minería no metálica, lamentablemente, está en esas condiciones. Por eso, me alegra que, producto de este debate, el señor Ministro nos anuncie que va a prestar atención al tema.



Creo que las Comisiones unidas y su Presidente tienen la razón. Ayer se discutió a fondo el tema. Los argumentos dados, jurídicos y constitucionales, son exactamente los mismos. Y -repito- estimo que las Comisiones están en lo correcto.



El Parlamento, señor Presidente, posee escasas atribuciones. De manera que disminuirlas más a consecuencia de una interpretación que se esgrime para ganar en un momento determinado me parece impresentable.



Considero que el inciso final del artículo 62, tal como lo han indicado Senadores de todos los sectores políticos, es claro. Así que voy a apoyar la posición de las Comisiones unidas y de su Presidente en el sentido de que la indicación es admisible.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Frei, última inscrita.

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, más allá de que la indicación sea admisible o no, la idea de fondo del proyecto es, como lo indica su referencia, establecer un impuesto específico a la actividad minera, sin apellidos, es decir, sea o no metálica. Al decir "actividad minera", se entiende perfectamente que la no metálica también se incluye. 



Como lo señalé ayer, nuestro país produce y exporta productos de gran valor. Tanto el Honorable señor Cantero como la Senadora que habla sabemos que nuestra Región es rica en ellos: molibdeno, sodio, potasio, boro, magnesio y litio. Con ese impuesto a la minería, nosotros entendíamos que también quedaban gravados los no metálicos. Y hago presente que no se trata, al menos en nuestra Región, de empresas pequeñas. Al contrario, estamos hablando de empresas que obtienen millones de dólares en ganancias cada año. 



Por lo tanto, entremos al fondo del problema. Si algunos estiman que en su región no está bien tratado el tema de la minería no metálica, acojamos la propuesta del Gobierno. Pero creo que el Honorable señor Prokurica se equivoca cuando sostiene que por esta discusión se va a mandar un proyecto. Éste se encuentra prácticamente listo.

El señor PROKURICA.- ¿Cuál?

La señora FREI (doña Carmen).- El referido a la minería no metálica.



Y lo hemos conversado muchas veces durante toda esta discusión con el señor Ministro de Minería. A lo mejor el Senador señor Prokurica no lo había oído.

El señor PROKURICA.- En la Comisión, nunca.

La señora FREI (doña Carmen).- Pero sabíamos de sobra que la iniciativa estaba lista. 



Pienso que nos estamos enredando en un aspecto menor. Como a algunos no les gusta el proyecto que establece un impuesto a la minería -ello tiene historia; porque no es de ahora que no les agrada la idea: llevamos varios años discutiendo el tema-, nos estamos demorando en una discusión, a mi juicio menor, sobre si es admisible o inadmisible una indicación. Ayer debatimos el punto latamente. Lo que deberíamos hacer ahora es votar y entrar al fondo del asunto. 



Nosotros queremos que haya un impuesto a la minería. Los demás deben decir con claridad si desean o no el impuesto, que implica allegar recursos para ciencia, tecnología y desarrollo de las regiones. No podemos dejar fuera a empresas grandes, que también deben colaborar para que aquéllas salgan adelante. 



Por eso, no soy partidaria de excluir a la minería no metálica -muy por el contrario-, que significa millones de dólares en beneficio de mi Región, que harto los necesita para ciencia y tecnología.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación electrónica la admisibilidad de la indicación número 2.



Los que la consideran admisible deben votar "sí"; los que la estiman inadmisible deben votar "no".

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se declara admisible la indicación número 2 (25 votos contra 12 y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Boeninger, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Parra, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Ruiz (don José) y Zaldívar (don Adolfo).

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Honorable señor Boeninger ha solicitado votación separada del número 1) del artículo 1º.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, una buena parte de los argumentos de fondo se expusieron a propósito del debate sobre la admisibilidad. Entonces, simplemente quisiera reiterar dos.



Uno de ellos es que el elemento de la discriminación se hace muy notorio en el sentido de que, como el tributo se halla referido a las utilidades operacionales, ocurre, para poner un ejemplo, que dos o tres de las empresas más importantes de la minería no metálica –y mencionaré solamente a una entidad gigantesca que se llama Sociedad Química y Minera de Chile, que no es la única- quedarían exentas de pago. Si ello no es discriminatorio, no veo qué pueda serlo.



Además, ese antecedente y otros similares servirían de abono para cualquier reclamación que una empresa del tipo de BHP o Placer Dome, o no sé quién, pudiera formular ante el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI) u otros entes similares, sobre la base de que las utilidades operacionales son determinantes en la forma de aplicación del tributo y de que se discrimina en contra de ella al eximirse a otras que se encuentran en la misma situación. De manera que el punto me parece extremadamente grave, porque la aprobación de la indicación introduce en la ley en proyecto un elemento de discriminación y de litigio internacional.



Por ello, existe una doble votación que da lo mismo. He pedido un pronunciamiento separado, pero, en el fondo, es igual que votar la indicación. Soy contrario a esta última y creo que se debe eliminar la palabra “metálica”.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, entiendo que se votarán las indicaciones, porque el artículo completo viene después.

El señor ROMERO (Presidente).- No se trata de ninguna relativa a la norma, Su Señoría. Se ha pedido una votación separada por parte del Honorable señor Boeninger.

El señor MARTÍNEZ.- Deseo consignar que formulo una reserva de constitucionalidad acerca del artículo completo. Eso es todo.

El señor ROMERO (Presidente).- Se dejará constancia de ello.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en mi primera intervención me ocupé fundamentalmente en un tema constitucional. Ahora quisiera entrar al fondo de la indicación.



Deseo plantear primero una cuestión de forma y hacer referencia a lo expresado por la Honorable señora Frei. La indicación no fue iniciativa de quienes no están de acuerdo con el impuesto. Al revés. Lo fue de quienes están de acuerdo con este último, como el Honorable señor Núñez, y se halla suscrita, básicamente, por Senadores de la Concertación.



Y quisiera ir más lejos, señor Presidente.

La señora FREI (doña Carmen).- ¡Ustedes se subieron…!

El señor ORPIS.- Los Senadores de la Alianza por Chile presentamos una en el mismo sentido, es decir, en orden a mantener la proporcionalidad respecto de las patentes. Terminamos aprobando la otra porque va más lejos, incluso, y se saca directamente a la minería no metálica del proyecto. 



En consecuencia, la precisión es importante. Se trata de algo que no nace de nuestra coalición ni de quienes se abstuvieron o se hallaban en contra: nace justamente de quienes se encuentran a favor de la normativa.



En segundo lugar, señor Presidente, hasta la Comisión de Minería, en el día de hoy, no ha llegado una sola iniciativa relativa a la minería no metálica. Podrán haberse sostenido conversaciones privadas entre distintos señores Senadores y el señor Ministro, pero, formalmente –y de ello puede dejar constancia el Secretario de ese órgano técnico-, el asunto no se ha abordado. No conocemos ningún texto sobre el particular.



La verdad es que lo que ocurre con la minería no metálica genera un sentimiento bastante más transversal del que se ha pretendido señalar en esta ocasión.



Y quisiera entregar un tercer elemento, del cual también quedó constancia en la Comisión, en el sentido de que todos estamos de acuerdo en discutir el día de mañana un proyecto de ley relativo a dicho rubro, directamente. Y subrayo que es el sentimiento unánime de quienes formamos parte de ella.



Sólo para proporcionar otro antecedente, cabe consignar que, en general, lo que sucede con la minería mencionada es que el producto, la materia prima, vale muy poco. La cal vale muy poco. En la mayoría de esos yacimientos, lo que realmente vale son los procesos industriales. Y, por lo tanto, lo que tendrá lugar en la práctica, si la situación se mantiene –y espero que no se mantenga-, es que las empresas se deberán dividir en la que explotará el mineral y la que realizará el proceso industrial.



Pero aquí, adicionalmente, hemos agregado la referencia a personas relacionadas y se han entregado facultades extraordinarias al Servicio de Impuestos Internos. Por lo tanto, en forma permanente se encontrarán de por medio las impugnaciones a los precios de transferencia.



Entonces, la Comisión, en forma bastante mayoritaria, desde mi punto de vista, ha optado por decir, derechamente: “Discutamos a fondo el tema de las no metálicas en un proyecto completamente aparte, que dé a conocer cuál es la verdadera realidad de esa minería.”.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, volveré sobre el punto de que por la vía de una indicación se introdujo la palabra “metálica” a continuación del término “minera”, con lo cual se desvirtúa el objetivo del proyecto, que es gravar toda la minería.



Creo que el Gobierno no debe hallarse muy nervioso por la cuestión ni ésta debe preocuparle mucho, porque le queda en su mano el veto supresivo, el día de mañana, para poder eliminar el vocablo si cuenta con un tercio en cada rama del Congreso. O sea, si por un lado se registra un subterfugio, por el otro puede estar muy tranquilo. No creo que vaya a enfrentar ninguna dificultad. Es algo que se encuentra dentro de sus facultades y podrá imponer lo que constituye el objetivo preciso de la iniciativa.



Lo relacionado con la discriminación me parece delicado. Porque, si dictamos una legislación con esa característica respecto de la minería -el Gobierno ya dijo que quería comprender toda la actividad y ahora nosotros decimos: “Nada más que la metálica”-, estamos estableciendo un sistema que puede poner en una situación delicada, difícil, al país frente a cualquier reclamación al respecto. Ya sabemos que existen organismos internacionales que en estos momentos pueden resolver tales asuntos, en relación con la inversión extranjera.



No abundaré en el tema, porque no quiero plantear una debilidad en lo que puede ser la posición del Gobierno el día de mañana si acaso se da la posibilidad de discriminación que hoy podría alegarse. Pero lo menciono como un elemento que se debe tener presente.



En seguida, deseo observar al Senado que, si se lee la disposición del artículo 64 bis, se advierte que no se causa ninguno de los efectos señalados en el sentido de que se perjudicará la minería no metálica. Porque se determina, primero, una exención tributaria en relación con su producción, hasta el equivalente al valor de 12 mil toneladas de cobre. Y después viene un sistema progresivo, igual que en la minería metálica, que va llevando hasta el valor equivalente a 50 mil toneladas. Luego, tampoco tiene lugar ninguna discriminación, puesto que el cálculo no se efectúa sobre la base del volumen de explotación, sino de la rentabilidad del negocio.



Si la minería metálica es altamente rentable, por supuesto que el 4 ó 5 por ciento -o el porcentaje a que se llegue- será lo que se le aplique sobre el máximo de la utilidad que logre. Si no logra utilidad, no va a pagar; pero si la que obtiene es poca, pagará poco.



En tal sentido, aquí no hay discriminación ni una política de esta índole que atente contra la minería no metálica.



Lo otro que también debemos tener presente en cuanto a las minerías no metálica y metálica es lo relativo a las patentes. Efectivamente, hay una diferenciación, pero por razones distintas.



Aquí lo que pretendemos es establecer un mecanismo tributario igualitario, en que haya una participación con otro objetivo, que ya fue descrito y se halla en vigor en diversos países. Se trata de gravar con el denominado “royalty” –en este caso se habla de impuesto- a los recursos no renovables, que son tanto de la minería metálica como de la no metálica. 



Por consiguiente, existe la misma razón para impulsar el establecimiento de este tipo de tributo, royalty o como se le quiera llamar.



Por eso, debiera aprobarse el artículo 64 bis propuesto originalmente por el Ejecutivo y eliminarse la palabra “metálica”, porque no tiene sentido. 



En definitiva, el Gobierno, y con toda razón, va a imponer su criterio por la vía legislativa, de acuerdo con las facultades que le son propias.



Por ese motivo, llamo al Senado a evitar más trámites -seguramente, de Comisión Mixta u otros- para llegar al mismo resultado.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, dado que se aprobó la admisibilidad de la indicación en comento, no me voy a referir al fondo, sino a un aspecto de probidad. Yo diría que es una señal, desde el punto de vista ético, que sería muy interesante que surgiese en este momento en el Senado.



Aquí está involucrado el interés de un reconocido militante y financista de la UDI: el señor José Yuraszeck. Por lo tanto, aprobar en un sentido u otro afecta o favorece a una persona que, ciertamente, tiene una indiscutible conexión o nexo político.

El señor ORPIS.- ¡Nosotros no presentamos la indicación!

El señor ÁVILA.- De ahí que, independiente de quién haya formulado la indicación…

El señor PROKURICA.- ¡Nosotros no la presentamos!

El señor ÁVILA.- Eso no importa.

El señor PROKURICA.- ¡Cómo no va a importar!

El señor ÁVILA.- Eso no importa. Aquí lo importante es…

El señor ROMERO (Presidente).- Señores Senadores, eviten los diálogos y traten de hablar en forma impersonal.

El señor ÁVILA.- …evitar involucrarse en la aprobación de una norma que, evidentemente, favorece a un industrial de reconocida militancia en la UDI, quien además -se sabe- financia campañas electorales de este Partido.



Entonces, una señal de probidad muy alentadora para el país sería que los Senadores que reconocen filas en esa tienda política hoy se abstuvieran de votar.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.



Y, por favor, evitemos los diálogos.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, debo decir que hace muchos años nadie me enseña de ética en política y que hace muchos años tengo una vida política muy clara, muy transparente. 



Además, he pertenecido a un solo partido político en mi vida.

El señor ÁVILA.- No me refería a usted, señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- Y seguiré siendo de la misma colectividad: ¡no me cambio la chaqueta todos los días!



En consecuencia, es muy necesario que Sus Señorías tengan claro lo siguiente.



Cuando uno está aquí trabaja en función del país, en pro de intereses superiores. Puede ser que uno se equivoque, por cierto.



Debo decir que, después de escuchar las palabras del señor Ministro de Minería, he quedado muy tranquilo con mi conciencia. ¿Por qué? Yo no he estado pensando en el señor Yuraszeck. Ayer me enteré de que es dueño de no sé qué cosa. De unas sales, parece. Entiendo que de “Sal Lobos”. Ayer me informé también de que otros señores muy prominentes son dueños de grandes empresas, como lo son muchos chilenos que se destacan en diversas actividades empresariales del país.



Los que me interesaban y me siguen interesando -por eso dije que me parecieron significativas las palabras del señor Ministro- no son los Yuraszeck, ni otras personas de esa índole, sino los Pedro González, los Ernesto Pérez, quienes poseen pequeñas marmolerías en mi Región y actualmente no cuentan con apoyo de la ENAMI ni del Gobierno. Me importa mucho la gente que trabaja el cuarzo o el lapislázuli con sus manos y carece de herramientas significativas para extraer esos minerales, exportarlos y hacerlos más rentables en los mercados internacionales. 



¡Eso es lo que me interesa!



Por tal motivo, mediante esta indicación hice presente mi inquietud por esos miles de personas, incluyendo los trabajadores del carbón. Porque todos sabemos -¡todos lo sabemos!- que actualmente, a pesar del cierre de las minas, son miles los chilenos que explotan pequeños yacimientos carboníferos en la Octava Región, los cuales necesitan, para estos efectos, ser tratados como minería no metálica, a fin de hacer más rentable su actividad.



En consecuencia, me parece importante, primero, no poner en riesgo el proyecto de ley. Por cierto, me hacen fuerza las palabras del Senador señor Andrés Zaldívar en el sentido de que, si aprobamos dicho texto, podríamos exponer la iniciativa a esa contingencia y terminar con juicios internacionales, de los que seguramente se haría cargo el CIADI, o la OMC.



En segundo término, aquí no se trata de beneficiar a nadie. Me parecería francamente lamentable que el Senado, en su conjunto, estuviera favoreciendo a alguien. Pienso que nadie tiene esa intención.



En tercer lugar, yo por lo menos me quedo con la idea de que, si tenemos un proyecto de ley sobre la minería no metálica donde podemos hacer las mismas diferenciaciones que se han realizado respecto de la pequeña y mediana minerías y de su rentabilidad para los efectos del pago de impuestos -yo no sé mucho de minería, pero conozco lo suficiente y tengo claro que no es lo mismo explotar bórax que mármol, ni arenas metalíferas que litio-, y fomentar ese sector productivo, a lo mejor tendremos tributos superiores a los que ahora se proponen para algunos minerales no metálicos. Es cuestión de estudiarlo.



En tal virtud, se sostuvo que había 20 ó 22 pastas de minerales no metálicos. Algunas de ellas, en la práctica, se pueden tomar y transformar rápidamente en producto. Sin embargo, otras requieren mucho valor agregado para que efectivamente den rentabilidad a sus dueños.



Por eso, votaré a favor de suprimir la palabra “metálica”.



En todo caso, dejo en claro que, cuando presenté la indicación, no lo hice pensando en favorecer a alguien, porque no es mi ánimo ni mi estilo de hacer política.

El señor ÁVILA.- ¡De eso no hay ninguna duda!

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Tendría inconveniente, señor Senador, en que el señor Ministro interviniera primero?

El señor PIZARRO.- Con mucho gusto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Deseo expresar a la Sala que el Gobierno reconoce plenamente las diferencias que existen entre la minería metálica y la no metálica.



Si los señores Senadores me señalan que ambas minerías deben tener el mismo tratamiento, les digo que no. Si me manifiestan que debieran tener las mismas patentes, les digo que no. Y si me agregan que, por tanto, debieran tener distintas tasas de impuestos, también les digo que no.



Porque la forma en que está concebido el proyecto -y eso es lo que hemos tratado de explicar- hace la diferenciación de modo implícito, pues con este impuesto no se castiga a la actividad en orden a cuánto produzca, a cuánto valor agregado incorpore o a cuánto mineral extraiga, sino a cuánta renta obtenga.



Y, como han señalado apropiadamente los señores Senadores, todos, tanto el Gobierno como Sus Señorías, estamos pensando en el bien del país.



Una actividad con menor rentabilidad va a pagar menos; una que tenga una escala más pequeña pagará menos, porque así está diseñado el proyecto.



Tanto es así que, cuando uno calcula cuánto paga con arreglo a sus ventas la minería no metálica en comparación con lo que paga la metálica según este proyecto, comprueba que la relación es de cinco a uno. Es decir, la minería metálica paga cinco veces más que la no metálica, porque es más grande, porque logra mayores rentas y, además, porque el valor del recurso es superior.



Por lo tanto, estamos haciendo la diferencia. Sin embargo, ella se encuentra en la forma de la base del impuesto y no en su tasa, porque ésta grava utilidades y no actividades.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro, y luego, el Honorable señor Prokurica.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el Senador señor Andrés Zaldívar me solicitó una interrupción, que concedo con gusto, pues hará un comentario inteligente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Le agradezco el adjetivo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sólo quiero hacer una afirmación.



Creo que las situación es clara. Y el Honorable señor Núñez planteó muy bien las cosas. Cuando suscribió  la indicación, lo hizo con el propósito de que se discutiera lo relativo a la minería no metálica en cuanto a la posibilidad de que fuera afectada, sobre todo en las áreas que Su Señoría señaló. Pero, si leemos el artículo 64 bis propuesto, veremos que ninguna de las pequeñas empresas situadas en ellas va a quedar afecta a impuesto, por el nivel que tienen todas.



En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en dicho artículo, si analizamos la conformación de la minería no metálica, concluiremos que, con seguridad, pagarán impuesto tres, cuatro o cinco grandes empresas que tienen altas rentabilidades. Y no estoy haciendo un juicio crítico sobre ellas ni condenándolas por el hecho de obtener en su actividad rentabilidades de esa magnitud, pues eso es absolutamente legítimo.



Lo único que se propone allí es que esas tres, cuatro o cinco empresas -no las que extraen mármol, bórax, o las que desarrollan actividades de menor monto- queden gravadas conforme al artículo 64 bis, según la escala progresiva que se establece: el valor equivalente a 12 mil toneladas métricas de cobre fino y, además, relacionado con la rentabilidad de ellas.



Es lo que quería aclarar, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, deseo insistir en el punto.



Aclaré por qué presentamos la indicación. El problema de fondo es el tratamiento que se está dando en Chile a la actividad minera no metálica. La discriminación en ella ha sido motivo de un muy largo debate. Y tanto es así que el Estado le ha dado un tratamiento distinto.



A raíz de ese tratamiento distinto, producto del diálogo llevado adelante, la idea era mantener la proporcionalidad en el cobro de los tributos a la actividad minera no metálica respecto de la metálica. Incluso, se preguntaba por qué un tercio, por qué establecer esa proporcionalidad. La razón es bastante sencilla: porque dicha proporcionalidad se halla fijada en otros textos legales respecto de las patentes y, también, fue dispuesta por el propio Ejecutivo al momento de presentar el proyecto Royalty I. Ahí -como señalé anteriormente- se planteó un 3 por ciento de impuesto para la actividad minera metálica. Después, por lo de la discriminación, se incluyó a la no metálica. Pero no con tres por ciento, sino con uno por ciento. ¿Por qué? Porque se mantenía esa proporcionalidad -no sé si fue arbitraria en algún momento-, que formaba parte de los criterios empleados para analizar todos estos temas.



El motivo por el cual presentamos la indicación -se ha dicho claramente acá- fue procurar generar condiciones para el fomento y desarrollo, regulado -ojalá-, establecido, normado, por ley, de la actividad minera no metálica. Y creíamos que eso debía incluir un tratamiento tributario distinto al de la minería metálica.



Aquí no se está hablando de que no paguen impuesto los que tienen que pagarlo.



Para ser franco también, debo puntualizar que el proyecto Royalty I y el que ahora nos ocupa nacen porque la gran minería metálica era la que no pagaba impuesto, la que no estaba cumpliendo con algo fundamental en cualquier actividad económica, cual es retribuir y pagar impuesto por una actividad altamente rentable. Hoy, con este proyecto, se la está gravando. Y también se castiga -por decirlo de alguna manera- o se cobra impuesto a otra actividad que sí lo pagaba y respecto de la cual no estaba en cuestión la forma como operaba en el país: la actividad minera no metálica. Pagaría más, pagaría menos, de acuerdo a sus rentabilidades; pero se trataba de empresas establecidas en el país (chicas, medianas o grandes) que cumplían las normas.



Por último, señor Presidente, quiero dejar consignado que usar el argumento de que aquí estamos actuando a favor o en contra de alguien es la peor manera de legislar. Porque de algún modo todos los proyectos de ley, o benefician a alguien, o pueden perjudicar a alguien: a algunos, más masivamente; a otros, menos.



No quiero entrar en la casuística. Sin embargo, no voy a aceptar que, por haber presentado una indicación, se venga a plantear aquí una cuestión de probidad o de ética…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Me va a perdonar, señor Presidente, pero soy uno de los Senadores patrocinantes de la indicación y, como tal, quiero dejar claramente establecido que resulta inaceptable ese tipo de argumentos, porque no corresponden a la realidad.

El señor ÁVILA.- Pero no es su caso.

El señor PIZARRO.- Tal propósito no se halla en el ánimo de ninguno de los legisladores que han estado acá, en la Sala. Si alguien tiene un antecedente más claro y directo, es mejor que lo diga derechamente. Porque es muy fácil tirar algo al voleo, decir cualquier cosa y después no responder.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Y después se pagan las consecuencias. El propio Senador que hizo esa afirmación tan particular, tan especial, ha sido objeto de una serie de calumnias, rumores e infundios que lo han afectado en lo personal. Por lo tanto, él debería tener más cuidado que nadie al momento de emitir sus juicios.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Honorable señor Pizarro me ahorró mucho de lo que iba a señalar en mi discurso. Porque desde hace un tiempo, hasta ahora, en esta Sala hay un Senador que cada vez que se plantea alguna idea que no comparte acusa a los contrarios de estar vendidos a ciertos intereses económicos, a ciertos intereses espurios o a ciertas actividades comerciales.

El señor ÁVILA-. Yo no he dicho eso. He constatado una realidad. Nada más.

El señor PROKURICA.- Ésa es una forma muy fácil de ganarse el aplauso de la galería, que hoy día no existe. Pero creo que ahora ese Senador se equivocó: quienes presentaron la indicación cuestionada, señor Ávila, son Parlamentarios honorables, quienes...

El señor ÁVILA.- ¡No me referí a ellos!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ruego evitar los diálogos.

El señor PROKURICA.-...pueden tener un parecer distinto del suyo.

El señor ÁVILA.- ¡No los mencioné a ellos!

El señor PROKURICA.- Entonces, por intermedio de la Mesa, le pido por favor a ese Senador que, si no comparte algunas opiniones, defienda su posición con argumentos fundados, con argumentos jurídicos.



En este caso, señor Ávila, si tiene prueba de que alguno de los Senadores que presentaron la indicación en comento…

El señor ÁVILA.- ¡No me he referido a ellos!

El señor PROKURICA.-…está relacionado de algún modo con intereses espurios,…

El señor ÁVILA.- ¡No invente! ¡No me he referido a ellos!

El señor PROKURICA.-…vaya a los tribunales y presente una querella. ¡Porque basta de que aquí, en el Senado, cada vez que puede, señor Ávila, a quien tiene una opinión distinta de la suya lo haga picadillo y lo acuse de “pillo”, de “sinvergüenza” o de “estar vendido a ciertos intereses económicos”!

El señor ÁVILA.- ¡No me referí a los Senadores que presentaron la indicación!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¡Senador señor Ávila! ¡Está con la palabra el Honorable señor Prokurica!

El señor PROKURICA.- En lo que a mí respecta, señor Presidente, aquello me tiene sin cuidado. Yo presenté otra proposición. Pero los señores Senadores que formularon la indicación cuestionada me dan plena confianza:…

El señor ÁVILA.- A mí, también.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¡Senador Ávila, respete a quien está haciendo uso de la palabra!

El señor PROKURICA.-…son gente honesta y tienen una opinión, que puedo compartir o no.



Señor Presidente, ahora quiero referirme al tema de fondo.



Cuando se planteó esta idea -y aquí se encuentra uno de los que la propusieron hace décadas: el Diputado señor Vilches-, ¡nunca se pensó en los no metálicos!, ¡nunca se pensó en la mediana minería!, ¡nunca se pensó en otros productores chilenos que pagaron todos sus impuestos, que no se acogieron al decreto ley Nº 600! ¡Qué tiene que ver esa gente en este proyecto! Y si no es por las diferencias que tuvieron interiormente la Senadora señora Frei y el Senador señor Andrés Zaldívar, también se la habría incluido.



¡Pero, aquí, el Ejecutivo es insaciable! Este Ministerio de Hacienda siempre sabe sumar, nunca restar. Y entonces se incluye, se incluye y se incluye.



Éste era un proyecto destinado a la gran minería del cobre, a algunas empresas internacionales -no todas- que no pagaban sus impuestos. Y para eso tuvimos una Comisión investigadora en el Senado y una en la Cámara de Diputados.



¡Jamás se habló de los no metálicos, jamás se habló de la mediana minería! ¡Pero aparecieron todos en esta iniciativa!



Señor Presidente, quiero hacer una nueva reflexión. Porque también al Gobierno se le olvidó, lamentablemente -por ello presentamos una indicación, de todos los sectores políticos-, que éste era un impuesto que tenía por objeto beneficiar a las Regiones donde se hallan establecidos los minerales.



¡No hay una sola letra en beneficio de las Regiones mineras!



Se dice que existe un compromiso -pero Hacienda muchas veces no cumple-, que yo no conozco, en un proyecto distinto, sobre fomento a la innovación tecnológica, donde se destinaría a tal efecto 20 por ciento de los recursos recaudados.



¡Ojalá!



Señor Presidente, nosotros presentamos una indicación, con Parlamentarios de todos los sectores políticos, para que el 30 por ciento de los recursos recaudados pueda destinarse a proyectos priorizados por el CORE -instancia que preside el intendente regional y donde participan todos los sectores políticos-, con el propósito de beneficiar a las pobres Regiones mineras, que llevan años y años espoleando al nivel central sin recibir nada de vuelta.



Yo espero, señor Ministro de Hacienda, que aquel proyecto llegue alguna vez.



¡Ese 20 por ciento es francamente impresentable, es miserable para las Regiones mineras!



Lamentablemente, estas ideas parten de una forma y terminan en otra.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Minería.

El señor DULANTO (Ministro de Minería).- Señor Presidente, seré muy breve, un poco recogiendo de nuevo las palabras del Senador señor Pizarro.



Por desgracia, la forma como se planteó la indicación no se hace cargo de la intención de que la minería no metálica pague una tasa menor. Sencillamente, el modo en que se halla presentada implica que ésta no pague ningún impuesto.



En consecuencia, si el propósito era ése, la indicación fue mal concebida, porque al menos debió disponer un tributo proporcional.



Lejos de eso, la indicación está presentada y la Sala ya votó su admisibilidad. Por tanto, una vez más, quiero recoger lo positivo -la idea que tenían en su mente los Senadores patrocinantes- y ofrecer legislar sobre el punto.



Por intermedio de la Mesa, expreso al Honorable señor Prokurica que hemos estado preocupados desde hace bastante tiempo, no sólo de la minería no metálica del norte, sino también de la no metálica del sur; por ejemplo, la del carbón. Hemos trabajado fuerte. No hemos presentado a la Comisión de Minería ningún proyecto, pero estamos en condiciones de hacerlo en un plazo bastante breve.



Creo que eso puede ayudar a desatar el problema que tenemos en este minuto.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda, por segunda vez.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Simplemente deseo señalar, para los efectos de la historia fidedigna de la ley, que en este caso -y quizás por única vez- ustedes, señores Senadores, van a tener en nosotros, y particularmente en el Ministro que habla, su principal aliado. Y la razón estriba -hemos insistido en ello- en que el uso de este recurso no renovable y que se extingue debe centrarse en la creación de nueva riqueza, en desarrollo de ciencia y tecnología.



Si no aprobamos el proyecto relativo al Fondo de Innovación que ya se presentó y que deberá ser complementado con indicaciones, Senador señor Prokurica,...

El señor PROKURICA.- ¡Existe la pura intención!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda)...dado que nos quedan sólo algunos meses, ocurrirá en definitiva que los recursos van a entrar a fondos generales de la nación.

El señor PROKURICA.- Porque...

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Evite los sarcasmos y escuche bien, señor Senador.

El señor ROMERO (Presidente).- Ruego evitar los diálogos.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Ésa no es nuestra intención, señor Presidente, toda vez que no queremos que los dineros terminen en pavimento de calles, ni en agua potable, ni en programas que no crearán nueva riqueza.



Entonces, si no nos apuramos -el Gobierno y ustedes- en marcar esos recursos para las Regiones mineras, para las Regiones no mineras, en desarrollo de ciencia y tecnología, se los llevará el viento.



Por lo tanto, tengan Sus Señorías la seguridad de que pondremos todo nuestro empeño para que el proyecto que crea el Fondo de Innovación sea despachado a la brevedad.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei, y después, el Honorable señor Foxley, para luego cerrar el debate y votar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Yo estoy inscrito, señor Presidente.

La señora MATTHEI.-  Señor Presidente...

El señor ROMERO (Presidente).- Perdón, señora Senadora, pero no me di cuenta de que el Honorable señor Adolfo Zaldívar figura antes en la lista.

La señora MATTHEI.- No hay problema.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, cedo mi lugar a la señora Senadora.

La señora MATTHEI.- Como Su Señoría diga.

El señor ROMERO (Presidente).- El Honorable señor Adolfo Zaldívar es muy caballero.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Agradezco la deferencia de la Mesa y de Su Señoría.



Señor Presidente, el Senador Ávila, en este Hemiciclo y también en la radio, llamó "vendido" al Senador Andrés Zaldívar. Todos recordamos el incidente.



Nos acusó de “vendidos a las isapres” a la mayoría de los Senadores porque a él no le gustó la ley sobre la materia. Entonces, dijo que los cuatro que votamos a favor del proyecto respectivo éramos “vendidos a las isapres”.



Ahora ha acusado de “vendidos” a los que presentaron y apoyaron la indicación tendiente a excluir a la minería no metálica.

El señor ÁVILA.- ¡Falso! ¡No es así! 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, a estas alturas, todos conocemos al Senador Ávila. Todos sabemos que rara vez lee un proyecto; rara vez estudia un proyecto. Pero como desgraciadamente le gusta opinar de todo y además lo hace con mucha demagogia,...

El señor ROMERO (Presidente).- Evite las alusiones personales, Su Señoría.

El señor ÁVILA.- Me obligará a responder.

La señora MATTHEI.-...al final el único argumento que le queda es declararnos a todos “vendidos” cuando votamos de una manera que a él no le agrada.



Yo no tengo ningún problema en que después el Senador Ávila conteste. Probablemente me va a acusar de “vendida” o de alguna otra cosa. No sé. Y, a estas alturas, yo debería ser muy rica, porque es grande la cantidad de veces que me ha acusado de “vendida”.

El señor ÁVILA.-  No es así.

El señor ROMERO (Presidente).- Ruego evitar los diálogos.

La señora MATTHEI.- Me encantaría tener la cuenta corriente que seguramente el Senador Ávila cree que tengo.



Así que ya no nos afecta. Pero ojalá las personas cercanas a él o los miembros de su mismo Partido le aconsejen que para otra vez utilice argumentos de fondo y no nos acuse de “vendidos”, porque ya está demasiado trillado y nos tiene aburridos.



Ahora bien, en cuanto a la materia de fondo, tenemos un problema que el señor Ministro de Hacienda entiende bien: cuando hay diferentes tasas de impuesto a la renta, lo que sucede es que industrias distintas pero que están conectadas tratan de traspasar todas las utilidades a la que está sujeta a una tasa menor.



En este caso, en la mayoría de las industrias no metálicas la renta no está en la extracción; en general, las utilidades se generan en la transformación, cuando se agrega valor.



Por ejemplo, la materia prima del cemento,...

El señor PROKURICA.- La caliza.

La señora MATTHEI.-...la caliza, prácticamente no vale nada. Lo que vale ahí es todo el proceso de transformación que termina en cemento: transporte, etcétera.



Al aplicar a la extracción una tasa de impuesto mayor, obviamente las empresas deberán separarse. Y habrá un lío interminable con el Servicio de Impuestos Internos, que va a empezar a decir: "Este gasto está reprobado; este otro no es aceptado; éste no es necesario para generar renta". Entonces, dicho organismo intentará traspasar la mayor cantidad de utilidad al proceso de extracción. Y las empresas mineras procederán al revés.



El problema es muy complicado, señor Presidente, porque habrá más litigios que plata posible de recaudar.



Por eso, yo preferiría que la sobretasa a la industria no metálica, donde en general -como dije- la renta se genera después, en el proceso de agregación de valor, se fijara en forma diferenciada.



El señor Ministro de Hacienda tiene razón cuando señala que implícitamente se cobra menos a la industria no metálica; porque, efectivamente, ahí el impuesto se aplica a la utilidad, no a las toneladas métricas de mineral que se extraen. En ese sentido, su razonamiento es impecable.



Pero el señor Ministro también sabe que lo que yo estoy diciendo es cierto: habrá un lío terrible, pues alguien deberá empezar a ver cuál es el precio de transacción de la materia prima extraída, pero en bruto, y el del proceso industrial que transforma el mineral, considerando el transporte, etcétera.



Por eso se venían dando al Servicio de Impuestos Internos atribuciones absolutamente inaceptables, que en parte cortamos ayer.



Entonces, ésta no es la mejor medida para una industria donde la renta se produce en la cadena posterior y que no tiene por qué estar gravada con una tasa mayor, porque es igual que cualquier otra fábrica que actúa en la economía.



Con respecto a la última declaración del señor Ministro de Hacienda en cuanto a que no quiere que el dinero del royalty se destine a pavimento de calles porque debe dirigirse a generar mayor riqueza, deseo manifestarle que precisamente ayer presenté una indicación para que sí vaya a pavimento de calles. Básicamente, al Paso de Aguas Negras. ¡Esto sí generaría riqueza, y mucha, en la Cuarta Región!



También pedí que ese dinero pudiera ir, por ejemplo, a la construcción del embalse El Bato. 



Y mi planteamiento fue que las empresas de la Región de Coquimbo afectas a royalty paguen al Servicio de Impuestos Internos o a la Tesorería General de la República, o, alternativamente,...

El señor ROMERO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.

La señora MATTHEI.-...contribuyan a esas obras, lo cual, probablemente, generaría mayor riqueza y más fuentes de empleo a largo plazo que cualquier estudio científico que se hiciera en ella.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Adolfo Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, hemos entrado a una discusión que se habría evitado -no tengo ninguna duda- si hubiésemos tenido claro que la matriz de este proyecto es totalmente distinta de la del anterior.



En tal sentido, quien me antecedió en el uso de la palabra y otros señores Senadores han precisado que el impuesto que ahora se propone es aplicable a la utilidad operacional y que será muy diferente -quizás por la naturaleza misma de las materias primas que están en juego- cuando afecte a la industria metálica que cuando grave a la no metálica. 



Por eso, según las explicaciones de los Ministros de Minería y de Hacienda, si esta normativa se establece en forma genérica para la actividad minera, el monto de lo que se recaude dependerá exclusivamente de la utilidad operacional obtenida en una u otra industria. Y así puede lograrse la diferenciación de 1 a 3 que hubo que hacer en el primer proyecto, que hablaba de ventas y no de utilidades operacionales como ahora se dispone.



A quienes creíamos que era bueno diferenciar la actividad minera no metálica de la metálica, lo que plantea hoy día el señor Ministro de Hacienda nos da plena garantía. 



Por eso, me parece que la modificación habría que votarla en contra, por cuanto existe total seguridad en el caso de que se elimine el término “metálico” de los artículos donde aparece.



Sobre esa base, entrego mi respaldo al proyecto.



Por otra parte, quisiera dejar en claro lo siguiente. 



Resulta realmente odioso -y se lo digo a todos- que, cuando debemos pronunciarnos sobre materias de esta envergadura o trascendencia, se busquen argumentos descalificatorios y no razones serias, de fondo. Es decir, se acude de modo permanente a la descalificación mediante planteamientos que en este caso tuvieron origen en nosotros y no en la Oposición, en circunstancias de que, por añadidura, se procura perfeccionar -creo que por todos- una normativa que nos parece lícita y buena.



Si esto no lo entendemos, mal podremos estar a la altura de las circunstancias para resolver el problema de la minería en Chile. Vale la pena que nos preocupemos de ella. Sin lugar a dudas, es nuestra principal actividad, y continuará siéndolo durante muchos años. Espero que lo sea hasta cuando se encuentre otra actividad más sofisticada o que corresponda a un país desarrollado. Pero hoy estas materias primas son vitales. Ojalá nos aproximemos en la búsqueda de los intereses superiores de Chile, sin ver siempre la pequeñez o la cosa negativa.



Por eso, señor Presidente, rechazaré la enmienda, que tuvo una razón de ser legítima y justa: centrar la atención en que la actividad minera no metálica no es lo mismo que la metálica, en que se trata de realidades distintas. Pero la forma como está quedando, y si se le introduce esta corrección, que no es menor, será plenamente satisfactoria. 

El señor LARRAÍN.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Con mucho gusto, Su Señoría.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sólo quiero formular una pregunta al señor Ministro de Hacienda.



Como no soy experto en estas materias, no sé qué representa la minería metálica, desde el punto de vista de la recaudación, dentro del total que se espera obtener del proyecto.



Me gustaría que al respecto pudiera informar.

El señor ROMERO (Presidente).- Había solicitado intervenir el señor Ministro de Minería. Pero, en fin, tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, la minería metálica representa una fracción todavía menor a la esperada con el proyecto Royalty I, porque -como lo he intentado explicar- en éste se gravaban las ventas, y en el que ahora se despacha, las utilidades. Además, la carga impositiva resulta menor si la producción equivalente en toneladas de cobre fino es más baja. Y, por eso, en el proyecto en debate la  verdadera proporción entre la minería metálica y la no metálica, en lugar de 1 a 3 sobre las ventas como ocurría en el proyecto Royalty I, es de 1 a 5. 



En definitiva -contesto la pregunta del señor Senador-, la cantidad de recursos, dados los volúmenes de producción de la minería metálica y de la no metálica, que representa el gravamen para la minería no metálica, no alcanza al 20 por ciento del total de la recaudación.

El señor ROMERO (Presidente).- En vista de que ha concluido el Orden del Día –son las 18:13-, solicito prorrogarlo, porque los Comités acordaron despachar en esta sesión el proyecto que establece un impuesto específico a la minería y también el relativo a rentas municipales.



¿Habría acuerdo?



Aprobado.



Ruego a los señores Senadores abreviar sus intervenciones.
-------------
El señor ROMERO (Presidente).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes asuntos.



Un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578.



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Además, ha llegado un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su aprobación al proyecto que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578, que dice relación al artículo 57 bis (boletín Nº 3.873-05) (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

El señor ROMERO (Presidente).- Deseo manifestar que el Presidente del Senado y la Comisión de Hacienda, por unanimidad, solicitaron a Su Excelencia el Presidente de la República el retiro de la urgencia de “discusión inmediata” formulada al proyecto de que recién se dio cuenta, dado que la importancia del artículo 57 bis lo hace merecedor de mayor tiempo de reflexión, máxime si se considera el recargo de la tabla.



El Primer Mandatario accedió a nuestra petición, lo que agradezco.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Minería.

El señor DULANTO (Ministro de Minería).- Seré muy breve, señor Presidente. Sencillamente, pretendo despejar afirmaciones que no corresponden a cómo funciona el mercado minero. 



Se ha dicho que podrían existir dificultades para determinar el valor de transacción de los minerales si el día de mañana las empresas se dividen entre explotadoras y elaboradoras. 



Quiero informar a los señores Senadores que en este momento hay mercados por carbonatos de calcio, por yeso, por arena y, obviamente, por minerales metálicos de toda naturaleza. El ejemplo más claro es la forma como la ENAMI determina el precio, cómo les paga los minerales a los pequeños mineros. 



Eso nunca ha estado cuestionado. 



En consecuencia, el temor de que el día de mañana no pudiera fijarse un valor adecuado para un mineral en caso de que las empresas se dividieran, sólo corresponde a un desconocimiento del modo en que opera el mercado de la minería.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Foxley, último orador inscrito. Después se procederá a votar.

El señor FOXLEY.- Señor Presidente, simplemente deseo sintetizar los temas que se están discutiendo.



Primero, hay dos materias: una que tiene que ver con este proyecto y otra sin relación directa con él. La primera alude a una larga discusión acerca de cuál debe ser la contribución del sector minero al desarrollo del país.



Esta mañana escuchamos al Presidente del Banco Central, señor Vittorio Corbo. Entre los antecedentes contenidos en el Informe de Política Monetaria, se destaca que el sector minero está obteniendo una rentabilidad de 40 por ciento. Naturalmente, ese porcentaje  no será para siempre, pero se trata de un sector que genera un margen muy importante de utilidades sobre la base de explotar y extraer renta de un recurso no renovable.



Ése es el tema de fondo.



Tema distinto es si estamos haciendo todo lo que corresponde en políticas de fomento para segmentos de la minería no metálica con dificultades para aumentar sus escalas de producción, mejorar su productividad y eficiencia y, por lo tanto, generar mayores ingresos para quienes trabajan en ese ámbito.



Son, entonces, dos temas distintos. 



El que acabo de mencionar se refiere a la contribución que puede hacer la minería al desarrollo del país. 



La propuesta del Gobierno es bastante simple: establece una tasa de impuesto a las utilidades como la que se aplica a cualquier empresa, pero que en este caso tiene una connotación especial para la minería metálica y la no metálica. El esfuerzo, por tanto, es proporcional a las ganancias que obtiene el empresario que está en el sector.



El proyecto propone además, como punto fundamental, eximir del pago de ese impuesto a todos los productores de una escala mediana para abajo, lo cual asegura que no se cargará al pequeño productor con una tasa que no va a poder pagar.



Cuarto punto. Si se trata de pedir al sector minero una contribución mayor al desarrollo del país, dada su alta rentabilidad, debemos tener cuidado en este Senado -después de una larguísima discusión; después de que este tema está legitimado frente a la opinión pública; después de que sabemos (y lo están diciendo todos los candidatos a la Presidencia de la República en este momento) que el país tiene que hacer un mayor esfuerzo- de no horadar la base tributaria de este proyecto para permitir que empresas que no sólo pueden pagar sino que tienen una muy alta utilidad en este negocio queden fuera por tal o cual indicación legislativa. 



Eso no tiene que ver con apuntar con el dedo a nadie, ni con identificar personas o empresas. Simplemente, el argumento central es: el sector minero metálico y no metálico puede hacer una contribución mayor, y debemos dejar fuera a los que producen menos de cierto volumen, porque ellos más bien necesitan una política de fomento. Pero todo el resto debe pagar un impuesto proporcional a sus ganancias.



El proyecto es muy simple. Y creo que el Senado quedaría mal parado frente al país si apareciéramos nosotros mismos horadando algo que la opinión pública en su conjunto ha aceptado y respecto de lo cual, inevitablemente, algún mal pensado va a hacer una segunda lectura de lo que hagamos aquí y a decir que se están dejando fuera empresas que tienen altas utilidades, que pueden pagar y que, por una indicación de la Cámara Alta, no lo van a hacer.

El señor ROMERO (Presidente).- El Senador señor Ávila me ha pedido dos minutos para responder a una alusión personal. De acuerdo con el Reglamento, tiene derecho a ello.



Puede hacer uso de la palabra Su Señoría.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, sólo haré un par de precisiones, por cuanto no quiero alimentar una polémica absolutamente estéril.



En primer lugar, nunca he tratado de “vendido” a nadie en este Senado.

El señor BOMBAL.- ¡Cómo que no!

El señor ÁVILA.- He formulado cuestionamientos, siempre con base. Que no gusten, eso es otra cosa. 



En la materia que hoy nos ocupa, he dicho una realidad. 



En primer lugar, no tengo duda alguna acerca del espíritu con que las personas firmaron la iniciativa.

El señor BOMBAL.- ¡Cambia la cosa…!

El señor ÁVILA.- He afirmado que, desde el punto de vista de la probidad pública, sería una saludable señal para el país que el partido político al cual pertenece un industrial favorecido con el apoyo de esta indicación se abstuviera.

El señor CHADWICK.- ¡Pero cómo sabe de qué modo voy a votar!

El señor ÁVILA.- Eso es todo. Eso no significa acusar de “vendido” a nadie. 

El señor CHADWICK.- ¡Pero cómo sabe de qué manera voy a votar!

El señor ÁVILA.- Es, simplemente, constatar una realidad y esperar una conducta que sea coherente con lo que a veces se dice en el discurso.

El señor CHADWICK.- ¡Si no sabe cómo voy a votar!

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, terminemos este debate.

El señor ÁVILA.- Nunca he injuriado sin base ni descalificado a nadie sin que haya un antecedente que exhibir.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Señores Senadores…

La señora MATTHEI.- Quiero pedir un listado de todos los dueños y del partido a que pertenecen. Si no, no vamos a poder votar nada…!

El señor ROMERO (Presidente).- Señores Senadores, si quieren solicitar el envío de algún oficio, lo pueden hacer llegar a la Mesa y nosotros le daremos curso a través de Secretaría. No hay ningún problema.

La señora MATTHEI.- ¡El señor Dulanto es productor minero y es de la Democracia Cristiana!

El señor ROMERO (Presidente).- Declaro cerrado el debate, porque ya le hemos dado un tiempo más que suficiente.



Voy a poner en votación en forma separada, tal como lo ha pedido el Senador señor Boeninger, el número 1 del artículo 1º y todas las referencias a “metálica” que existen en el proyecto. Porque, en definitiva, la indicación tiene por objeto eliminar esa palabra. 



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión de todas las referencias a “metálico” o “metálica” que aparecen en el texto sugerido por las Comisiones unidas (24 votos a favor, 2 en contra, 10 abstenciones y 3 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Boeninger, Bombal, Chadwick, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Pizarro, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Aburto y Arancibia.



Se abstuvieron los señores Cantero, Coloma, García, Horvath, Martínez, Matthei, Orpis, Prokurica, Stange y Zurita.



No votaron, por estar pareados, los señores Canessa, Romero y Zaldívar (don Adolfo).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, en la página 7 del boletín comparado, figuran tres votaciones de mayoría registradas en las Comisiones unidas (8 votos a favor y 2 abstenciones; 8 votos a favor y 2 en contra, y 9 votos a favor y 1 en contra) con relación al Nº 1 del artículo 1º. Se exceptúa, por supuesto, lo recién aprobado en cuanto a la supresión de todas las referencias a “metálico” o “metálica”.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, daremos por aprobada la proposición de las Comisiones unidas acerca del Nº 1 del artículo 1º, en los términos planteados por el señor Secretario.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, respecto del numero 2) del artículo 2º, el Honorable señor Parra ha solicitado votación separada.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, pedí que se votaran separadamente este número y los artículos 2º, 3º y 4º transitorios porque todos ellos dicen relación al decreto ley Nº 600 y, de manera especial, a la cláusula de invariabilidad tributaria.



Ante todo, declaro que soy de los que opinan que el mencionado decreto ya cumplió sus funciones y debe ser derogado. 



Pero, independiente de eso, el artículo 11 ter, que ahora se pretende agregar y que tendrá el carácter de disposición permanente, y dichas normas transitorias están concebidos de manera tal que elevan los contratos de inversión extranjera contemplados en el decreto ley Nº 600  al rango de contrato ley.



Esa institución, señor Presidente, es ajena a nuestro ordenamiento fundamental. Consecuencialmente, el artículo 11 ter adolece de un vicio de constitucionalidad. 



Pero, además, dichas normas transitorias, que asumen que los contratos de inversión extranjera tienen carácter de contratos leyes, pugnan con la Carta, a pesar de sus orígenes.



Como el tiempo de que disponemos es limitado, sólo haré algunas afirmaciones.



En primer lugar, la institución del contrato ley se intentó consagrar en el marco de la Carta de 1925. Pero en el Senado de entonces se levantaron voces muy autorizadas para sostener que ella era jurídica y constitucionalmente inaceptable.



El Texto Fundamental de 1980 no la contempló de manera alguna. Su artículo 5º, cuando se refiere al ejercicio de la soberanía, consignó una sola limitación. 



Desde luego, el hecho de aceptar la institución del contrato ley implica asumir que el Estado puede desprenderse de su soberanía –en este caso, de su potestad tributaria- para otorgar garantías a particulares sin cuya voluntad no podrían corregirse esas normas en el futuro.



Las disposiciones transitorias asumen que lo que contempla como contrato de inversión extranjera el decreto ley Nº 600 tiene la calidad de contrato ley, lo que es absolutamente inexacto. Si ésa hubiera sido la intención de los autores del mencionado decreto, tal parte habría quedado derogada con la entrada en vigencia de la Constitución de 1980.



En efecto, si Sus Señorías leen el DL Nº 600 –y en especial el artículo 14-, van a constatar que en ninguna parte se hace referencia al término “ley” asociado a la institución del contrato. El contrato del que ahí se habla está llamado a recoger la solicitud del inversionista y la aprobación que de ella haga el Comité de Inversiones Extranjeras. Pero de ninguna manera pretende amarrar al Estado estableciendo que éste se ha desprendido de su soberanía y que no puede en el futuro, por la vía legislativa, enmendar lo que el contrato dispone.



No está de más recordar que el decreto ley Nº 600 se dictó en 1974, en momentos en que la nación vivía un paréntesis desde el punto de vista de la constitucionalidad. Se había aprobado, además, un decreto ley que establecía que cada vez que la Junta de Gobierno dictara una norma contradictoria con disposiciones de la Carta de 1925 se entendía que éstas quedarían tácitamente derogadas.



Por eso, durante ese largo período no hubo discusiones ni preocupación sobre el tema de la constitucionalidad de normas como las del decreto ley Nº 600. Por cierto, tampoco hubo control de constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional, pues en ese entonces estaba declarado en receso.



Por ese motivo, nunca se entendió que tales disposiciones consagraran el establecimiento de la institución del contrato ley.

El señor ROMERO (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor PARRA.- Termino de inmediato.



Si se hubiese entendido así, evidentemente la entrada en vigencia de la Constitución de 1980, y en particular lo que dispone su artículo 5º, habría implicado la derogación tácita de esas normas.



Señor Presidente, no quiero levantar esta tarde un extenso debate sobre una materia extraordinariamente compleja, cuyos efectos conozco y calculo bien. Pero no puedo pasar por sobre un estado de conciencia. Y, por esa razón, dejo constancia de que votaré en contra del artículo 11 ter que se nos propone y de los artículos transitorios que señalé.



He dicho.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Ordenemos el debate, señores Senadores. 



Quiero formular una propuesta.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente…

El señor ROMERO (Presidente).- Sugiero que despachemos rápidamente el proyecto, pues tengo la impresión de que en este punto sólo hay un voto en contra: el del Honorable señor Parra. 



No sé si alguien más está en esa posición. 



¿El Senador señor Viera-Gallo?

El señor VIERA-GALLO.- No, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Ocurre que estamos urgidos por el tiempo.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una interrupción, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, en nombre de los Comités Partido por la Democracia y Demócrata Cristiano, solicito que se suspenda momentáneamente la discusión de esta iniciativa con el objeto de que nos pronunciemos sobre el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica diversos cuerpos legales y faculta a las municipalidades para otorgar determinadas condonaciones.



Creo que podríamos despacharlo de manera muy rápida por el hecho de que…

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala…

La señora MATTHEI.- No, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Hay oposición, señor Senador.



Para ordenar el debate, y antes de ofrecer la palabra nuevamente, propongo dar por aprobadas todas las normas que fueron acordadas por unanimidad en la Comisión.



--Se aprueban.

El señor ROMERO (Presidente).- Continúa el debate respecto de la solicitud del Honorable señor Parra.



Tiene la palabra al Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, no alcanzo a entender por qué se discute este proyecto con tanta celeridad si es tan trascendente para el país.

El señor ROMERO (Presidente).- Porque tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.

El señor VIERA-GALLO.- Ya lo sé. Pero no alcanzo a comprender el motivo de fondo. Porque perfectamente esto se podría despachar después de un debate menos apresurado. 



Entiendo lo que plantea el señor Ministro de Hacienda cuando señala que en la economía moderna este tipo de cláusulas son fundamentales para la inversión; eso lo comprende cualquiera en el ámbito de la economía globalizada. Pero también comparto los argumentos del Senador señor Parra, que tienen mucha fuerza. Porque una cosa es un contrato suscrito entre el Fisco y una empresa foránea, ante lo cual es necesario atenerse a las normas del Derecho Internacional, y otra muy distinta que el Estado se inhiba, por ley, de ejercer la soberanía.



Esta mañana, mientras hacía clases, por casualidad leí a Rousseau y a Montesquieu, quienes afirmaban que la soberanía era inalienable, indivisible.



¿Qué pasaría si el día de mañana el Estado de Chile, por una razón soberana, decidiera cambiar la ley e imponer un tributo? ¿Podría la empresa alegar un derecho en contra del Fisco? 



Cuando nacionalizamos el cobre, con el voto unánime de los Parlamentarios, hicimos mucho más que eso. No digo que estemos en la época de las nacionalizaciones; pero tampoco estamos en un momento en que necesariamente debamos renunciar de antemano a medidas que un futuro Gobierno -de la orientación que sea- tenga la necesidad de adoptar para cambiar la tributación.



Entonces, me encuentro en una situación compleja. Porque comprendo las exigencias económicas, pero también las exigencias jurídico-políticas que señaló el Honorable señor Parra.

El señor ROMERO (Presidente).- El Senador señor Viera-Gallo ha hecho un planteamiento muy de fondo en cuanto a que el debate del proyecto requiere mayor tiempo.



Me permito consultar al Ejecutivo, por intermedio del señor Ministro de Hacienda, si desea retirar la urgencia.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- No, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, continúa la discusión.

El señor SABAG.- Votemos.

La señora FREI (doña Carmen).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, creo que no es apresurado el debate de este proyecto, pues venimos discutiendo la materia desde el año 1992.

El señor ROMERO (Presidente).- El planteamiento lo hizo el Honorable señor Viera-Gallo.

La señora FREI (doña Carmen).- A lo mejor el señor Senador no ha estado en la Comisión de Minería. Pero -¡por favor!- todos nos acordamos del Honorable señor Lavandero, quien se refería al cobre cada vez que hablaba. 



¿Y desde cuándo venimos discutiendo esto, Senador señor Núñez?: desde 1992, cuando presentamos una moción con otros colegas.



Así que, por favor, terminemos de una vez. 

El señor ROMERO (Presidente).- Mientras más intervenciones haya, más demoraremos.

La señora FREI (doña Carmen).- En diez minutos podríamos concluir esto.

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Ministro de Hacienda pidió la palabra.



Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Muchas gracias, señor Presidente.



Entiendo el fondo del planteamiento que han hecho tanto el Senador señor Parra como el Honorable señor Viera-Gallo. Pero debo informarles que el propio Congreso -porque así son las reglas de la modernidad-, a través de los convenios comerciales y de los múltiples acuerdos sobre protección de inversiones (API) que se han suscrito, ha limitado voluntariamente la soberanía de Chile para los efectos de poder modificar ciertas reglas del juego durante un período. Estamos pletóricos de este tipo de restricciones, que nos hemos autoimpuesto en beneficio del país.



Hay vigentes contratos derivados del decreto ley Nº 600, cuyo artículo 11 bis dice que el impuesto a la renta no es modificable. Pues bien, este tributo a la minería, al ser concebido en base a la renta, modifica dicho gravamen. Por ende, a menos que queramos hacer de esto letra muerta, debe ofrecerse al inversionista algo a cambio para que el nuevo impuesto le sea aplicable. De lo contrario estaríamos aprobando una ley que no tendría aplicación alguna, porque no podría prevalecer sobre los contratos ya firmados.



Por lo tanto, el artículo 11 ter es una nueva facilidad de invariabilidad sólo para los proyectos instalados, o para los por venir, que sustituye la que el Estado ya dio a los inversionistas. 


A mayor abundamiento, el Congreso Nacional podrá cambiar esa facilidad cuantas veces quiera en el futuro. Pero Sus Señorías comprenderán que los capitalistas que han invertido miles de millones de dólares y gozan del beneficio del artículo 11 bis (la prohibición de alterar el impuesto a la renta) no lo abandonarán gratuitamente, a menos que les ofrezcamos algo a cambio.



Reitero: si se quiere hacer de esto letra muerta, rechacemos el artículo 11 ter; pero si se desea algo que tenga sentido económico, aprobémoslo, con la invariabilidad que involucra.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- En primer lugar, el señor Ministro no tiene por qué saber que un tratado internacional es muy distinto de una ley.



El Estado de Chile puede obligarse con otro Estado en los convenios que Su Señoría ha señalado muy bien. Y es obvio que en ellos hay una renuncia a la soberanía. Pero muy diferente es que nosotros persistamos en el error de un Gobierno anterior de renunciar a la soberanía por un acto unilateral.



Al igual que el Senador señor Parra, considero que esto es inconstitucional.

El señor ROMERO (Presidente).- En votación electrónica el artículo 2º, Nº 2).

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el Nº 2) del artículo 2º (19 votos a favor, 5 en contra y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Bombal, Cantero, Cariola, Cordero, Fernández, Frei (doña Carmen), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Matthei, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Stange y Vega.



Votaron por la negativa los señores Naranjo, Parra, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide y Zurita.



Se abstuvieron los señores Canessa, Martínez, Núñez y Viera-Gallo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, corresponde pronunciarse respecto del artículo 2º transitorio, acerca del cual el Honorable señor Parra ha solicitado votación separada.

La señora MATTHEI.- Aprobémoslo con la misma votación anterior, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se aprueba el artículo 2º transitorio con la misma votación anterior.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, el Honorable señor Parra ha solicitado votar separadamente los artículos 3º y 4º transitorios.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobados con la misma votación anterior.



--Se aprueban.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Nº 4) del artículo 3º transitorio fue aprobado por ocho votos a favor y la abstención de los Senadores señora Matthei y señor Orpis. 



En atención a que el señor Presidente declaró aprobados todos los artículos que concitaron la unanimidad en las Comisiones unidas, corresponde, al no haberla respecto de este número, que la Sala se pronuncie.

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hay objeciones, se aprobará.

El señor ORPIS.- Mantenemos nuestra abstención.

El señor PARRA.- Yo también me abstendré, señor Presidente. 



--Se aprueba el Nº 4) del artículo 3º transitorio (19 votos a favor, 4 en contra y 5 abstenciones).
El señor HOFFMANN (Secretario).- Una situación similar a la anterior se produjo acerca del Nº 3) del artículo 5º transitorio: en las Comisión unidas hubo ocho votos a favor y se abstuvieron los Senadores señora Matthei y señor Orpis.

El señor SABAG.- Aprobémoslo con la misma votación anterior. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se aprueba el Nº 3) del artículo 5º transitorio con la misma votación anterior, y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.

MAYORES FONDOS PARA MUNICIPALIDADES Y MEJORAMIENTO DE GESTIÓN FINANCIERA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ROMERO (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley Nº 3.063, relativo a Rentas Municipales, y la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a los municipios para otorgar condonaciones que indica, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2892-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 26ª, en 13 de agosto de 2003.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 51ª, en 11 de mayo de 2005.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 44ª, en 6 de abril de 2004.


Gobierno (segundo), sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.


Hacienda, sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.


Gobierno (complementario), sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.


Mixta, sesión 54ª, en 18 de mayo de 2005.


Discusión:



Sesiones 50ª, en 14 de abril de 2004 (queda pendiente su discusión general); 51ª, en 20 de abril de 2004 (se aprueba en general); 49ª, en 4 de mayo de 2005 (se aprueba en particular).

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo por la Honorable Cámara de Diputados de algunas de las modificaciones efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



El informe de la Comisión Mixta consigna la proposición destinada a resolver las divergencias, que consiste principalmente en:



-Beneficiar con la exención del 100 por ciento del impuesto territorial a los bienes raíces que cumplen con las disposiciones del artículo 73 de la Ley del Deporte y establecer que, en todo caso, los recintos deportivos de carácter particular sólo la obtendrán mientras mantengan convenios para el uso gratuito de sus instalaciones con colegios municipalizados o particulares subvencionados.



-Eximir del pago por servicios de aseo a las viviendas cuyo avalúo sea igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.



-El monto de la patente proporcional que pagarán los contribuyentes que tengan sucursales, oficinas u otras unidades de gestión empresarial considerará también los trabajadores de temporada y los correspondientes a empresas subcontratistas que laboren en cada sucursal, oficina o unidad.



-Se faculta a las municipalidades para cobrar derechos por los permisos para la instalación de publicidad en las vías.



Respecto de aquellos correspondientes a las empresas que realizan la actividad económica de publicidad, el valor corresponderá al vigente en la Ordenanza Local de Derechos Municipales, por un plazo de 3 años, contados desde la fecha de otorgamiento.



-En el caso de servicios al auto y de salones de té y cafetería, no se podrán conceder nuevas patentes de alcoholes. No obstante, las ya existentes continuarán en vigencia.



-Se deja sin efecto, a contar del día 1º del mes subsiguiente al de publicación de la ley, el beneficio a favor del Servicio Nacional de Menores del 18 por ciento de las multas impuestas por los juzgados de policía local, el cual pasa a favorecer a las respectivas municipalidades.



La Comisión Mixta adoptó los acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes, con excepción de las siguientes proposiciones: la referida a la exención del pago por servicios de aseo a viviendas que se indica, que contó con la abstención de los Honorables Diputados señores Becker y Valenzuela; la que establece la fecha en que empezará a regir el traspaso del beneficio desde el SENAME, que tuvo 4 votos en contra, y la que radica este último en el patrimonio de los municipios, que registró 2 votos negativos.



Cabe hacer presente que los artículos 4º, Nº 2), y 3º transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales y requieren, para su aprobación, el voto conforme de 26 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en seis columnas. En las dos últimas se transcriben lo recomendado por la Comisión Mixta y el texto que resultaría de aprobarse dicha proposición.



Finalmente, corresponde indicar que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión de 17 de mayo en curso, aprobó el informe de que se trata.

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito la autorización del Senado para que asista a la sesión la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Adriana Delpiano.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve. 



La Comisión Mixta sesionó con bastante buena voluntad y logró muchos acuerdos, pero ello no significa que todos los puntos de divergencia hayan sido aprobados por unanimidad. 



Las normas acerca de las cuales hubo diferencias son muy simples. Y, si Su Señoría me lo permite, en dos minutos impondré a la Sala de las materias que se resolvieron.



La primera de ellas se relaciona con la exención de contribuciones de bienes raíces referidas a recintos deportivos, precisándose la norma y facilitándose el uso por parte de los establecimientos escolares. 



La segunda establece la rebaja automática del cobro del servicio de extracción de basura para viviendas cuyo avalúo asciende a 225 unidades tributarias mensuales, es decir, 6 millones 800 mil pesos, aproximadamente.



La tercera se vincula con la forma como se pagan las patentes en caso de tener sucursales. 



Una cuarta se refiere a los cobros de publicidad en las vías.



Una quinta modifica algunas disposiciones de la Ley de Alcoholes, lo que, en realidad, es un ordenamiento.



Y la última trata sobre la vigencia de la normativa que se aplicará una vez que se dicte la ley, ya que la fecha original, como era una disposición antigua, decía relación al año 2004.



Por lo tanto, señor Presidente, a pesar de que hubo discusión en algunos puntos, éstos no fueron sustantivos, aun cuando suscitaron gran debate cuando la Sala se ocupó en general del proyecto. No digo que sean normas menores, porque todas tienen su importancia; pero no representaron ninguna dificultad.



Sugiero, entonces, su aprobación unánime.



Es preciso recordar que se trata de regulaciones de rango orgánico constitucional. Por lo tanto, pido a la Mesa que antes de someterlas a votación se asegure de que existe el quórum requerido. 

El señor ROMERO (Presidente).- Se tocarán los timbres para llamar a los señores Senadores.



Hago presente que en este tipo de pronunciamientos no rigen los pareos.

El señor LARRAÍN.- La otra opción es realizar una votación nominal.

El señor PIZARRO.- No es necesario.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el informe.



--Por unanimidad, se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que se pronunciaron favorablemente 26 señores Senadores, y queda terminada la discusión del proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.

La señora DELPIANO (Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo).- Señor Presidente, en verdad, éste ha sido un articulado de larga tramitación, con mucho debate y diversas posturas. Y en el transcurso de su estudio acogimos gran parte de las sugerencias que se formularon tanto en la Cámara como en el Senado. 



El despacho del texto significará para los municipios contar con 56 mil millones de pesos más, a lo que se agregan normas de transparencia y claridad respecto de las exenciones.



Dirijo mi reconocimiento a los miembros de las Comisiones de Hacienda y de Gobierno, Descentralización y Regionalización; a la Presidencia de esta Alta Cámara, por su valiosa colaboración para sacar adelante la iniciativa, y a todos los señores Senadores que hicieron confianza en el informe de la Comisión Mixta.



¡Muchas gracias!



Y nos seguiremos viendo, porque existen varios proyectos en relación con los cuales deberemos trabajar en conjunto.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

----------



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Presidente de la República, solicitándole la presentación de un proyecto sobre INCREMENTO DE ASIGNACIÓN DE ZONA PARA FUNCIONARIOS DE SALUD Y EDUCACIÓN.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, pidiéndoles estudiar la elaboración de PROYECTO EXPERIMENTAL MIXTO SOBRE CONEXIÓN VIAL Y GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN CHILOÉ O AISÉN; a los señores Ministro de Agricultura, Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo antecedentes relativos a COMERCIALIZACIÓN DE SEMILLAS TRANSGÉNICAS POR ANASAC, y al señor Director de Aguas, demandándole información respecto de INTERVENCIÓN DE GLACIARES POR CONSTRUCCIÓN DE CAMINOS O PROYECTOS MINEROS (todos de la Undécima Región).



Del señor MORENO:



A los señores Ministros de Hacienda y de Educación, y al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, pidiéndoles DISMINUCIÓN O DEROGACIÓN DE IMPUESTO A IMPORTACIÓN DE LIBROS DE ESTUDIO; a los señores Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, y al Director de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, planteándoles la necesidad de apoyar el proyecto del municipio local sobre MUSEO FERROVIARIO EN ANTIGUA ESTACIÓN DE SAN FERNANDO; al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole reestudiar la posibilidad de CONSTRUCCIÓN DE PUERTO EN PICHILEMU; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, requiriéndole recursos para CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO DE JUZGADOS y REMODELACIÓN Y CIERRE DE PARQUE ABEL BOUCHON, EN SAN FERNANDO; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales y al señor Ministro del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, solicitándoles destinar fondos para RESTAURACIÓN DE IGLESIA DE SAN FRANCISCO (SAN FERNANDO); a los señores Intendente y Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, demandándoles apoyar CONSTRUCCIÓN DE SEGUNDA ETAPA DE SEDE VECINAL CAMILO MORI (GRANEROS), y al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, a fin de que se sirva ordenar estudio para DISTRIBUCIÓN DE AGUAS DE CANAL COMUNERO “JUNÍN” (SAN FERNANDO).

----------


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los turnos de los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata), Demócrata Cristiano, Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional y Socialista, ningún señor Senador hace uso de ella.

El señor ROMERO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:52.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA EXTRAORDINARIA

A C T A S  A P R O B A D A S

SESION 50ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE MAYO DE 2.005

Parte pública



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, la señora Ministra del Interior Subrogante, doña Adriana Delpiano, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates, y el señor Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia, don Decio Metiffogo.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuadragésima octava, ordinaria, y cuadragésima novena, ordinaria, de 3 y 4 de mayo de 2005, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los tres primeros, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos (Boletín Nº 2.701-15).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín Nº 3.021-07).



3) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (Boletín Nº 3.671-03).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley, en segundo trámite constitucional: 



1) El que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales (Boletín Nº 3.502-04).



2) El que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves (Boletín Nº 3.587-02).



-- Se tiene presente las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el sexto, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Horacio de la Peña (Boletín Nº 3.771-17).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el séptimo, comunica que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República respecto del proyecto de ley que modifica el Código Civil, en lo relativo a la exigencia de presentación de antecedentes para dar curso a la demanda de reclamación de maternidad o paternidad, y a la valoración de los medios de prueba sobre el particular (Boletín Nº 3.043-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 9 y 10 de mayo en curso, oportunidad en que se dirigirá a Brasil para participar de la Cumbre Sudamericana de Países Árabes, que se llevará a cabo en la ciudad de Brasilia. 



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don José Miguel Insulza Salinas. 



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, concedida hasta el 1º de junio del año en curso, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). 



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, comunica que ha otorgado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo a la protección de los trabajadores y la comunidad, respecto de la utilización de productos fitosanitarios (Boletín Nº 2.596-13).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2) El que modifica el límite intercomunal de las comunas de Recoleta y Huechuraba (Boletín Nº 3.591-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el tercero, comunica que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato (Con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.048-07), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se designaría a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el cuarto, informa que ha tomado conocimiento del rechazo del proyecto de ley que modifica la ley Nº 12.265, que dispone vender en pública subasta las cosas corporales muebles puestas a disposición de los juzgados del crimen y que no hayan caído en comiso, en la forma que indica (Boletín Nº 3.634-07), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse de conformidad a lo dispuesto en el artículo 67 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el quinto, informa que ha otorgado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que autoriza erigir monumentos en memoria del Padre Alberto Hurtado, en las diferentes comunas del país (Boletín Nº 3.542-04).



-- Se toma conocimiento, y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el sexto, comunica que ha otorgado su aprobación , en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre Reconocimiento Recíproco y Canje de los Permisos de Conducir Nacionales y su Anexo”, adoptado en Madrid por Intercambio de Notas de fechas 24 de mayo y 14 de octubre de 2004 y corregido por Notas fechadas en Madrid el 31 de enero y 7 de febrero de 2005 (Boletín Nº 3.838-10).



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley sobre empalme entre el antiguo y el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal (Boletín Nº 3.816-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, relativo a la ex Caja Central de Ahorros y Préstamos.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la situación crediticia de los microempresarios de la IX Región. 



Del señor Director Regional de Obras Hidráulicas de la XI Región, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre socavones en las riberas del Río Simpson y, específicamente, en su ribera sur.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicaciones



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, por medio de la cual informa que, en sesión celebrada el día 4 de mayo del año en curso, tomó conocimiento de la renuncia al cargo de Presidente de la misma presentada por el Honorable Senador señor Jaime Naranjo Ortiz, y que eligió como nuevo Presidente al Honorable Senador señor Enrique Silva Cimma. 



-- Se toma conocimiento.



Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, mediante la cual solicita  el  desarchivo  del  proyecto  de reforma constitucional que sustituye el inciso cuarto del Nº 10º del artículo 19 de la Carta Fundamental, estableciendo la obligatoriedad de la educación pre-básica, correspondiente al Boletín Nº 1.737-07.



Asimismo, solicita que la referida iniciativa sea considerada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



-- Queda desarchivado el proyecto y, si le parece a la Sala, pasaría a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



(Este proyecto no podrá ser tratado mientras Su Excelencia el Presidente de la República no lo incluya en la convocatoria a la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional).

Informes



Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regulariza la situación de ocupaciones irregulares en el borde costero de sectores que indica, y modifica el decreto ley Nº 1.939, de 1977 (Boletín Nº 3.689-12).



-- Queda para tabla de Fácil despacho de la próxima sesión ordinaria.



Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite  constitucional, que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar (Boletín Nº 3.235-13).



-- Queda para tabla.

Solicitud



Del señor Pedro Manuel Torres Rodríguez, por medio de la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (Boletín Nº S 793-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Tratar en la sesión de hoy, como si fueran de Fácil Despacho, y sin fundamento de voto, los asuntos signados con los números 12, 9, 10, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 en la Tabla, a saber:



- Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recaído en la solicitud de rehabilitación de ciudadanía por el señor José Antonio Meza Troncoso. (Boletín Nº S 772-04).



- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. (Boletín Nº 3610-13).



- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. (Boletín Nº 3225-04).



- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Hanoi el 22 de octubre de 2003, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 3747-10).



- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall, referente a la exención del requisito de visa para portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago el 14 de octubre de 2002, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 3749-10).



- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Mongolia sobre supresión de visa para los portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales de la República de Chile y portadores de pasaportes diplomáticos y oficiales de Mongolia”, suscrito en Santiago el 25 de septiembre de 2003, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 3754-10).



- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la República Dominicana sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 3755-10).



- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, adoptado por intercambio de Notas de fechas 22 de octubre y 12 de noviembre de 2002, por el cual se autoriza a los familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares de ambos países para desempeñar actividades remuneradas en el Estado receptor”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 3756-10).



- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Estonia referente a la exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago el 2 de noviembre de 2000, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 3758-10).



- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. (Boletín Nº 3587-02).



2.- A continuación, tratar los proyectos según  su ubicación en la Tabla, con excepción del individualizado con el número 4, esto es, el informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, en prime trámite, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la designación de notario alterno o adjunto (Boletín Nº 3.259-07), que pasa a ocupar el último lugar del Orden del Día.



3.- Considerar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión de mañana, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda (Boletín Nº 3.502-04).



4.- Extender en diez días el plazo de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para pronunciarse respecto de la acción constitucional ejercida por el señor Jorge Segundo Olavarría Maldonado, de conformidad al artículo 49 número 2) de la Carta Fundamental (Boletín Nº S 791-02).



5.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12.00 horas del día lunes 16 de mayo en curso, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (Boletín Nº 3.671-03).

______________________________________



El Honorable Senador señor Martínez solicita al señor Presidente que se deje constancia de su disconformidad con el acuerdo de Comités signado con el número 1, en cuanto a suprimir la facultad de fundamentar el voto respecto de los proyectos que se discutirán y votarán como si fueran de Fácil Despacho.

______________________________________



Luego, el Honorable Senador señor Larraín solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala con el fin de abrir un  nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que permite la venta de lentes para la presbicia, sin receta médica, correspondiente al Boletín Nº 2.903-11, hasta el día lunes 16 de mayo en curso, a las 12:00 horas.



Así se acuerda.

_________________________________________



En seguida, el señor Secretario informa que respecto de la postergación de la decisión sobre la solicitud de archivo del proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley Nº 18.525, relativa a distorsiones de precios en las importaciones, correspondiente al Boletín Nº 1.832-03, acordada en sesión 49ª, ordinaria, de 4 de mayo de 2005, corresponde que la Sala se pronuncie en esta sesión sobre la materia.



La Sala accede al archivo del referido proyecto, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.

_________________________________________

 

En seguida, el señor Presidente, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 68 número 2º y 159 del Reglamento del Senado, constituye la Sala en sesión secreta con el fin de discutir el Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recaído en la solicitud de rehabilitación de ciudadanía presentada por el señor José Antonio Meza Troncoso, correspondiente al Boletín Nº S 772-04.



Se reanuda la sesión pública.

_________________________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales, con informe de la 

Comisión de Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.

 

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación del Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 3.610-13.



Agrega que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la unanimidad de los miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Ríos y Ruiz De Giorgio, votó favorablemente la idea de legislar, y propone a la Sala la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 257 del Código del Trabajo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:



“Tratándose de inmuebles cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a catorce unidades tributarias anuales o que siendo inferior a dicha suma, sean el único bien raíz de una organización, su enajenación, la promesa de ésta y cualquier otra convención destinada a gravarlos, donarlos, darlos íntegramente en arriendo o ceder completamente su tenencia por más de cinco años, si fueran urbanos o por más de ocho, si fueran rústicos, incluidas las prórrogas, deberá ser aprobada por, a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum.



Las organizaciones sólo podrán recibir como pago del precio, en caso de enajenación, otros inmuebles o dinero. En este último caso, con los recursos provenientes de la venta se deberá abrir una cuenta bancaria especial, administrada de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 263. El Conservador de Bienes Raíces que inscriba la transferencia deberá comprobar la existencia de la cuenta antes de proceder a dicho trámite.



Los recursos depositados en la cuenta especial sólo podrán destinarse a la compra de otros inmuebles sociales, la realización de mejoras en los ya existentes o la adquisición de bienes muebles destinados al equipamiento y mantención de unos y otros.



Los actos realizados en infracción a lo dispuesto en los incisos precedentes adolecerán de nulidad relativa.”.”.

- - -


En discusión en general, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



A continuación, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 6 de junio próximo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.

_________________________________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.

 

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre autorización para construir un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.225-04.



Agrega que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, Honorables Senadores señores Arancibia, Moreno, Parra y Vega, votó favorablemente la idea de legislar, y propone a la Sala la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1º.- Autorízase erigir un monumento en la ciudad de Santiago, en memoria del artista chileno Roberto Matta Echaurren.



Artículo 2º.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que establece el artículo 4º, en coordinación con el Ministerio del Interior.



Artículo 3º.- Créase un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.



Artículo 4º.- Créase una comisión especial, integrada por ocho miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:



a) Un Senador y un Diputado, designados por sus respectivas Cámaras;



b) El Alcalde de la Municipalidad de Santiago;



c) Un representante del Ministerio de Educación;



d) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales;



e) Dos decanos de facultades de arquitectura o de las artes.



Uno de dichos decanos provendrá de alguna de las Universidades que integren el Consejo de Rectores y será elegido por éste.



El otro decano deberá provenir de alguna de las Universidades privadas que gocen de autonomía. Para tales efectos, el Ministerio de Educación determinará el modo en que dichas Universidades elegirán al respectivo decano; y



f) Un representante de la familia del artista Roberto Matta Echaurren.



La comisión elegirá su presidente. El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros. En caso de empate, dirimirá el presidente.



Artículo 5º.- La comisión tendrá las siguientes funciones:



a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2º, así como realizar las gestiones pertinentes para su concreción;



b) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la respectiva municipalidad y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervisar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales; 



c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo;



d) Administrar el fondo creado por el artículo 3º, y



e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.



Artículo 6º.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al artista Roberto Matta Echaurren, sean donados.



Artículo 7º.- Si una vez construido el monumento quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin señalado en el artículo precedente.



Artículo 8º.- El monumento deberá erigirse en el plazo de cinco años, contado desde la fecha de la publicación de la presente ley. Si vencido dicho plazo no se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia o culturales que la comisión establezca.”.

- - -



En discusión en general, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



A continuación, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 6 de Junio próximo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Hanoi el 22 de octubre de 2003, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Hanoi el 22 de octubre de 2003, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.747-10.



Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



 “Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Hanoi, el 22 de octubre de 2003.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall, referente a la exención del requisito de visa para portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago el 14 de octubre de 2002, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall, referente a la exención del requisito de visa para portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago el 14 de octubre de 2002, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.749-10.

 

Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



 “Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall, referente a la exención del requisito de visa para portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago, el 14 de octubre de 2002.”.

- - -

 

En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Mongolia sobre supresión de visa para los portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales de la República de Chile y portadores de pasaportes diplomáticos y oficiales de Mongolia”, suscrito en Santiago el 25 de septiembre de 2003, con informe de la Comisión 

de Relaciones Exteriores

 

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Mongolia sobre supresión de visa para los portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales de la República de Chile y portadores de pasaportes diplomáticos y oficiales de Mongolia”, suscrito en Santiago el 25 de septiembre de 2003, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.754-10.

 

Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



 “Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Mongolia sobre supresión de visa para los portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales de la República de Chile y portadores de pasaportes diplomáticos y oficiales de Mongolia”, suscrito en Santiago, el 25 de septiembre de 2003.”.

- - -

 

En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la República Dominicana sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones 

Exteriores

 

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la República Dominicana sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.755-10.

 

Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



 “Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República Dominicana sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago, el 26 de abril de 2004.”.
- - -

 

En discusión en general y en particular a la vez, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado en general y en particular a la vez, con el voto en contra de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen).



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

___________________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, adoptado por intercambio de Notas de fechas 22 de octubre y 12 de noviembre de 2002, por el cual se autoriza a los familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares de ambos países para desempeñar actividades remuneradas en el estado receptor”, con informe 

de la Comisión de Relaciones Exteriores

 

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, adoptado por intercambio de Notas de fechas 22 de octubre y 12 de noviembre de 2002, por el cual se autoriza a los familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares de ambos países para desempeñar actividades remuneradas en el estado receptor”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.756-10.

 

Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

 

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, adoptado por intercambio de Notas de fechas 22 de octubre y 12 de noviembre de 2002, por el cual se autoriza a los familiares dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de las Misiones Diplomáticas y Consulares de ambos países para desempeñar actividades remuneradas en el Estado receptor.”.

- - -

 

En discusión en general y en particular a la vez, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado en general y en particular a la vez, con el voto en contra de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen).



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

___________________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Estonia referente a la exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago el 2 de noviembre de 2000, con informe

de la Comisión de Relaciones Exteriores

 

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Estonia referente a la exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago el 2 de noviembre de 2000, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.758-02.

 

Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Estonia referente a la exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales”, suscrito en Santiago, el 2 de noviembre del año 2000.”.

 

En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.

 

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.587-02, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.

 

Agrega que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la unanimidad de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento Honorables Senadores señores Cordero, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, votó favorablemente la idea de legislar, y propone a la Sala la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:


 
“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:



1) Reemplázase el artículo 416 por el siguiente:



 “Artículo 416.- El que matare a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.



2) Sustitúyese el artículo 416 bis por el siguiente:



“Artículo 416 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, o bien atentare en su contra, será castigado:



1.º Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2.º Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3.º Con presidio menor en sus grados mínimo a medio, si le causare lesiones menos graves.



4.º Con prisión en su grado máximo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.



Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:



1) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:



“Artículo 17.- El que matare a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.



2) Intercálase el siguiente artículo 17 bis:



“Artículo 17 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, o bien atentare en su contra, será castigado:



1.- Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2.- Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3.- Con presidio menor en sus grados mínimo a medio, si le causare lesiones menos graves.



4.- Con prisión en su grado máximo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.



Asimismo, el que amenazare u ofendiere públicamente a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile en el desempeño de sus deberes funcionarios será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.”.

- - -

 

En discusión en general, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado con la abstención del Honorable Senador señor Ávila.



A continuación, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 6de junio próximo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.

_________________________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores y su régimen de subvención, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión 

de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre el establecimiento de un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores y su régimen de subvención, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 2.391-18, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el número 9) del artículo 41 del proyecto de ley debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, al proyecto aprobado en general, fueron aprobadas por unanimidad, con excepción del artículo 28, que contó con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Espina y Viera-Gallo, y el voto en contra del Honorable Senador señor Zurita.



El señor Secretario General indica que la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 3º, 5º, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 40, 43, y 44 permanentes, y artículos 2º, 3º, 4º y 5º, transitorios, los cuales resultaron aprobados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículos 70 (que pasó a ser 43), 71 (que pasó a ser 44) y 72 (que pasó a ser 45).



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 35, 37, 54, 57, 59, 62, 63, 65, 72, 74, 94, 101, 115, 122, 124, 127, 136, 156, 160 y 172.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 3, 7, 8, 11, 14, 15, 17, 18, 19, 20, 29, 30, 31, 42, 44, 50, 52, 55, 56, 64, 71, 76, 78, 82, 83, 85, 87, 89, 90, 97, 98, 104, 106, 109, 114, 116, 117, 123, 153, 154, 155, 157, 158, 159, 161, 162, 163, 164, 165, 168, 169, 170 y 171, 173.



4.- Indicaciones rechazadas: números 4, 5, 6, 9, 10, 12, 13, 16, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 32, 33, 34, 36, 38, 39, 40, 41, 43, 45, 46, 47, 48, 49, 51, 53, 58, 60, 61, 66, 67, 68, 69, 70, 73, 75, 77, 79, 81, 84, 86, 88, 91, 92, 93, 95, 96, 99, 100, 102, 103, 105, 108, 110, 111,112,113, 118, 119, 120, 121,125, 126, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135, 137, 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 151, 152, 166 y 167.



5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 80 y 107.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objetivo establecer la forma y condiciones en que el Servicio Nacional de Menores, en adelante SENAME, subvencionará a sus colaboradores acreditados.



Asimismo, determinan la forma en que el SENAME velará para que la acción desarrollada por sus colaboradores acreditados respete y promueva los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes sujetos de atención y se ajuste a lo dispuesto en esta ley y en las demás disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la labor que ellos desempeñan.”. 

Artículo 2º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 2°.- La acción del SENAME y sus colaboradores acreditados se sujetará a los siguientes principios:



1) El respeto y la promoción de los derechos humanos de las personas menores de dieciocho años contenidos en la Constitución Política de la República, las leyes vigentes, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y los demás instrumentos internacionales;



2) La promoción de la integración familiar, escolar y comunitaria del niño, niña o adolescente y su participación social, y



3) La profundización de la alianza entre las organizaciones de la sociedad civil, gubernamentales, regionales y municipales, en el diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la infancia y a la adolescencia.”. 

Artículo 3º



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 3º.- El SENAME podrá subvencionar, conforme a las disposiciones de la presente ley, las actividades desarrolladas por los colaboradores acreditados relativas a las siguientes líneas de acción:



1) Oficinas de protección de los derechos del niño, niña y adolescente;



2) Centros Residenciales;



3) Programas, y



4) Diagnóstico.



Lo anterior, sin perjuicio de las facultades del SENAME para desarrollar estas líneas directamente, de conformidad a lo establecido en el artículo 3°, número 4, del decreto ley N° 2.465, de 1979, que fija el texto de su ley orgánica.”. 

Artículo 4º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 4°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:



1) Colaboradores acreditados: las personas jurídicas sin fines de lucro que, con el objetivo de desarrollar las acciones a que se refiere el artículo anterior, sean reconocidas como tales por resolución del Director Nacional del SENAME, en la forma y condiciones exigidas por esta ley y su reglamento.



Las personas naturales podrán ser reconocidas como colaboradores acreditados, para el solo efecto de desarrollar la línea de acción de diagnóstico, en conformidad con el procedimiento dispuesto en el inciso anterior.



Las instituciones públicas que ejecuten o entre cuyas funciones se encuentre desarrollar acciones relacionadas con las materias de que trata esta ley, no requerirán de dicho reconocimiento;



2) Registro de colaboradores acreditados y proyectos: el sistema de información acerca de la red de colaboradores acreditados del SENAME que contendrá los antecedentes a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 19.862 y su reglamento y adicionalmente los resultados obtenidos por cada proyecto en la evaluación de desempeño.



En este caso, el registro será extensivo, en lo pertinente, a las personas naturales reconocidas como colaboradores acreditados,  conforme a la presente ley;



3) Líneas de acción subvencionables: aquellas modalidades de atención señaladas en el artículo 3º de la presente ley. En particular se entenderá por cada una de ellas lo siguiente:



3.1) Oficinas de protección de los derechos del niño, niña o adolescente (en adelante OPD): instancias de atención ambulatoria de carácter local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de los derechos de los niños, niñas o adolescentes, a contribuir a la generación de las condiciones que favorezcan una cultura de reconocimiento y al respeto de los derechos de la infancia.



3.2) Programas: un conjunto de actividades, susceptibles de ser agrupadas según criterios técnicos. Existirán, a lo menos, los siguientes programas:



a) Programa de Protección de Derechos: destinado a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, esta línea podrá desarrollarse conjuntamente con la línea residencial, para lo cual el colaborador acreditado podrá presentar un solo proyecto al respectivo llamado a licitación.



Para los efectos de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, dentro de este programa, se distinguirá: 



a.1) Programa de protección en general: destinado a la protección, reparación  o restitución de los derechos del niño, niña o adolescente frente a situaciones de vulneración de los mismos que por su entidad no requieran de una intervención especializada.



a.2) Programa de protección especializado: destinado a otorgar intervención reparatoria especializada frente a situaciones de graves vulneraciones de derechos, tales como: situación de calle, consumo abusivo de drogas, maltrato infantil grave, explotación sexual comercial infantil, u otras problemáticas que atenten gravemente contra el normal desarrollo del niño, niña o adolescente.



a.3) Fortalecimiento familiar, aquellos destinados a afianzar la capacidad de los padres o de quienes puedan asumir responsablemente el cuidado personal del niño, niña o adolescente que se encuentre en un centro residencial para ejercer directamente dicho cuidado, propiciando su pronto egreso y su reinserción familiar.



b) Programa de Reinserción para adolescentes infractores a la ley penal: dirigido a ejecutar las acciones que la ley encomiende al SENAME respecto a la responsabilidad de un adolescente como consecuencia de la comisión de una infracción a la ley penal.



Para los efectos de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, dentro de este programa se distinguirán el de reinserción para adolescentes infractores a la ley penal en general y el programa de libertad asistida.



c) Programa de Prevención: tendiente a prevenir situaciones de vulneración a los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar y comunitaria.



d) Programa de Promoción: destinado a promover los derechos del niño, niña o adolescente, en alguna de las formas señaladas por el artículo 16.



e) Programa de Familias de Acogida: dirigido a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos un medio familiar donde residir, mediante familias de acogida.



f) Programa de Emergencia: tendiente a apoyar a los colaboradores acreditados  frente a situaciones de emergencia o catástrofe que pudieran afectar la normal atención de los niños, niñas y adolescentes.



3.3) Centros Residenciales: aquellos destinados a la atención de los niños, niñas y adolescentes privados o separados de su medio familiar. Se clasificarán en centros de diagnóstico y residencias.



a) Centros de Diagnóstico: aquellos destinados a proporcionar la atención transitoria y urgente de aquellos niños, niñas y adolescentes, que requieran diagnóstico o ser separados de su medio familiar mientras se adopta una medida de protección a su favor, proporcionando  alojamiento, alimentación, abrigo, apoyo afectivo y psicológico y los demás cuidados que éstos requieran.



b) Residencias: aquellos destinados a proporcionar, de forma estable, a los niños, niñas y adolescentes separados de su medio familiar, alojamiento, alimentación, abrigo, recreación, estimulación precoz, apoyo afectivo y psicológico, asegurando su acceso a la educación, salud y a los demás servicios que sean necesarios para su bienestar y desarrollo.



3.4) Diagnóstico: la labor ambulatoria de asesoría técnica en el ámbito psicosocial u otros análogos a la autoridad judicial competente u otras instancias que lo soliciten, y



4) Unidad de subvención SENAME (USS): La unidad equivalente en dinero con la cual se expresan los aportes del SENAME a los colaboradores acreditados.”. 

Artículo 5º



Suprimirlo. 

Artículo 6º



Pasa a ser artículo 5º, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 5º.- Para los efectos del pago de la subvención podrán ser sujetos de atención de los proyectos ejecutados por los colaboradores acreditados, dentro de las líneas de acción señaladas en el artículo 3º de la presente ley, los siguientes:



1) Los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos o en situación de exclusión social;



2) Los adolescentes inculpados de haber cometido una infracción a la ley penal, sujetos a una medida decretada por el tribunal competente o a una pena como consecuencia de haberla cometido, y



3) Los  niños, niñas o adolescentes que no encontrándose en las situaciones previstas en los números anteriores, requieran de la acción del SENAME y sus colaboradores acreditados para la prevención de situaciones de vulneración de sus derechos y promoción de los mismos.



El SENAME podrá también subvencionar las actividades relacionadas con la atención a los padres, las personas que tengan el cuidado personal de los niños, niñas y adolescentes, o a quienes les corresponda un rol protector de sus derechos cuando de ello dependa la prevención o superación de la situación que vulnera dichos derechos o el desarrollo del proceso de reinserción de los adolescentes infractores de ley penal.”. 

TÍTULO II

DE LOS COLABORADORES



Reemplazar su encabezamiento, por el siguiente:



“DE LOS COLABORADORES ACREDITADOS”. 

- - -



Intercalar el siguiente artículo 6º, nuevo:



“Artículo 6º.- Podrán ser acreditados como colaboradores las personas jurídicas a que se refiere el artículo 4º Nº 1, que dentro de sus finalidades contemplen el desarrollo de acciones acordes con los fines y objetivos de esta ley y las personas naturales que tengan idoneidad y título profesional para el desarrollo de la línea de acción de diagnóstico.



Las personas jurídicas reconocidas como colaboradores acreditados, para efectos de percibir la subvención de que trata esta ley, deberán cumplir además con los requisitos señalados en la ley Nº 19.862, que establece registros de las personas jurídicas receptoras de fondos públicos.”. 

- - -

Artículo 7º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 7º.- No podrán ser reconocidos como colaboradores acreditados aquellas personas jurídicas que tengan como miembros de su directorio, representante legal, gerentes o administradores a:



1) Personas que hayan sido condenadas, estén procesadas o en contra de las cuales se haya formalizado investigación por crimen o simple delito que, por su naturaleza, ponga de manifiesto la inconveniencia de encomendarles la atención directa de niños, niñas o adolescentes, o de confiarles la administración de recursos económicos ajenos;



2) Funcionarios públicos que ejerzan funciones de fiscalización o control sobre los  colaboradores acreditados;



3) Jueces, personal directivo y auxiliares de la administración de justicia de los juzgados de familia creados por la ley Nº 19.968, y



4) Integrantes de los consejos técnicos de los juzgados de familia a que se refiere la ley Nº 19.968.



Las inhabilidades establecidas en los números precedentes se aplicarán asimismo a las personas naturales, según corresponda.



El reglamento establecerá la forma en que se acreditará el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo anterior y la circunstancia de no encontrarse afecto a alguna de las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en el presente artículo.”. 

Artículo 8º



Eliminarlo.

Artículo 9º



Suprimirlo. 

- - -



Consultar el siguiente artículo 8º, nuevo:



“Artículo 8º.- El reconocimiento como colaborador acreditado podrá solicitarse en cualquier momento, sin perjuicio de lo cual el SENAME realizará llamados públicos a presentar solicitudes, por lo menos una vez al año.”. 

- - -

Artículo 10



Pasa a ser artículo 9º, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 9º.- En caso de que, por causa sobreviniente, se produzca la pérdida de alguno de los requisitos señalados en el artículo 6º o se incurra en alguna de las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en el artículo 7º, el Director Nacional del SENAME revocará el reconocimiento, de acuerdo a los siguientes criterios:



1) Si se tratare de una persona jurídica, la revocación sólo procederá en caso de pérdida no subsanable de los requisitos señalados en el artículo 6º. Si se configurare alguna inhabilidad o incompatibilidad respecto de alguna de las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 7º, se procederá conforme al número siguiente y sólo se podrá revocar el reconocimiento de la persona jurídica cuando la circunstancia sobreviniente afectare el normal funcionamiento de la institución, y



2) Si se tratare de una persona natural acreditada como colaborador, para la revocación del reconocimiento se atenderá a la circunstancia de concurrir una causal subsanable o no subsanable.



En ambos casos, se entenderá que no es subsanable aquella causal que habiéndose representado por el Servicio en forma escrita no hubiere sido superada en el plazo señalado para estos efectos.”. 

Artículo 11



Pasa a ser artículo 10, sustituido por el siguiente:



“Artículo 10.- La resolución que rechace o revoque el reconocimiento como colaborador acreditado, podrá ser recurrida conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.880.”. 

Artículo 12



Pasa a ser artículo 11, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 11.- Los colaboradores acreditados deberán velar porque las personas que, en cualquier forma, les presten servicios en la atención de niños, niñas y adolescentes no hayan sido condenadas, se encuentren actualmente procesadas ni se haya formalizado una investigación en su contra por un crimen o simple delito que, por su naturaleza, ponga de manifiesto la inconveniencia de encomendarles la atención directa de éstos o de confiarles la administración de recursos económicos.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 19.628, los colaboradores estarán obligados a solicitar a los postulantes el certificado de antecedentes para fines especiales a que se refiere el artículo 12, letra d), del decreto supremo Nº 64, de 1960, del Ministerio de Justicia, sobre prontuarios penales y certificados de antecedentes y a consultar al registro previsto en el artículo 6º bis del decreto ley Nº 645, de 1925, sobre Registro Nacional de Condenas.”. 

- - -



Intercalar el siguiente Título III y Párrafo 1º, nuevos:

“Título III

DE LA  EJECUCIÓN DE LAS LÍNEAS DE ACCIÓN

Párrafo 1°

Reglas Generales”.

- - -

Artículo 13



Pasa a ser artículo 12, sustituido por el siguiente:



“Artículo 12.- El colaborador acreditado estará obligado a otorgar atención a todo niño, niña o adolescente que lo solicite directamente o por medio de la persona encargada de su cuidado personal, a requerimiento del SENAME, del tribunal competente o de la oficina de protección de derechos respectiva, siempre que se trate de una situación para la cual sea competente, según el convenio, y cuente con plazas disponibles.  Con todo, si existiere un programa o servicio más apropiado para atender a lo solicitado, será deber del colaborador requerido proponer al solicitante esa alternativa. 



Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los centros residenciales ni a los programas de reinserción para adolescentes infractores de ley penal, en los cuales el colaborador acreditado sólo atenderá a los niños, niñas o adolescentes previa resolución judicial, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 18 y 19 del presente Título.”. 

Artículo 14



Pasa a ser artículo 13, con la sola enmienda de incorporar la palabra “acreditados”, después del vocablo “colaboradores”. 

Artículo 15



Pasa a ser artículo 14, con la siguiente redacción:



“Artículo 14.- Los directores o responsables de los proyectos, y los profesionales que den atención directa a los niños, niñas o adolescentes en alguna de las líneas de acción señaladas por esta ley, que tengan conocimiento de una situación de vulneración a los derechos de alguno de ellos, que fuere constitutiva de delito, deberán denunciar de inmediato esta situación a la autoridad competente en materia criminal.


En los casos señalados en el inciso anterior, así como en aquellas situaciones que, no siendo constitutivas de delito, hagan necesaria una medida judicial a favor del niño, niña o adolescente, el colaborador acreditado deberá realizar la solicitud respectiva al tribunal competente.”. 

- - -



Intercalar el siguiente Párrafo 2º, nuevo:

“Párrafo 2°

De las Oficinas de Protección de Derechos del Niño, Niña o Adolescente”.

- - -



Consultar el siguiente artículo 15, nuevo:



“Artículo 15.- Corresponderá, especialmente, a las oficinas de protección de derechos del niño, niña o adolescente:



a) Facilitar al niño, niña o adolescente, el acceso efectivo a los programas, servicios y recursos disponibles en la comunidad, fortaleciendo el trabajo en redes y las acciones colaborativas de actores públicos y privados;



b) Ofrecer directamente la protección especial que sea necesaria, cuando la derivación a un programa no sea posible o cuando dicha derivación parezca innecesaria por tratarse de una situación que admita una solución relativamente rápida con los recursos de la propia oficina, y



c) Promover el fortalecimiento de las competencias parentales que corresponden a las familias, privilegiando aquellas acciones destinadas a evitar la separación del niño, niña o adolescente de su familia o de las personas encargadas de su cuidado personal.”. 

- - -

Título III

DE LAS REGLAS ESPECIALES APLICABLES A CIERTAS LÍNEAS DE ACCIÓN

Párrafo 1°

Reglas especiales aplicables a los programas



Suprimirlo. 

- - -



Intercalar el siguiente Párrafo 3º, nuevo:

“Párrafo 3º

De los Programas”.

- - -

Artículos 16 y 17



Eliminarlos. 

Artículo 18



Pasa a ser artículo 16, sustituido por el que sigue:



“Artículo 16- Los programas de promoción de los derechos del niño, niña o adolescente se dirigirán, en especial, a alguno de los siguientes objetivos:



1) La formación y capacitación en materias relacionadas con el respeto y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, dirigidas a éstos y a las personas que tengan trato directo con ellos;



2) La difusión de los mismos derechos y de la situación de los niños, niñas y adolescentes, y



3) Monitorear, evaluar y diseñar programas y proyectos por medio de estudios o investigaciones.”. 
- - -



Agregar el siguiente artículo 17, nuevo:



“Artículo 17.- Los programas de reinserción para infractores a la ley penal tendrán por objetivo la responsabilización de los adolescentes por sus propias conductas, el resguardo de su inserción social y familiar y el respeto por los derechos y libertades de las demás personas. Para el cumplimiento de estos objetivos se contará dentro de esta línea de acción con modalidades de mayor o menor nivel de especialización considerando la complejidad de la problemática que se pretende abordar. 



En estos programas se deberán respetar todos aquellos derechos de los y las adolescentes, que no se vean restringidos por la naturaleza de la medida decretada por el juez.”. 

- - -

Párrafo 2°

Reglas especiales aplicables a los centros residenciales



Suprimirlo. 
Artículo 19



Eliminarlo. 

- - -



Intercalar el siguiente Párrafo 4º, nuevo:

“Párrafo 4º

De los Centros Residenciales”.

- - -

Artículo 20



Pasa a ser artículo 18, con la siguiente redacción:



“Artículo 18.- El ingreso a los centros de diagnóstico deberá realizarse previa resolución judicial. Con todo, cuando por razones de fuerza mayor un niño, niña o adolescente, ingrese al establecimiento, sin que exista tal medida judicial, los responsables de dicho centro asumirán como primera función, darles la debida protección a sus derechos y procurar por todos los medios reunirlos nuevamente, con sus padres o las personas encargadas legalmente de su cuidado personal. Con todo, si éstos han sido los causantes directos de la vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente, y, en general, cuando no sea posible reunirlo con esas personas, se deberá informar en la primera audiencia al tribunal competente para que adopte una medida a su respecto.”. 

Artículo 21



Contemplarlo como artículo 20, con la siguiente redacción:



“Artículo 20.- Los colaboradores acreditados que administren una residencia deberán adoptar las medidas necesarias para el ejercicio del derecho de los niños, niñas o adolescentes que acojan, a mantener relaciones personales y contacto directo y regular con sus padres y con otros parientes, salvo resolución judicial en contrario.”. 
Artículo 22



Contemplarlo como artículo 19, sustituido por el que sigue:



“Artículo 19.- En las residencias sólo se podrán acoger a niños, niñas o adolescentes por disposición de la autoridad judicial.



Sin embargo, las residencias también podrán dispensar a los niños, niñas y adolescentes separados o privados de su medio familiar la atención de urgencia cuando no se pueda recurrir a un centro de diagnóstico, quedando obligadas a solicitar a la autoridad judicial, al día siguiente hábil, que adopte una medida al respecto.”. 

Artículo 23



Pasa a ser artículo 21, con la siguiente enmienda:



Suprimir la frase inicial “Mientras el juez no decida otra cosa,”, iniciando con mayúscula el artículo “el”. 

Artículo 24



Eliminarlo. 

Párrafo 3°

Reglas especiales aplicables al diagnóstico



Pasa a ser Párrafo 5º con la siguiente redacción:



“Del Diagnóstico”. 

Artículo 25



Pasa a ser artículo 22, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 22.- Los colaboradores acreditados que ejecuten la línea de diagnóstico deberán elaborar los respectivos informes requeridos por el tribunal u otro organismo competente, velando por el cumplimiento de los plazos y el resguardo de la información de carácter reservado de acuerdo a la legislación vigente.”. 

Artículo 26



Pasa a ser artículo 23, sustituido por el siguiente:



“Artículo 23.- El diagnóstico acerca de un niño, niña o adolescente acogido en un centro residencial administrado por un colaborador acreditado será realizado, preferentemente, por un equipo de diagnóstico que no sea administrado por ese mismo colaborador.”. 

Párrafo 4°

De la intervención simultánea de diversas líneas de acción subvencionables.



Pasa a ser Párrafo 6º, con la siguiente redacción:



“De la intervención simultanea de las diversas líneas de acción subvencionables”. 
Artículo 27



Pasa a ser artículo 24, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 24.- Un mismo niño, niña o adolescente puede ser simultáneamente destinatario de más de una línea de acción subvencionada por el SENAME, ejecutada por distintos o un mismo colaborador acreditado si se dan las condiciones.”. 

Artículo 28



Eliminarlo. 

Artículo 29



Pasa a ser artículo 25, con la siguiente modificación:



Sustituir sus incisos segundo y tercero por los siguientes:



“Una vez seleccionados dichos proyectos, el SENAME celebrará con los respectivos colaboradores acreditados un convenio conforme al artículo siguiente.



Estarán excluidos del llamado a concurso, los proyectos de emergencia a que se refiere la letra f) del Nº 3.2) del artículo 4º. Asimismo, mediante resolución fundada, podrán excepcionarse de la licitación, quedando facultado el SENAME para establecer un convenio en forma directa, los siguientes casos:



1) Cuando habiéndose realizado el respectivo llamado a concurso, éste hubiere sido declarado desierto por no existir colaboradores interesados.



2) Cuando se tratare de asegurar la continuidad de la atención a niñas, niños y adolescentes usuarios de algún proyecto que haya debido terminarse anticipadamente.”. 

Artículo 30



Pasa a ser artículo 26.



Sustituirlo por el que sigue:



“Artículo 26.- Los convenios que sean celebrados con los colaboradores acreditados deberán estipular, a lo menos:



1) La línea de acción subvencionada;



2) Los objetivos específicos y los resultados esperados, así como los mecanismos que el SENAME y el colaborador acreditado emplearán para evaluar su cumplimiento;



3) La subvención que corresponda pagar;



4) El número de plazas con derecho a la subvención, cuando corresponda, las formas de pago acordadas y las cláusulas de revisión del número de plazas;



5) El plazo de duración del convenio, y



6) El proyecto presentado por el colaborador, que formará parte integrante del convenio.



Los convenios serán siempre públicos.


Dichos convenios deberán contener idénticas condiciones, modalidades y monto de la subvención, dependiendo de cada línea de acción.”. 

Artículo 31



Pasa a ser artículo 27.



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 27.- Sin perjuicio de lo establecido en las normas de administración financiera del Estado, los convenios podrán durar un plazo máximo de:



1) 3 años para OPD y diagnósticos, y



2) 5 años para centros residenciales y programas.



Los proyectos con un plazo de duración superior a un año, serán evaluados anualmente por el Servicio Nacional de Menores.  Asimismo, el SENAME solicitará a los colaboradores acreditados un plan de trabajo para el correspondiente período.



El SENAME podrá prorrogar los convenios, sin necesidad de un nuevo llamado a concurso, si las evaluaciones arrojan resultados positivos. El Servicio, con una anticipación no inferior a 60 días a la expiración del convenio, deberá formular los reparos pertinentes a la ejecución del proyecto, si no lo hiciere, se tendrá por renovado el convenio por un período idéntico al pactado en el convenio vigente.



La facultad de prorrogar la vigencia de los convenios podrá ejercerse hasta por dos veces respecto de los convenios relativos a centros residenciales, y por una sola vez, respecto de los diagnósticos, OPD y programas,  tras lo cual el Servicio deberá realizar un nuevo llamado a concurso. A dicho proceso podrá postular el colaborador acreditado que hubiere ejecutado el proyecto respectivo, debiendo considerarse su trayectoria y desempeño a cargo de éste como un antecedente para la evaluación del nuevo proyecto.



En el caso de los centros residenciales, el SENAME podrá ejercer la facultad de prórroga de los convenios modificando las plazas inicialmente acordadas, atendiendo a las necesidades reales de cobertura de atención.".”. 

Artículo 32



Pasa a ser artículo 28.



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 28.- Los organismos acreditados que ejecuten más de un proyecto podrán administrarlos centralizadamente utilizando hasta un monto máximo del 10% que perciban por concepto de subvención.



Estos fondos sólo se podrán destinar a gastos de administración que se efectúen para el cumplimiento de los objetivos de los proyectos.



La respectiva institución deberá comunicar al SENAME de su decisión de acogerse a esta modalidad de administración.”. 

Artículo 33



Pasa a ser artículo 29, con la siguiente redacción:



“Artículo 29.- Para efectuar el llamado a concurso, el SENAME determinará el monto de la subvención ofrecido por cada línea de acción subvencionable, según los siguientes criterios:



1) La edad de los niños, niñas y adolescentes y la discapacidad que éstos pudieren presentar;



2) La complejidad de la situación que el proyecto pretende abordar;



3) La disponibilidad y costos de los recursos humanos y materiales necesarios considerando la localidad en que se desarrollará el proyecto, y



4) La cobertura de la atención.



Para la determinación del monto a pagar, el reglamento especificará el método de cálculo para cada línea de acción. En él, se establecerán los parámetros objetivos que delimitarán las categorías de cada criterio y los valores de los factores asociados a dichos parámetros. Estos factores, a su vez, se aplicarán a los valores base especificados en el artículo siguiente.”. 

Artículo 34



Pasa a ser artículo 30.



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 30.- La subvención ofrecida por el SENAME por cada línea de acción, se determinará de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior y deberá respetar los siguientes rangos, expresados en unidades de subvención SENAME:

	Línea de acción
	Forma de pago
	Valor Base

	1) Oficinas de protección de derechos del niño, 

niña o adolescente.
	Por población convenida con valor unitario.


	0,083 a 0,12 USS mensuales.


	2) Diagnósticos.
	Por servicio prestado.
	8 a 10 USS.

	3)Centros Residenciales.

	Sistema Combinado: por plaza convenida, a todo evento en la parte fija de los costos, la que no podrá exceder del 30% del valor unitario y por niño atendido, en la parte variable de los mismos.
	8,5 a 15 USS mensuales.

	4) Programas.
	
	

	a) Programa de prevención.
Programas.
Programas.
	Por población atendida con valor unitario.
	3 a 5 USS mensuales.



	b) Programa de fortalecimiento familiar.
	Por sistema combinado.

Por niño atendido a todo evento y un adicional por niño egresado favorablemente.
	3 USS mensuales a todo evento y 10 USS por niño egresado favorablemente.

	c) Programa de promoción.
	Por proyecto.
	- Hasta 200 USS por programa a nivel local.

- Hasta 2.000 USS por programa a nivel regional. 

- Hasta 20.000 USS por programa a nivel nacional.

	d) Programa de medidas de reinserción para infractores de ley penal en general.
	Por niño atendido.
	Valor base a determinar en el rango entre 0,5 y 7,99 USS mensuales.

	e) Programa de libertad asistida.
	Por niño atendido.
	8 a 12 USS mensuales.

	f) Programa de protección en general.
	Por población atendida con valor unitario.
	Valor base a determinar en el rango entre 0,5 a 8,99 USS mensuales.

	g) Programas de protección especializados.
	Por niño atendido.


	9 a 15 USS mensuales.



	h) Programa de familias de acogida.
	Por niño atendido.
	6,5 a 9 USS mensuales.

	i) Programa de emergencia.
	Por proyecto.


	Hasta 2.000 USS.


”.

Artículo 35



Pasa a ser artículo 31, con las siguientes enmiendas:



1.- Agregar la palabra “acreditados”, después del término “colaboradores”. 



2.- Eliminar los vocablos “de esas autoridades”. 

Artículo 36



Pasa a ser artículo 32, sustituyendo su inciso primero, por el que sigue:



“Artículo 32.- La Unidad de Subvención del SENAME tendrá un valor de $10.000.”. 
Artículo 37



Pasa a ser artículo 33, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 33.- El reglamento especificará las modalidades que estarán comprendidas en cada línea de acción, el valor base correspondiente a ellas, las particularidades de sus formas de pago y los procedimientos para la rendición de los recursos transferidos.”. 

Artículo 38



Pasa a ser artículo 34, sustituido por el siguiente



“Artículo 34.- El SENAME podrá destinar hasta el 2% de los recursos con que cuente anualmente en su presupuesto de pogramas a premiar con un bono de desempeño, por la calidad de la atención y los resultados alcanzados, a los colaboradores acreditados que ejecuten la Línea de Acción Programas.



El bono de desempeño se adjudicará y pagará a los colaboradores anualmente y deberá ser destinado a los fines propios del colaborador. El reglamento determinará la forma en que procederá su asignación.



Estarán excluidos de este beneficio los programas a que se refiere el artículo 16 de la presente ley.”. 

Artículo 39



Pasa a ser artículo 35, con la siguiente enmienda:



Agregar la palabra “acreditados”, después del término “colaboradores”. 

Artículo 40



Pasa a ser artículo 36, con la siguiente redacción:



“Artículo 36.- La evaluación de los convenios se dirigirá a verificar:



1) El cumplimiento de los objetivos; 



2) El logro de los resultados esperados especificados en el respectivo convenio; 



3) La calidad de la atención, y 



4) Los criterios empleados por el colaborador acreditado para decidir el ingreso y el egreso de niños, niñas o adolescentes.



El reglamento establecerá los criterios objetivos para la evaluación así como los mecanismos por medio de los cuales los colaboradores acreditados podrán conocer la  metodología utilizada para estos efectos.



El SENAME podrá realizar la evaluación de desempeño directamente o por medio de terceros seleccionados mediante licitación pública.”. 

Artículo 41



Pasa a ser artículo 37, sustituido por el siguiente:



“Artículo 37.- El SENAME estará facultado para poner término anticipado o modificar los convenios, cuando los objetivos no sean cumplidos, o los resultados no sean alcanzados en el grado acordado como mínimamente satisfactorio o, cuando los derechos de los niños, niñas o adolescentes no estén siendo debidamente respetados. 


En estos y todos aquellos casos en que sea procedente, los colaboradores podrán reclamar de las resoluciones del SENAME, conforme a lo dispuesto en la ley 19.880.”. 

Artículo 42



Suprimirlo. 

Artículo 43



Eliminarlo. 

TÍTULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN



Suprimirlo. 

Artículos 44 a 64



Eliminarlos 

Artículo 65



Pasa a ser artículo 38, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 38.- Las disposiciones de leyes que hagan referencia al decreto con fuerza de ley N° 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, y al decreto ley N° 3.606, de 1981, que se derogan, se entenderán hechas a esta ley, en las materias a que dichas disposiciones se refieren.”. 

Artículo 66



Pasa a ser artículo 39, sustituido por el siguiente:



“Artículo 39.- Las referencias que se efectúen en diferentes cuerpos legales a las Instituciones Colaboradoras, reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores o que coadyuven a sus funciones, se entenderán hechas a los colaboradores acreditados de que trata esta ley.”. 

Artículo 67



Pasa a ser artículo 40, con la siguiente redacción:



“Artículo 40.- No será aplicable al SENAME la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 18.834 cuando deba asumir alguna de las tareas establecidas en el artículo 3º Nº 4 del decreto ley Nº 2.465, de 1979, que fija el texto de la ley orgánica del SENAME. La contratación adicional de personal deberá ser debidamente autorizada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Este personal no constituirá dotación del Servicio y el gasto que demande su contratación será financiado con redistribución de fondos de su presupuesto.



Asimismo, los directores regionales podrán asignar funciones directivas y delegar atribuciones de esa naturaleza en los funcionarios contratados en las administraciones directas.”. 

Artículo 68



Suprimirlo. 

Artículo 69



Pasa a ser artículo 41.

Nº 1



Sustituirlo por el que sigue:



“1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo1º, la frase "ejecutar las acciones que sean necesarias para asistir y proteger a los menores de que trata esta ley y de estimular, orientar, coordinar y supervisar técnicamente la labor que desarrollen las entidades públicas o privadas que coadyuven con sus funciones”, por “contribuir a proteger y promover los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han sido vulnerados en el ejercicio de los mismos y a la reinserción social de adolescentes que han infringido la ley penal, de conformidad al artículo 2º de esta ley. Para dicho efecto, corresponderá especialmente al SENAME diseñar y mantener una oferta de  programas especializados destinados a la atención de dichos niños, niñas y adolescentes, así como  estimular, orientar, y supervisar  técnica y financieramente la labor que desarrollen las instituciones públicas o privadas que tengan la calidad de colaboradores acreditados”.”. 
Nº 2



Reemplazarlo por el siguiente:



“2) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º, por el siguiente:



“Para los efectos de esta ley, se entiende por niño, niña o adolescente toda persona menor de dieciocho años de edad. Las referencias que en esta ley se hacen a los menores deben entenderse hechas a los niños, niñas y adolescentes. Ello será sin perjuicio de las disposiciones que establezcan otra edad para efectos determinados.”.”. 

Nº 3



Eliminarlo. 

Nº 4



Pasa a ser Nº 3, reemplazado por el que sigue:



“3) Sustitúyese el inciso primero del artículo 2°, por el siguiente:



“Artículo 2º.- El SENAME dirigirá especialmente su acción a los:



1) Niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, cuando esta situación tenga como causa principal:



a. La falta de una familia u otra persona legalmente responsable que se haga cargo de su cuidado personal;



b. Acciones u omisiones de los padres o de las personas que tengan su cuidado personal;



c. La inhabilidad transitoria o permanente de estas personas para velar por los derechos de aquéllos sin ayuda del Estado, y



d. La propia conducta de los niños, cuando ésta ponga en peligro su vida o integridad física o psíquica.



2) Adolescentes imputados de haber cometido una infracción a la ley penal, incluyéndose en éstos a aquellos sujetos a una medida privativa o no privativa de libertad decretada por el tribunal competente o a una pena como consecuencia de haberla cometido.



3) A todos los niños, niñas o adolescentes, en relación con la prevención de situaciones de vulneración de sus derechos y promoción de los mismos.”.”. 

Nº 5



Pasa a ser Nº 4, sin modificaciones.

Nº 6



Pasa a ser Nº 5, con la siguiente enmienda:



Agregar en número 4) del artículo 3º la palabra “acreditados” después del vocablo “colaboradores”. 

Nº 7



Pasa a ser Nº 6, sustituido por el siguiente:



“6) Intercálanse, en el número 14 del artículo 12, después de la coma (,) que sigue a la palabra “Servicio” y antes de la palabra “de”, las siguientes frases: “y, para la administración de las OPD y los diversos centros, programas y equipos de diagnóstico, en todas las líneas de acción, que desarrollen los colaboradores acreditados dentro de su territorio, modificarlos y ponerles término, y dictar las resoluciones generales o particulares que sean necesarias para el ejercicio de estas atribuciones.”. 

Nº 8



Pasa a ser Nº 7, reemplazado por el siguiente:



“7) Deróganse los artículos 13 y 14.”. 

- - -



Intercalar el siguiente Nº 8), nuevo:



“8) Reemplázase, en el artículo 15, la frase “Las entidades coadyuvantes y en especial las reconocidas como colaboradoras” por “Los colaboradores acreditados”.”. 

- - -

Nº 9



Reemplazarlo por el siguiente:



“9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 16 por el siguiente:



“Cuando el funcionamiento de un colaborador acreditado o el de sus establecimientos adoleciere de graves anomalías y, en especial, en aquellos casos en que existieren situaciones de vulneración a los derechos de los niños, niñas o adolescentes sujetos de su atención, el juez de menores del domicilio de la institución o del lugar donde funcione el establecimiento del colaborador, en caso de tratarse de uno solo de sus establecimientos, respectivamente, de oficio o a petición del Director Nacional del SENAME o, dentro del territorio de su competencia, del Director Regional respectivo, dispondrá la administración provisional de toda la institución o la de uno o más de sus establecimientos.”. 

Nº 10



Efectuar las siguientes enmiendas:



1.- Incorporar la palabra “acreditado” después del vocablo “colaborador”, y 



2.- Eliminar las palabras “o amenaza” de su párrafo final. 

- - -



Consultar el siguiente artículo 42, nuevo:



“Artículo 42.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29 de la ley Nº 16.618, de Menores:



a) Suprímese el Nº 2º) del artículo 29, y



b) Reemplázase el Nº 3º) por el siguiente:



“3º) Disponer su ingreso a un centro de diagnóstico, tránsito y distribución o de rehabilitación o a un programa especializado de carácter ambulatorio, según corresponda.”.”. 

- - -

Artículos 70 a 72



Pasan a ser artículos 43 a 45, sin enmiendas.

Artículo 73



Pasa a ser artículo 46, con la sola modificación de reemplazar las palabras “un año”, por “60 días”. 

Artículo 74



Eliminarlo. 

Artículo 1º transitorio



Introducir las siguientes enmiendas en su inciso primero:



1.- Agregar la palabra “acreditado” después del vocablo “colaboradores”, y 



2.- Reemplazar los guarismos “7º” y “8º”, por “6º” y “7º”, respectivamente. 

Artículo 2º transitorio



Sustituirlo por el que sigue:



“Artículo 2º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y en el artículo 44, por Resolución Exenta del Director Nacional del SENAME, se podrá prorrogar la vigencia de las resoluciones de reconocimiento de los colaboradores dictadas por el SENAME con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.



Asimismo, el SENAME podrá prorrogar hasta por un plazo de tres años, los convenios vigentes antes de la entrada en vigencia de esta ley. En tales casos, los términos y condiciones de financiamiento serán los establecidos en los referidos convenios y en lo no previsto por ellos, según lo establecido en la normativa sobre control de transferencias del Servicio Nacional de Menores, aplicable con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.”. 

Artículo 3º transitorio



Reemplazarlo por el que sigue:



“Artículo 3º.- Durante los tres primeros años de vigencia de esta ley, los llamados a licitación, la selección de proyectos y el consiguiente pago de la subvención de acuerdo a los valores fijados en esta ley se aplicará gradual y progresivamente, en la siguiente forma:



1) Año 2005, para la línea Centros Residenciales;



2) Año 2006, para la línea Oficinas de Protección de Derechos, y



3) Año 2007, para las demás líneas de acción.



Sin perjuicio de la progresión dispuesta en el presente artículo, el procedimiento de selección, valor de la subvención y forma de pago de cualquier proyecto que se inicie después de la entrada en vigencia de la presente ley, cualquiera sea la línea de acción de que se trate, deberá sujetarse a las disposiciones contenidas en ella.”. 

Artículo 4º transitorio



Suprimirlo. 

- - -



Intercalar el siguiente artículo 4º transitorio, nuevo:



“Artículo 4º.- Mientras de acuerdo a la ley los menores de 18 años infractores a la ley penal, permanezcan en establecimientos penitenciaros administrados por Gendarmería de Chile, dicha atención podrá subvencionarse bajo la línea centros residenciales con un valor de 6,8 USS por niño atendido.  Esta modalidad de atención estará excluida del sistema de licitación previsto en la presente ley.”. 

- - -

Artículo 5º transitorio



Sustituirlo por el que sigue:



“Artículo 5°.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará con reasignaciones del Presupuesto del SENAME de dicho año y, en lo que no alcance, con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2005.”. 

- - -



El señor Secretario General señala que, por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, dejó las siguientes constancias respecto de las indicaciones que fueron conocidas por ella, que son complementarias del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:

 

I.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 101 y 115.



II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 7, 29, 30, 78, 82, 83, 85, 87, 89, 90, 94, 97, 98, 104, 106, 109, 114, 116, 169, 170, 171 y 173.



III.- Indicaciones rechazadas: números 6, 28, 81, 84, 86, 88, 91, 92, 93, 95, 96, 99, 100, 102, 103, 105, 108, 110, 111, 112 y 113.



Seguidamente, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, esto es, los artículos 70, 71 y 72, que pasaron a ser artículos 43, 44 y 45, respectivamente, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación dichos preceptos.



Ofrecida la palabra no hace uso de ella ningún señor Senador. En consecuencia, no habiendo oposición, quedan aprobadas las referidas disposiciones.

__________________________________

 

El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores y el señor Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia.



La Sala accede al ingreso del señor Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia.

__________________________________

  

Luego, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas aprobadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de las Comisiones.



El señor Secretario General señala que el número 9) del artículo 41 del proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



Puestas en votación las modificaciones mencionadas, son aprobadas, por 32 votos favorables, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la enmienda que no recibió aprobación unánime en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



El señor Secretario General expresa que se trata del artículo 28 del proyecto de ley, que fue aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por 2 votos a favor y uno en contra.



En discusión, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra, el señor Ministro de Justicia y los Honorables Senadores señores Martínez, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, Silva, Ávila, Zurita, Ríos y Espina.

 

Cerrado el debate y puesta en votación la referida enmienda, es aprobada por 32 votos a favor y 2 votos en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Páez, Parra, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Martínez y Ríos.



Queda terminada la discusión en particular de esta iniciativa.



El proyecto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

NORMAS PRELIMINARES



Artículo 1°.- Las disposiciones de esta ley tienen por objetivo establecer la forma y condiciones en que el Servicio Nacional de Menores, en adelante SENAME, subvencionará a sus colaboradores acreditados.



Asimismo, determinan la forma en que el SENAME velará para que la acción desarrollada por sus colaboradores acreditados respete y promueva los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes sujetos de atención y se ajuste a lo dispuesto en esta ley y en las demás disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la labor que ellos desempeñan.



Artículo 2°.- La acción del SENAME y sus colaboradores acreditados se sujetará a los siguientes principios:



1) El respeto y la promoción de los derechos humanos de las personas menores de dieciocho años contenidos en la Constitución Política de la República, las leyes vigentes, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y los demás instrumentos internacionales;



2) La promoción de la integración familiar, escolar y comunitaria del niño, niña o adolescente y su participación social, y



3) La profundización de la alianza entre las organizaciones de la sociedad civil, gubernamentales, regionales y municipales, en el diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la infancia y a la adolescencia.



Artículo 3°.- El SENAME podrá subvencionar, conforme a las disposiciones de la presente ley, las actividades desarrolladas por los colaboradores acreditados relativas a las siguientes líneas de acción:



1) Oficinas de protección de los derechos del niño, niña y adolescente;



2) Centros Residenciales;



3) Programas, y



4) Diagnóstico.



Lo anterior, sin perjuicio de las facultades del SENAME para desarrollar estas líneas directamente, de conformidad a lo establecido en el artículo 3°, número 4, del decreto ley N° 2.465, de 1979, que fija el texto de su ley orgánica.



Artículo 4°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:



1) Colaboradores acreditados: las personas jurídicas sin fines de lucro que, con el objetivo de desarrollar las acciones a que se refiere el artículo anterior, sean reconocidas como tales por resolución del Director Nacional del SENAME, en la forma y condiciones exigidas por esta ley y su reglamento.



Las personas naturales podrán ser reconocidas como colaboradores acreditados, para el solo efecto de desarrollar la línea de acción de diagnóstico, en conformidad con el procedimiento dispuesto en el inciso anterior.



Las instituciones públicas que ejecuten o entre cuyas funciones se encuentre desarrollar acciones relacionadas con las materias de que trata esta ley, no requerirán de dicho reconocimiento;



2) Registro de colaboradores acreditados y proyectos: el sistema de información acerca de la red de colaboradores acreditados del SENAME que contendrá los antecedentes a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 19.862 y su reglamento y adicionalmente los resultados obtenidos por cada proyecto en la evaluación de desempeño.



En este caso, el registro será extensivo, en lo pertinente, a las personas naturales reconocidas como colaboradores acreditados,  conforme a la presente ley;



3) Líneas de acción subvencionables: aquellas modalidades de atención señaladas en el artículo 3º de la presente ley. En particular se entenderá por cada una de ellas lo siguiente:



3.1) Oficinas de protección de los derechos del niño, niña o adolescente (en adelante OPD): instancias de atención ambulatoria de carácter local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de los derechos de los niños, niñas o adolescentes, a contribuir a la generación de las condiciones que favorezcan una cultura de reconocimiento y al respeto de los derechos de la infancia.



3.2) Programas: un conjunto de actividades, susceptibles de ser agrupadas según criterios técnicos. Existirán, a lo menos, los siguientes programas:



a) Programa de Protección de Derechos: destinado a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, esta línea podrá desarrollarse conjuntamente con la línea residencial, para lo cual el colaborador acreditado podrá presentar un solo proyecto al respectivo llamado a licitación.



Para los efectos de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, dentro de este programa, se distinguirá: 



a.1) Programa de protección en general: destinado a la protección, reparación  o restitución de los derechos del niño, niña o adolescente frente a situaciones de vulneración de los mismos que por su entidad no requieran de una intervención especializada.



a.2) Programa de protección especializado: destinado a otorgar intervención reparatoria especializada frente a situaciones de graves vulneraciones de derechos, tales como: situación de calle, consumo abusivo de drogas, maltrato infantil grave, explotación sexual comercial infantil, u otras problemáticas que atenten gravemente contra el normal desarrollo del niño, niña o adolescente.



a.3) Fortalecimiento familiar, aquellos destinados a afianzar la capacidad de los padres o de quienes puedan asumir responsablemente el cuidado personal del niño, niña o adolescente que se encuentre en un centro residencial para ejercer directamente dicho cuidado, propiciando su pronto egreso y su reinserción familiar.



b) Programa de Reinserción para adolescentes infractores a la ley penal: dirigido a ejecutar las acciones que la ley encomiende al SENAME respecto a la responsabilidad de un adolescente como consecuencia de la comisión de una infracción a la ley penal.



Para los efectos de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, dentro de este programa se distinguirán el de reinserción para adolescentes infractores a la ley penal en general y el programa de libertad asistida.



c) Programa de Prevención: tendiente a prevenir situaciones de vulneración a los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar y comunitaria.



d) Programa de Promoción: destinado a promover los derechos del niño, niña o adolescente, en alguna de las formas señaladas por el artículo 16.



e) Programa de Familias de Acogida: dirigido a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos un medio familiar donde residir, mediante familias de acogida.



f) Programa de Emergencia: tendiente a apoyar a los colaboradores acreditados  frente a situaciones de emergencia o catástrofe que pudieran afectar la normal atención de los niños, niñas y adolescentes.



3.3) Centros Residenciales: aquellos destinados a la atención de los niños, niñas y adolescentes privados o separados de su medio familiar. Se clasificarán en centros de diagnóstico y residencias.



a) Centros de Diagnóstico: aquellos destinados a proporcionar la atención transitoria y urgente de aquellos niños, niñas y adolescentes, que requieran diagnóstico o ser separados de su medio familiar mientras se adopta una medida de protección a su favor, proporcionando  alojamiento, alimentación, abrigo, apoyo afectivo y psicológico y los demás cuidados que éstos requieran.



b) Residencias: aquellos destinados a proporcionar, de forma estable, a los niños, niñas y adolescentes separados de su medio familiar, alojamiento, alimentación, abrigo, recreación, estimulación precoz, apoyo afectivo y psicológico, asegurando su acceso a la educación, salud y a los demás servicios que sean necesarios para su bienestar y desarrollo.



3.4) Diagnóstico: la labor ambulatoria de asesoría técnica en el ámbito psicosocial u otros análogos a la autoridad judicial competente u otras instancias que lo soliciten, y



4) Unidad de subvención SENAME (USS): La unidad equivalente en dinero con la cual se expresan los aportes del SENAME a los colaboradores acreditados.



Artículo 5º.- Para los efectos del pago de la subvención podrán ser sujetos de atención de los proyectos ejecutados por los colaboradores acreditados, dentro de las líneas de acción señaladas en el artículo 3º de la presente ley, los siguientes:



1) Los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos o en situación de exclusión social;



2) Los adolescentes inculpados de haber cometido una infracción a la ley penal, sujetos a una medida decretada por el tribunal competente o a una pena como consecuencia de haberla cometido, y



3) Los  niños, niñas o adolescentes que no encontrándose en las situaciones previstas en los números anteriores, requieran de la acción del SENAME y sus colaboradores acreditados para la prevención de situaciones de vulneración de sus derechos y promoción de los mismos.



El SENAME podrá también subvencionar las actividades relacionadas con la atención a los padres, las personas que tengan el cuidado personal de los niños, niñas y adolescentes, o a quienes les corresponda un rol protector de sus derechos cuando de ello dependa la prevención o superación de la situación que vulnera dichos derechos o el desarrollo del proceso de reinserción de los adolescentes infractores de ley penal.

TÍTULO II

DE LOS COLABORADORES ACREDITADOS


Artículo 6º.- Podrán ser acreditados como colaboradores las personas jurídicas a que se refiere el artículo 4º Nº 1, que dentro de sus finalidades contemplen el desarrollo de acciones acordes con los fines y objetivos de esta ley y las personas naturales que tengan idoneidad y título profesional para el desarrollo de la línea de acción de diagnóstico.



Las personas jurídicas reconocidas como colaboradores acreditados, para efectos de percibir la subvención de que trata esta ley, deberán cumplir además con los requisitos señalados en la ley Nº 19.862, que establece registros de las personas jurídicas receptoras de fondos públicos.



Artículo 7º.- No podrán ser reconocidos como colaboradores acreditados aquellas personas jurídicas que tengan como miembros de su directorio, representante legal, gerentes o administradores a:



1) Personas que hayan sido condenadas, estén procesadas o en contra de las cuales se haya formalizado investigación por crimen o simple delito que, por su naturaleza, ponga de manifiesto la inconveniencia de encomendarles la atención directa de niños, niñas o adolescentes, o de confiarles la administración de recursos económicos ajenos;



2) Funcionarios públicos que ejerzan funciones de fiscalización o control sobre los  colaboradores acreditados;



3) Jueces, personal directivo y auxiliares de la administración de justicia de los juzgados de familia creados por la ley Nº 19.968, y



4) Integrantes de los consejos técnicos de los juzgados de familia a que se refiere la ley Nº 19.968.



Las inhabilidades establecidas en los números precedentes se aplicarán asimismo a las personas naturales, según corresponda.



El reglamento establecerá la forma en que se acreditará el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo anterior y la circunstancia de no encontrarse afecto a alguna de las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en el presente artículo.



Artículo 8º.- El reconocimiento como colaborador acreditado podrá solicitarse en cualquier momento, sin perjuicio de lo cual el SENAME realizará llamados públicos a presentar solicitudes, por lo menos una vez al año.



Artículo 9º.- En caso de que, por causa sobreviniente, se produzca la pérdida de alguno de los requisitos señalados en el artículo 6º o se incurra en alguna de las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en el artículo 7º, el Director Nacional del SENAME revocará el reconocimiento, de acuerdo a los siguientes criterios:



1) Si se tratare de una persona jurídica, la revocación sólo procederá en caso de pérdida no subsanable de los requisitos señalados en el artículo 6º. Si se configurare alguna inhabilidad o incompatibilidad respecto de alguna de las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 7º, se procederá conforme al número siguiente y sólo se podrá revocar el reconocimiento de la persona jurídica cuando la circunstancia sobreviniente afectare el normal funcionamiento de la institución, y



2) Si se tratare de una persona natural acreditada como colaborador, para la revocación del reconocimiento se atenderá a la circunstancia de concurrir una causal subsanable o no subsanable.



En ambos casos, se entenderá que no es subsanable aquella causal que habiéndose representado por el Servicio en forma escrita no hubiere sido superada en el plazo señalado para estos efectos.



Artículo 10.- La resolución que rechace o revoque el reconocimiento como colaborador acreditado, podrá ser recurrida conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.880.



Artículo 11.- Los colaboradores acreditados deberán velar porque las personas que, en cualquier forma, les presten servicios en la atención de niños, niñas y adolescentes no hayan sido condenadas, se encuentren actualmente procesadas ni se haya formalizado una investigación en su contra por un crimen o simple delito que, por su naturaleza, ponga de manifiesto la inconveniencia de encomendarles la atención directa de éstos o de confiarles la administración de recursos económicos.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 19.628, los colaboradores estarán obligados a solicitar a los postulantes el certificado de antecedentes para fines especiales a que se refiere el artículo 12, letra d), del decreto supremo Nº 64, de 1960, del Ministerio de Justicia, sobre prontuarios penales y certificados de antecedentes y a consultar al registro previsto en el artículo 6º bis del decreto ley Nº 645, de 1925, sobre Registro Nacional de Condenas.

Título III

DE LA  EJECUCIÓN DE LAS LÍNEAS DE ACCIÓN

Párrafo 1°

Reglas Generales



Artículo 12.- El colaborador acreditado estará obligado a otorgar atención a todo niño, niña o adolescente que lo solicite directamente o por medio de la persona encargada de su cuidado personal, a requerimiento del SENAME, del tribunal competente o de la oficina de protección de derechos respectiva, siempre que se trate de una situación para la cual sea competente, según el convenio, y cuente con plazas disponibles.  Con todo, si existiere un programa o servicio más apropiado para atender a lo solicitado, será deber del colaborador requerido proponer al solicitante esa alternativa. 



Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los centros residenciales ni a los programas de reinserción para adolescentes infractores de ley penal, en los cuales el colaborador acreditado sólo atenderá a los niños, niñas o adolescentes previa resolución judicial, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 18 y 19 del presente Título.


Artículo 13.- Los colaboradores acreditados deberán llevar un registro general de las solicitudes y atenciones realizadas y de otros hechos relevantes, que será de libre acceso para la Dirección Regional y para el supervisor del SENAME respectivos.  El reglamento determinará los contenidos  del mismo.



Artículo 14.- Los directores o responsables de los proyectos, y los profesionales que den atención directa a los niños, niñas o adolescentes en alguna de las líneas de acción señaladas por esta ley, que tengan conocimiento de una situación de vulneración a los derechos de alguno de ellos, que fuere constitutiva de delito, deberán denunciar de inmediato esta situación a la autoridad competente en materia criminal.


En los casos señalados en el inciso anterior, así como en aquellas situaciones que, no siendo constitutivas de delito, hagan necesaria una medida judicial a favor del niño, niña o adolescente, el colaborador acreditado deberá realizar la solicitud respectiva al tribunal competente. 

Párrafo 2°

De las Oficinas de Protección de Derechos del Niño, Niña o Adolescente



Artículo 15.- Corresponderá, especialmente, a las oficinas de protección de derechos del niño, niña o adolescente:



a) Facilitar al niño, niña o adolescente, el acceso efectivo a los programas, servicios y recursos disponibles en la comunidad, fortaleciendo el trabajo en redes y las acciones colaborativas de actores públicos y privados;



b) Ofrecer directamente la protección especial que sea necesaria, cuando la derivación a un programa no sea posible o cuando dicha derivación parezca innecesaria por tratarse de una situación que admita una solución relativamente rápida con los recursos de la propia oficina, y



c) Promover el fortalecimiento de las competencias parentales que corresponden a las familias, privilegiando aquellas acciones destinadas a evitar la separación del niño, niña o adolescente de su familia o de las personas encargadas de su cuidado personal.

Párrafo 3°

De los Programas



Artículo 16- Los programas de promoción de los derechos del niño, niña o adolescente se dirigirán, en especial, a alguno de los siguientes objetivos:



1) La formación y capacitación en materias relacionadas con el respeto y ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, dirigidas a éstos y a las personas que tengan trato directo con ellos;



2) La difusión de los mismos derechos y de la situación de los niños, niñas y adolescentes, y



3) Monitorear, evaluar y diseñar programas y proyectos por medio de estudios o investigaciones.



Artículo 17.- Los programas de reinserción para infractores a la ley penal tendrán por objetivo la responsabilización de los adolescentes por sus propias conductas, el resguardo de su inserción social y familiar y el respeto por los derechos y libertades de las demás personas. Para el cumplimiento de estos objetivos se contará dentro de esta línea de acción con modalidades de mayor o menor nivel de especialización considerando la complejidad de la problemática que se pretende abordar. 



En estos programas se deberán respetar todos aquellos derechos de los y las adolescentes, que no se vean restringidos por la naturaleza de la medida decretada por el juez.

Párrafo 4º

De los Centros Residenciales



Artículo 18.- El ingreso a los centros de diagnóstico deberá realizarse previa resolución judicial. Con todo, cuando por razones de fuerza mayor un niño, niña o adolescente, ingrese al establecimiento, sin que exista tal medida judicial, los responsables de dicho centro asumirán como primera función, darles la debida protección a sus derechos y procurar por todos los medios reunirlos nuevamente, con sus padres o las personas encargadas legalmente de su cuidado personal. Con todo, si éstos han sido los causantes directos de la vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente, y, en general, cuando no sea posible reunirlo con esas personas, se deberá informar en la primera audiencia al tribunal competente para que adopte una medida a su respecto.



Artículo 19.- En las residencias sólo se podrán acoger a niños, niñas o adolescentes por disposición de la autoridad judicial.



Sin embargo, las residencias también podrán dispensar a los niños, niñas y adolescentes separados o privados de su medio familiar la atención de urgencia cuando no se pueda recurrir a un centro de diagnóstico, quedando obligadas a solicitar a la autoridad judicial, al día siguiente hábil, que adopte una medida al respecto.



Artículo 20.- Los colaboradores acreditados que administren una residencia deberán adoptar las medidas necesarias para el ejercicio del derecho de los niños, niñas o adolescentes que acojan, a mantener relaciones personales y contacto directo y regular con sus padres y con otros parientes, salvo resolución judicial en contrario.


Artículo 21.- El director de la residencia asumirá el cuidado personal y la dirección de la educación de los niños, niñas y adolescentes acogidos en ella, respetando las limitaciones que la ley o la autoridad judicial impongan a sus facultades, en favor de los derechos y de la autonomía de ellos, así como de las facultades que conserven sus padres o las otras personas que la ley disponga.
Párrafo 5º

Del Diagnóstico



Artículo 22.- Los colaboradores acreditados que ejecuten la línea de diagnóstico deberán elaborar los respectivos informes requeridos por el tribunal u otro organismo competente, velando por el cumplimiento de los plazos y el resguardo de la información de carácter reservado de acuerdo a la legislación vigente.


Artículo 23.- El diagnóstico acerca de un niño, niña o adolescente acogido en un centro residencial administrado por un colaborador acreditado será realizado, preferentemente, por un equipo de diagnóstico que no sea administrado por ese mismo colaborador.
Párrafo 6º

De la intervención simultanea de las diversas líneas de acción subvencionables



Artículo 24.- Un mismo niño, niña o adolescente puede ser simultáneamente destinatario de más de una línea de acción subvencionada por el SENAME, ejecutada por distintos o un mismo colaborador acreditado si se dan las condiciones.

TÍTULO IV

DEL FINANCIAMIENTO Y LAS EVALUACIONES

Párrafo 1°

Del financiamiento



Artículo 25.- Para la transferencia de la subvención, el SENAME llamará a concurso de proyectos relativos a las diversas líneas de acción reguladas en la presente ley. Cada concurso se regirá por las bases administrativas y técnicas que para estos efectos elabore el Servicio.



Una vez seleccionados dichos proyectos, el SENAME celebrará con los respectivos colaboradores acreditados un convenio conforme al artículo siguiente.



Estarán excluidos del llamado a concurso, los proyectos de emergencia a que se refiere la letra f) del Nº 3.2) del artículo 4º. Asimismo, mediante resolución fundada, podrán excepcionarse de la licitación, quedando facultado el SENAME para establecer un convenio en forma directa, los siguientes casos:



1) Cuando habiéndose realizado el respectivo llamado a concurso, éste hubiere sido declarado desierto por no existir colaboradores interesados.



2) Cuando se tratare de asegurar la continuidad de la atención a niñas, niños y adolescentes usuarios de algún proyecto que haya debido terminarse anticipadamente.



Artículo 26.- Los convenios que sean celebrados con los colaboradores acreditados deberán estipular, a lo menos:



1) La línea de acción subvencionada;



2) Los objetivos específicos y los resultados esperados, así como los mecanismos que el SENAME y el colaborador acreditado emplearán para evaluar su cumplimiento;



3) La subvención que corresponda pagar;



4) El número de plazas con derecho a la subvención, cuando corresponda, las formas de pago acordadas y las cláusulas de revisión del número de plazas;



5) El plazo de duración del convenio, y



6) El proyecto presentado por el colaborador, que formará parte integrante del convenio.



Los convenios serán siempre públicos.


Dichos convenios deberán contener idénticas condiciones, modalidades y monto de la subvención, dependiendo de cada línea de acción.



Artículo 27.- Sin perjuicio de lo establecido en las normas de administración financiera del Estado, los convenios podrán durar un plazo máximo de:



1) 3 años para OPD y diagnósticos, y



2) 5 años para centros residenciales y programas.



Los proyectos con un plazo de duración superior a un año, serán evaluados anualmente por el Servicio Nacional de Menores. Asimismo, el SENAME solicitará a los colaboradores acreditados un plan de trabajo para el correspondiente período.



El SENAME podrá prorrogar los convenios, sin necesidad de un nuevo llamado a concurso, si las evaluaciones arrojan resultados positivos. El Servicio, con una anticipación no inferior a 60 días a la expiración del convenio, deberá formular los reparos pertinentes a la ejecución del proyecto, si no lo hiciere, se tendrá por renovado el convenio por un período idéntico al pactado en el convenio vigente.



La facultad de prorrogar la vigencia de los convenios podrá ejercerse hasta por dos veces respecto de los convenios relativos a centros residenciales, y por una sola vez, respecto de los diagnósticos, OPD y programas,  tras lo cual el Servicio deberá realizar un nuevo llamado a concurso. A dicho proceso podrá postular el colaborador acreditado que hubiere ejecutado el proyecto respectivo, debiendo considerarse su trayectoria y desempeño a cargo de éste como un antecedente para la evaluación del nuevo proyecto.



En el caso de los centros residenciales, el SENAME podrá ejercer la facultad de prórroga de los convenios modificando las plazas inicialmente acordadas, atendiendo a las necesidades reales de cobertura de atención.



Artículo 28.- Los organismos acreditados que ejecuten más de un proyecto podrán administrarlos centralizadamente utilizando hasta un monto máximo del 10% que perciban por concepto de subvención.



Estos fondos sólo se podrán destinar a gastos de administración que se efectúen para el cumplimiento de los objetivos de los proyectos.



La respectiva institución deberá comunicar al SENAME de su decisión de acogerse a esta modalidad de administración.


Artículo 29.- Para efectuar el llamado a concurso, el SENAME determinará el monto de la subvención ofrecido por cada línea de acción subvencionable, según los siguientes criterios:



1) La edad de los niños, niñas y adolescentes y la discapacidad que éstos pudieren presentar;



2) La complejidad de la situación que el proyecto pretende abordar;



3) La disponibilidad y costos de los recursos humanos y materiales necesarios considerando la localidad en que se desarrollará el proyecto, y



4) La cobertura de la atención.



Para la determinación del monto a pagar, el reglamento especificará el método de cálculo para cada línea de acción. En él, se establecerán los parámetros objetivos que delimitarán las categorías de cada criterio y los valores de los factores asociados a dichos parámetros. Estos factores, a su vez, se aplicarán a los valores base especificados en el artículo siguiente.



Artículo 30.- La subvención ofrecida por el SENAME por cada línea de acción, se determinará de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior y deberá respetar los siguientes rangos, expresados en unidades de subvención SENAME:

	Línea de acción
	Forma de pago
	Valor Base

	1) Oficinas de protección de derechos del niño, 

niña o adolescente.
	Por población convenida con valor unitario.


	0,083 a 0,12 USS mensuales.


	2) Diagnósticos.
	Por servicio prestado.
	8 a 10 USS.

	3)Centros Residenciales.

	Sistema Combinado: por plaza convenida, a todo evento en la parte fija de los costos, la que no podrá exceder del 30% del valor unitario y por niño atendido, en la parte variable de los mismos.
	8,5 a 15 USS mensuales.

	4) Programas.
	
	

	a) Programa de prevención.
Programas.
Programas.
	Por población atendida con valor unitario.
	3 a 5 USS mensuales.



	b) Programa de fortalecimiento familiar.
	Por sistema combinado.

Por niño atendido a todo evento y un adicional por niño egresado favorablemente.
	3 USS mensuales a todo evento y 10 USS por niño egresado favorablemente.

	c) Programa de promoción.
	Por proyecto.
	- Hasta 200 USS por programa a nivel local.

- Hasta 2.000 USS por programa a nivel regional. 

- Hasta 20.000 USS por programa a nivel nacional.

	d) Programa de medidas de reinserción para infractores de ley penal en general.
	Por niño atendido.
	Valor base a determinar en el rango entre 0,5 y 7,99 USS mensuales.

	e) Programa de libertad asistida.
	Por niño atendido.
	8 a 12 USS mensuales.

	f) Programa de protección en general.
	Por población atendida con valor unitario.
	Valor base a determinar en el rango entre 0,5 a 8,99 USS mensuales.

	g) Programas de protección especializados.
	Por niño atendido.


	9 a 15 USS mensuales.



	h) Programa de familias de acogida.
	Por niño atendido.
	6,5 a 9 USS mensuales.

	i) Programa de emergencia.
	Por proyecto.


	Hasta 2.000 USS.




Artículo 31.- Las autoridades del SENAME darán un trato igualitario a todos los colaboradores acreditados, resguardando siempre la transparencia de los procedimientos empleados. Queda prohibida toda arbitrariedad al determinar los montos de subvención que serán ofrecidos en cada llamado a licitación, y al escoger el proyecto seleccionado para recibir en definitiva la subvención.



Artículo 32.- La Unidad de Subvención del SENAME tendrá un valor de $10.000.



No obstante, el valor nominal de la USS se reajustará en el mes de enero de cada año, en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor durante el año precedente.



Artículo 33.- El reglamento especificará las modalidades que estarán comprendidas en cada línea de acción, el valor base correspondiente a ellas, las particularidades de sus formas de pago y los procedimientos para la rendición de los recursos transferidos.



Artículo 34.- El SENAME podrá destinar hasta el 2% de los recursos con que cuente anualmente en su presupuesto de programas a premiar con un bono de desempeño, por la calidad de la atención y los resultados alcanzados, a los colaboradores acreditados que ejecuten la Línea de Acción Programas.



El bono de desempeño se adjudicará y pagará a los colaboradores anualmente y deberá ser destinado a los fines propios del colaborador. El reglamento determinará la forma en que procederá su asignación.



Estarán excluidos de este beneficio los programas a que se refiere el artículo 16 de la presente ley.



Artículo 35.- La subvención que perciban los colaboradores acreditados del SENAME y las donaciones y otros ingresos que los mismos reciban o generen no estarán afectos a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta en cuanto sean utilizadas para el desarrollo de las líneas de acción establecidas en esta ley.

Párrafo 2°

De las evaluaciones



Artículo 36.- La evaluación de los convenios se dirigirá a verificar:



1) El cumplimiento de los objetivos; 



2) El logro de los resultados esperados especificados en el respectivo convenio; 



3) La calidad de la atención, y 



4) Los criterios empleados por el colaborador para decidir el ingreso y el egreso de niños, niñas o adolescentes.



El reglamento establecerá los criterios objetivos para la evaluación así como los mecanismos por medio de los cuales los colaboradores acreditados podrán conocer la  metodología utilizada para estos efectos.



El SENAME podrá realizar la evaluación de desempeño directamente o por medio de terceros seleccionados mediante licitación pública.



Artículo 37.- El SENAME estará facultado para poner término anticipado o modificar los convenios, cuando los objetivos no sean cumplidos, o los resultados no sean alcanzados en el grado acordado como mínimamente satisfactorio o, cuando los derechos de los niños, niñas o adolescentes no estén siendo debidamente respetados.



En estos y todos aquellos casos en que sea procedente, los colaboradores podrán reclamar de las resoluciones del SENAME, conforme a lo dispuesto en la ley 19.880.
TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES VARIAS



Artículo 38.- Las disposiciones de leyes que hagan referencia al decreto con fuerza de ley N° 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, y al decreto ley N° 3.606, de 1981, que se derogan, se entenderán hechas a esta ley, en las materias a que dichas disposiciones se refieren.



Artículo 39.- Las referencias que se efectúen en diferentes cuerpos legales a las Instituciones Colaboradoras, reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores o que coadyuven a sus funciones, se entenderán hechas a los colaboradores acreditados de que trata esta ley.



Artículo 40.- No será aplicable al SENAME la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 18.834 cuando deba asumir alguna de las tareas establecidas en el artículo 3º Nº 4 del decreto ley Nº 2.465, de 1979, que fija el texto de la ley orgánica del SENAME. La contratación adicional de personal deberá ser debidamente autorizada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Este personal no constituirá dotación del Servicio y el gasto que demande su contratación será financiado con redistribución de fondos de su presupuesto.



Asimismo, los directores regionales podrán asignar funciones directivas y delegar atribuciones de esa naturaleza en los funcionarios contratados en las administraciones directas.



Artículo 41.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.465, de 1979, que fija el texto de la ley orgánica del SENAME:



1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1º, la frase "ejecutar las acciones que sean necesarias para asistir y proteger a los menores de que trata esta ley y de estimular, orientar, coordinar y supervisar técnicamente la labor que desarrollen las entidades públicas o privadas que coadyuven con sus funciones”, por “contribuir a proteger y promover los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han sido vulnerados en el ejercicio de los mismos y a la reinserción social de adolescentes que han infringido la ley penal, de conformidad al artículo 2º de esta ley. Para dicho efecto, corresponderá especialmente al SENAME diseñar y mantener una oferta de  programas especializados destinados a la atención de dichos niños, niñas y adolescentes, así como  estimular, orientar, y supervisar técnica y financieramente la labor que desarrollen las instituciones públicas o privadas que tengan la calidad de colaboradores acreditados”.



2) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º, por el siguiente:



“Para los efectos de esta ley, se entiende por niño, niña o adolescente toda persona menor de dieciocho años de edad. Las referencias que en esta ley se hacen a los menores deben entenderse hechas a los niños, niñas y adolescentes. Ello será sin perjuicio de las disposiciones que establezcan otra edad para efectos determinados.”.



3) Sustitúyese el inciso primero del artículo 2°, por el siguiente:



“Artículo 2º.- El SENAME dirigirá especialmente su acción a los:



1) Niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, cuando esta situación tenga como causa principal:



a. La falta de una familia u otra persona legalmente responsable que se haga cargo de su cuidado personal;



b. Acciones u omisiones de los padres o de las personas que tengan su cuidado personal;



c. La inhabilidad transitoria o permanente de estas personas para velar por los derechos de aquéllos sin ayuda del Estado, y



d. La propia conducta de los niños, cuando ésta ponga en peligro su vida o integridad física o psíquica.



2) Adolescentes imputados de haber cometido una infracción a la ley penal, incluyéndose en éstos a aquellos sujetos a una medida privativa o no privativa de libertad decretada por el tribunal competente o a una pena como consecuencia de haberla cometido.



3) A todos los niños, niñas o adolescentes, en relación con la prevención de situaciones de vulneración de sus derechos y promoción de los mismos.”.



4) Intercálase, en el inciso final del artículo 2°, después de la coma (,) que sigue a la palabra "éste" y antes de la voz "situación", la frase "o en un instituto de educación media técnico-profesional o de educación media técnico-profesional de adultos o estudios en algún establecimiento educacional de enseñanza básica, media, técnico-profesional o práctica, o en escuelas industriales o técnicas,".



5) Sustitúyese el número 4 del artículo 3°, por el siguiente:



“4.- Crear centros de internación provisoria y centros de rehabilitación conductual para administrarlos directamente. En casos calificados, y con autorización del Ministerio de Justicia, podrá crear y administrar directamente OPD, centros, programas y equipos de diagnóstico correspondientes a las líneas de acción desarrolladas por sus colaboradores con subvención estatal. Se entenderá por casos calificados aquellos en que los colaboradores acreditados no se interesen en asumir esas líneas de acción, una vez llamados a presentar propuestas, o bien, cuando la demanda de atención supere la oferta.”.



6) Intercálanse, en el número 14 del artículo 12, después de la coma (,) que sigue a la palabra “Servicio” y antes de la palabra “de”, las siguientes frases: “y, para la administración de las OPD y los diversos centros, programas y equipos de diagnóstico, en todas las líneas de acción, que desarrollen los colaboradores acreditados dentro de su territorio, modificarlos y ponerles término, y dictar las resoluciones generales o particulares que sean necesarias para el ejercicio de estas atribuciones.”.



7) Deróganse los artículos 13 y 14.



8) Reemplázase, en el artículo 15, la frase “Las entidades coadyuvantes y en especial las reconocidas como colaboradoras” por “Los colaboradores acreditados”.



9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 16 por el siguiente:



“Cuando el funcionamiento de un colaborador acreditado o el de sus establecimientos adoleciere de graves anomalías y, en especial, en aquellos casos en que existieren situaciones de vulneración a los derechos de los niños, niñas o adolescentes sujetos de su atención, el juez de menores del domicilio de la institución o del lugar donde funcione el establecimiento del colaborador, en caso de tratarse de uno solo de sus establecimientos, respectivamente, de oficio o a petición del Director Nacional del SENAME o, dentro del territorio de su competencia, del Director Regional respectivo, dispondrá la administración provisional de toda la institución o la de uno o más de sus establecimientos.”.



10) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 16 por los siguientes incisos, nuevos:



“La administración provisional que se asuma por el Servicio no podrá exceder de un año tratándose de los centros y OPD, ni de seis meses respecto de los programas o equipos de diagnóstico. Dispuesta la administración provisional, el Director Nacional o el Regional, según corresponda, designará al administrador o la asumirá por sí mismo. En estos casos, la administración provisional se realizará con los recursos financieros que correspondían a la subvención que se otorgaba al colaborador acreditado objeto de la medida.



El juez, a solicitud de parte, podrá renovar esta administración por resolución fundada, por una sola vez por igual periodo.



El administrador provisional deberá realizar todas las acciones inmediatas que aseguren una adecuada atención a los niños, niñas y adolescentes, pudiendo para ello disponer la suspensión o separación de sus funciones de aquél o aquellos trabajadores o funcionarios del respectivo establecimiento, siempre que ello sea necesario para poner fin a la situación de vulneración a sus derechos.”.



11) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 17, después de la coma (,) que sigue a la palabra “hechos” y antes de la palabra “hacerse”,  la siguiente frase:  “solicitar del tribunal que se decrete la prohibición a que se refiere el inciso primero,”.



12) Derógase el artículo 18.



Artículo 42.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29 de la ley Nº 16.618, de Menores:



a) Suprímese el Nº 2º) del artículo 29, y



b) Reemplázase el Nº 3º) por el siguiente:



“3º) Disponer su ingreso a un centro de diagnóstico, tránsito y distribución o de rehabilitación o a un programa especializado de carácter ambulatorio, según corresponda.”.



Artículo 43.- Derógase el decreto ley N° 3.606, de 1981.



Artículo 44.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia.



Artículo 45.- En aquellas Regiones en las que el SENAME no cuente con un Director Regional, las atribuciones que esta ley confiere a dicha autoridad podrán ser ejercidas directamente por el Director Nacional o por el funcionario en que éste las delegue.



Artículo 46.- La presente ley entrará en vigencia 60 días después de su publicación en el Diario Oficial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- Las instituciones colaboradoras del SENAME existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, serán reconocidas de oficio como colaboradores acreditados por el Director Nacional del SENAME sin necesidad de solicitud alguna, salvo que ellas o los miembros de su directorio no cumplan con los requisitos señalados por los artículos 6° y 7°. El colaborador estará obligado a señalar esta circunstancia, y a subsanar el defecto si es posible.



En consecuencia, durante el transcurso del plazo comprendido entre la fecha de publicación de esta ley y la de su entrada en vigencia, el Servicio Nacional de Menores deberá adoptar las medidas administrativas necesarias para dictar nuevas resoluciones de reconocimiento respecto de dichas instituciones. Para ello, podrán requerir a los colaboradores la actualización de sus antecedentes y documentos de acuerdo con las exigencias de la presente ley.



Asimismo, el Servicio deberá celebrar con los colaboradores nuevos convenios que se ajusten a las disposiciones de esta ley y su reglamento.



La dictación de las resoluciones de reconocimiento a que se refiere este artículo dejará sin efecto aquellas que se hubieren dictado con anterioridad.



Artículo 2º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y en el artículo 44, por Resolución Exenta del Director Nacional del SENAME, se podrá prorrogar la vigencia de las resoluciones de reconocimiento de los colaboradores dictadas por el SENAME con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.



Asimismo, el SENAME podrá prorrogar hasta por un plazo de tres años, los convenios vigentes antes de la entrada en vigencia de esta ley. En tales casos, los términos y condiciones de financiamiento serán los establecidos en los referidos convenios y en lo no previsto por ellos, según lo establecido en la normativa sobre control de transferencias del Servicio Nacional de Menores, aplicable con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 3º.- Durante los tres primeros años de vigencia de esta ley, los llamados a licitación, la selección de proyectos y el consiguiente pago de la subvención de acuerdo a los valores fijados en esta ley se aplicará gradual y progresivamente, en la siguiente forma:



1) Año 2005, para la línea Centros Residenciales;



2) Año 2006, para la línea Oficinas de Protección de Derechos, y



3) Año 2007, para las demás líneas de acción.



Sin perjuicio de la progresión dispuesta en el presente artículo, el procedimiento de selección, valor de la subvención y forma de pago de cualquier proyecto que se inicie después de la entrada en vigencia de la presente ley, cualquiera sea la línea de acción de que se trate, deberá sujetarse a las disposiciones contenidas en ella.


Artículo 4º.- Mientras de acuerdo a la ley los menores de 18 años infractores a la ley penal, permanezcan en establecimientos penitenciaros administrados por Gendarmería de Chile, dicha atención podrá subvencionarse bajo la línea centros residenciales con un valor de 6,8 USS por niño atendido.  Esta modalidad de atención estará excluida del sistema de licitación previsto en la presente ley.


Artículo 5°.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará con reasignaciones del Presupuesto del SENAME de dicho año y, en lo que no alcance, con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2005.".
_______________________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un mecanismo transitorio para compensar los menores ingresos municipales producidos con ocasión de una nueva determinación de los coeficientes anuales de 

distribución del Fondo Común Municipal



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un mecanismo transitorio para compensar los menores ingresos municipales producidos con ocasión de una nueva determinación de los coeficientes anuales de distribución del Fondo Común Municipal, correspondiente al Boletín Nº 3.830-05, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, en el carácter de “suma”.



Agrega que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda proponen al señor Presidente que esta iniciativa sea discutida en general y en particular a la vez, por tratarse de aquéllas de artículo único.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó en general y en particular este proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Cantero, Larraín y Núñez), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Las municipalidades que por aplicación de los coeficientes anuales de distribución del 10% del Fondo Común Municipal determinados para el año 2005, según establece el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, vieren reducida su participación en el total del fondo en relación con los recursos percibidos durante el año 2004 por el mismo concepto, serán compensadas con cargo al propio fondo, destinando para tal efecto la suma de hasta cuatro mil quinientos millones de pesos en el año 2005.



Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinará, por cada municipio afectado, el monto de la compensación a percibir en el año 2005.



Los recursos destinados a la compensación serán distribuidos a las respectivas municipalidades por el Servicio de Tesorerías, en cuatro cuotas iguales, en los meses de mayo, julio, octubre y diciembre del presente año.”.”.
- - -

 

El señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda, en mérito de los antecedentes y del debate transcritos en su informe, aprobó esta iniciativa, en general y en particular a la vez, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Moreno y Ríos, la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), y la señora Ministra del Interior Subrogante.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley, es aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes 

Nacionales



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, correspondiente al Boletín Nº 3.327-12.



Añade el señor Secretario General que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, al proyecto aprobado en general, fueron todas acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Pizarro, Stange y Vega.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: 3º, 5º (que pasó a ser 9º) y 6º (que pasó a ser 10).



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7.



4.- Indicaciones rechazadas: ninguna.



5.- Indicaciones retiradas: ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 1º.- El que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de una a veinte unidades tributarias mensuales o sólo a esta última.” 

ARTÍCULO 2º



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 2º.- El que sin incurrir en la conducta sancionada en el artículo anterior, dejare a un animal en situación de peligro o de padecer sufrimiento innecesario, sufrirá la pena de multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.” 
- - -

 

Agregar el siguiente artículo 4º, nuevo:



“Artículo 4º.- Los circos, parques zoológicos y otros lugares destinados al espectáculo o exhibición de los animales; los laboratorios de diagnóstico veterinario; los establecimientos destinados a la producción industrial de animales y sus productos, y los locales comerciales establecidos para la compraventa de animales, deberán contar con las instalaciones adecuadas a las respectivas especies y categorías de animales para evitar el maltrato y el deterioro de su salud. Asimismo, deberán adoptar todas las medidas necesarias para resguardar la seguridad de las personas.” 

- - -



Agregar el siguiente artículo 5º, nuevo:



“Artículo 5º.- En el beneficio y sacrificio de animales deberán emplearse métodos racionales tendientes a evitarles sufrimientos innecesarios.



El reglamento determinará los procedimientos técnicos que, con esa finalidad, deberán emplear los establecimientos industriales no regulados en la ley Nº 19.162, destinados al beneficio de animales que provean de carne, pieles, plumas u otros productos.” 

- - -

ARTÍCULO 4º

Incisos primero y segundo



Consultarlos como artículo 6º, reemplazando el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 6º.- La infracción de los artículos 4º y 5º de esta ley, así como de las normas relacionadas con el transporte de ganado mayor y menor, será sancionada con multa de una a cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa podrá elevarse al doble. El cumplimiento de la normativa señalada en este inciso será fiscalizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, aplicándose el procedimiento de sanción y reclamo contenido en el Párrafo IV, Título I, de la ley Nº 18.755.” 

Inciso tercero



Consultarlo como artículo 8º, nuevo:



Sustituir la frase “vinculadas a los artículos 2º y 10 de la Ley sobre Protección de los Animales”, por la siguiente: “al artículo anterior”. 

- - -



Agregar el siguiente artículo 7º, nuevo:



“Artículo 7º.- El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar en el educando el sentido de respeto y protección a los animales, como seres vivientes y sensibles que forman parte de la naturaleza.



No podrán realizarse experimentos en animales vivos en los niveles básico y medio de la enseñanza.



Sin embargo, en las escuelas o liceos agrícolas, así como en la educación superior, los referidos experimentos sólo estarán permitidos cuando sean indispensables y no puedan ser reemplazados por la experiencia acumulada o métodos alternativos de aprendizaje para los fines de formación que se persigan. La autorización para efectuar tales experimentos deberá ser otorgada por el director de la escuela o liceo o por el decano de la facultad respectiva.” 

ARTÍCULO 5º

 

(Pasa a ser artículo 9º, sin modificaciones).

ARTÍCULO 6º

 

(Pasa a ser artículo 10, sin modificaciones)

ARTÍCULO TRANSITORIO

 

Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que fije el texto refundido, sistematizado y coordinado de los preceptos legales atingentes a la protección de los animales, reuniendo disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas, introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para su coordinación y sistematización.”

- - -



A continuación, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, esto es, los artículos 3º; 5º, que pasó a ser artículo 9º y 6º, que pasó a ser artículo 10, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación dichos preceptos.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, el señor Presidente anuncia, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, que se votarán sin debate las enmiendas contenidas en el informe respectivo que fueron aprobadas por unanimidad, salvo que algún señor Senador solicite discutir la proposición de la Comisión o que existan indicaciones renovadas.



Puestas en votación las mencionadas enmiendas, son aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente le concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Valdés.



Queda terminada la discusión en particular de esta iniciativa.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.-  El que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de una a veinte unidades tributarias mensuales, o sólo a esta última.



Artículo 2º.- El que sin incurrir en la conducta sancionada en el artículo anterior, dejare a un animal en situación de peligro o de padecer sufrimiento innecesario, sufrirá la pena de multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.



Artículo 3º.- En los casos de simple delito en que la pena aplicada sea multa, el Juez podrá conmutarla por actividades determinadas en beneficio de la comunidad, las que deberán fijarse de común acuerdo con el infractor.



La duración de estos servicios a la comunidad se establecerá reduciendo el monto de la multa a días, a razón de uno por cada quinto de unidad tributaria mensual, los que podrán fraccionarse en horas para no afectar la jornada laboral o escolar del infractor. Para este efecto, se entenderá que el día comprende ocho horas laborales. En todo caso, los servicios se desarrollarán durante un máximo de ocho horas a la semana, y podrán incluir días sábados y feriados.



La resolución que el juez dicte deberá señalar expresamente el tipo de servicio que prestará el infractor, el lugar donde se realizará, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal, dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, y deberá cumplirse íntegramente la sanción originalmente aplicada, a menos que el juez, por resolución fundada, determine otra cosa. 



Artículo 4º.- Los circos, parques zoológicos y otros lugares destinados al espectáculo o exhibición de los animales; los laboratorios de diagnóstico veterinario; los establecimientos destinados a la producción industrial de animales y sus productos, y los locales comerciales establecidos para la compraventa de animales, deberán contar con las instalaciones adecuadas a las respectivas especies y categorías de animales para evitar el maltrato y el deterioro de su salud. Asimismo, deberán adoptar todas las medidas necesarias para resguardar la seguridad de las personas.


Artículo 5º.- En el beneficio y sacrificio de animales deberán emplearse métodos racionales tendientes a evitarles sufrimientos innecesarios.



El reglamento determinará los procedimientos técnicos que, con esa finalidad, deberán emplear los establecimientos industriales no regulados en la ley Nº 19.162, destinados al beneficio de animales que provean de carne, pieles, plumas u otros productos.



Artículo 6º.- La infracción de los artículos 4º y 5º de esta ley, así como de las normas relacionadas con el transporte de ganado mayor y menor, será sancionada con multa de una a cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa podrá elevarse al doble. El cumplimiento de la normativa señalada en este inciso será fiscalizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, aplicándose el procedimiento de sanción y reclamo contenido en el Párrafo IV, Título I, de la ley Nº 18.755.



Tratándose de especies hidrobiológicas, la fiscalización de las disposiciones de esta ley será ejercida por funcionarios del Servicio Nacional de Pesca, personal de la Armada y Carabineros, según corresponda a la jurisdicción de cada una de estas instituciones. Para la aplicación de las sanciones correspondientes, se seguirá el procedimiento señalado en el artículo 125 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó mediante el decreto Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992.



Artículo 7º.- El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar en el educando el sentido de respeto y protección a los animales, como seres vivientes y sensibles que forman parte de la naturaleza.



No podrán realizarse experimentos en animales vivos en los niveles básico y medio de la enseñanza.



Sin embargo, en las escuelas o liceos agrícolas, así como en la educación superior, los referidos experimentos sólo estarán permitidos cuando sean indispensables y no puedan ser reemplazados por la experiencia acumulada o métodos alternativos de aprendizaje para los fines de formación que se persigan. La autorización para efectuar tales experimentos deberá ser otorgada por el director de la escuela o liceo o por el decano de la facultad respectiva.



Artículo 8º.- Las infracciones al artículo anterior serán sancionadas por la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, previa audiencia del establecimiento educacional afectado. De la sanción podrá reclamarse ante el Subsecretario de Educación en un plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la respectiva resolución.



Artículo 9º.- Las normas de esta ley son sin perjuicio de las atribuciones legales que correspondan a la autoridad  sanitaria y que tengan por propósito proteger la seguridad sanitaria pública.



Artículo 10.- Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, al artículo 77 del Código Sanitario:



“Los métodos que se utilicen para los efectos de lo dispuesto en la letra f) del inciso anterior, deberán ser racionales, tender al mínimo riesgo para la salud de las personas y evitar el sufrimiento innecesario de los animales vertebrados.”



Artículo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que fije el texto refundido, sistematizado y coordinado de los preceptos legales atingentes a la protección de los animales, reuniendo disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas, introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para su coordinación y sistematización.”.

_________________________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.284, con el objeto de regular el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con 

discapacidad



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señal que se trata del informe de la Comisión Mixta, constituida de conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley sobre regulación del uso de perros guías, de señal o de servicio de personas con discapacidad, correspondiente al Boletín Nº 2.595-11.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.



Finalmente, el señor Secretario General señala que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y Honorables Diputados señores Navarro, Palma y Rojas, sugiere como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“Artículo único

Letra A)

(Ha pasado a ser letra B)

 

Rechazar el artículo 25-G, nuevo, propuesto por la Honorable Cámara de Diputados. 

Letra B)

(Ha pasado a ser letra C)

  

Aprobar el artículo 49 propuesto por la Honorable Cámara de Diputados, con la siguiente redacción: 



 “Artículo 49.- El que sea sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo precedente, pagará una multa no inferior a dos ni superior a veinte unidades tributarias mensuales, la que se duplicará en caso de reincidencia.”.

Letra C)

(Ha pasado a ser letra D)



Aprobar lo propuesto por la Honorable Cámara de Diputados. 
- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Ruiz-Esquide



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.284:



A) Sustitúyese el epígrafe del Capítulo I del Título IV, por el siguiente: “Del acceso a la cultura, a la información, a las comunicaciones y al espacio físico, y de los perros de asistencia”, y agrégase, a continuación, el siguiente párrafo 1°: “1°. Del acceso a la cultura, a la información, a las comunicaciones y al espacio físico.”.



B) Agrégase, en el Capítulo I del Título IV, a continuación del artículo 25, el siguiente párrafo 2°, nuevo:



“2°. De los perros de asistencia para personas con discapacidad.



Artículo 25-A.- Toda persona con discapacidad, no obstante lo señalado en el artículo 6º, tendrá el derecho a ser acompañada permanentemente por un perro de asistencia, a todo edificio, construcción, infraestructura o espacio de uso público, sea de propiedad privada o pública, destinado a un uso que implique la concurrencia de público.



Asimismo, estas personas, junto con sus perros de asistencia, tendrán derecho a acceder y circular en cualquier medio de transporte terrestre o marítimo de pasajeros que preste servicios en el territorio nacional, sea gratuito o remunerado, público o privado, individual o colectivo.  El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa vigente.



Artículo 25-B.- El acceso, la circulación y la permanencia, en los lugares y medios de transporte señalados en el artículo precedente, por parte del perro de asistencia que acompañe a la persona con discapacidad, no quedarán sujetos al pago de una suma de dinero, ni podrán ser condicionados al otorgamiento de ninguna clase de garantía, salvo que para ello deba incurrirse en un gasto adicional avaluable en dinero, lo cual deberá informarse previamente a quien lo requiera.



Artículo 25-C.- Para los efectos previstos en esta ley, se entenderá por "perro de asistencia" aquél que fuere individualmente entrenado para realizar labores en beneficio de una persona con discapacidad.



Los perros de asistencia podrán ser entrenados para realizar labores de perros guía, de señal, de servicio o de otro tipo, en conformidad con las características y condiciones que fije el reglamento.



Artículo 25-D.- Los perros de asistencia deberán estar debidamente identificados, mediante el distintivo de carácter oficial que determine el reglamento.



Artículo 25-E.- Corresponderá al dueño del perro de asistencia, o a quien se sirva de él, adoptar las medidas necesarias para asegurar una sana convivencia y evitar disturbios o molestias a las demás personas.



Las personas con discapacidad no podrán ejercer los derechos establecidos en este párrafo cuando el perro de asistencia presente signos de enfermedad, agresividad y, en general, cuando el animal se constituya en un evidente riesgo para las personas.



Artículo 25-F.- El entrenamiento de perros de asistencia estará a cargo de instituciones con personalidad jurídica o personas naturales que cumplan con las normas que establezca el reglamento. Estas instituciones o personas serán las encargadas de seleccionar, criar y entrenar perros para personas con discapacidad, además de preparar al usuario del perro de asistencia para su utilización y cuidado.



C) Sustitúyese el artículo 49 por el siguiente:



“Artículo 49.- El que sea sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo precedente, pagará una multa no inferior a dos ni superior a veinte unidades tributarias mensuales, la que se duplicará en caso de reincidencia.”.



D) Agrégase, a continuación del artículo 49, el siguiente artículo nuevo:



“Artículo 49-A.- El que causare herida, trauma o muerte injustificada a un perro de asistencia, será obligado al pago de las cuentas veterinarias y de los costos de reemplazo del perro a su dueño, si aquél no pudiere seguir ejerciendo sus labores o fuere muerto, sin perjuicio de la responsabilidad civil indemnizatoria correspondiente.”.



Artículo transitorio.- El reglamento a que se refieren las disposiciones del párrafo 2° del Capítulo I del Título IV de la ley N° 19.284 deberá dictarse dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, a través del Ministerio de Planificación y Cooperación, y comprenderá, a lo menos, normas sobre las siguientes materias:



a) La descripción de los edificios, construcciones, infraestructuras o espacios de uso público y medios de transporte a los cuales podrá acceder la persona con discapacidad junto con su perro de asistencia, además de las condiciones de utilización, por parte de las personas con discapacidad acompañadas con su perro de asistencia, de dichos edificios, construcciones, infraestructuras o espacios de uso público y medios de transporte.



b) La regulación y periodicidad de la entrega del distintivo que deberán llevar los perros de asistencia, además del uso y exigibilidad de dicho distintivo.



c) Las condiciones sanitarias y de seguridad que se exigirán al perro de asistencia para obtener su distintivo.



d) Los requisitos y condiciones que deberán cumplir las instituciones, incluidos sus empleados y dependientes, y las personas naturales encargadas de la selección, crianza y entrenamiento de los perros de asistencia.



e) Toda otra disposición que fuere necesaria para asegurar lo dispuesto en el párrafo 2° del Capítulo I del Título IV de la ley N° 19.284.”.

____________________________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación 

humana, con informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, con informe de la Comisión de Salud, correspondiente al Boletín Nº 1.993-11.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°



Lo ha reemplazado por el siguiente:



“Artículo 1°.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.”.

Artículo 2º



Lo ha eliminado.

- - -



Ha consignado como artículo 2°, el artículo 6°, con la siguiente redacción:



“Artículo 2°.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, reconocidos tanto por la Constitución Política de la República como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Artículo 3º



Lo ha reemplazado por el siguiente



“Artículo 3°.- Prohíbese toda práctica eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente.”.

Artículo 4°



En su inciso primero, ha sustituido las expresiones iniciales “Se prohíbe” por “Prohíbese” y ha intercalado la voz “arbitraria”, entre los vocablos “discriminación” y “basada”.



Ha consultado el siguiente inciso segundo, nuevo:



“En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza no podrán ser utilizados con ese fin.”.

Artículo 5°



Lo ha suprimido

- - -

 

Ha consignado como artículo 5°, nuevo, el siguiente:



“Artículo 5º.- Prohíbese la clonación de seres humanos, cualesquiera que sean el fin perseguido y la técnica utilizada.”.

- - -

Artículo 6°



Ha pasado a ser artículo 2°, con la redacción señalada anteriormente.

- - -

 

Ha consultado como artículo 6°, el siguiente:



“Artículo 6º.- El cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines de diagnósticos terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán destruirse embriones humanos para obtener las células troncales que den origen a dichos tejidos y órganos.”.

- - -

Artículo 7°



Lo ha eliminado

- - -



Ha consultado como artículo 7°, el artículo 10, con las siguientes enmiendas:



Ha reemplazado, en el inciso primero,  la frase “está destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición”. por la siguiente: “estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición”.



Ha suprimido el inciso segundo.

- - -

Artículo 8°



Lo ha suprimido

- - -



Ha consignado como artículo 8°, el artículo 12, redactado como sigue:



“Artículo 8º.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias totales o parciales de ADN no son patentables.



Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.”.

- - -

Artículo 9°



Lo ha suprimido

- - -



Ha consultado el siguiente artículo 9°, nuevo:



“Artículo 9º.- Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia, en la forma y en los casos establecidos en la ley.”.

Artículo 10



Lo ha consignado como artículo 7°, con las modificaciones mencionadas oportunamente.

- - -



Ha consultado como artículo 10, el siguiente:



“Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.



No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.



Tampoco podrá efectuarse una investigación científica biomédica si existen dudas razonables de que sus riesgos son mayores que sus eventuales beneficios.



Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.”.

Artículo 11



Lo ha eliminado.

- - -



Ha incorporado como artículo 11, el siguiente:



“Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.



Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando se constata que la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y alternativas, como consecuencia de habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Dentro de esta información, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno.



El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.



El director responsable de la investigación deberá conservar el original del acta, entregando una copia de ella a la persona que autoriza la investigación y otra al director del centro o establecimiento donde ésta se realizará.



En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.”. 

Artículo 12



Ha pasado a ser artículo 8°, con la redacción ya indicada.

- - -



Ha consultado como artículo 12, el artículo 13, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 12.- La información genética de un ser humano será reservada. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo, para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional.”.

Artículo 13



Ha pasado a ser artículo 12, como se indicó oportunamente.

- - -



Ha consultado como artículo 13, el siguiente:



“Artículo 13.- La recopilación, almacenamiento, tratamiento y difusión del genoma de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.



Los datos del genoma humano que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.



La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.”.

Artículo 14



Lo ha suprimido.


- - -



Ha consultado como artículo 14, el que sigue:



“Artículo 14.- Prohíbese solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información sobre el genoma relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o, en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.”.

Artículo 15



Lo ha suprimido.

- - -



Ha consultado como artículo 15, el siguiente:



“Artículo 15.- Créase una Comisión Nacional de Bioética, que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.



Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. El Presidente de la República, en el momento de solicitar el acuerdo del Senado, propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.



La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.”.

Artículo 16



Lo ha suprimido.

- - -



Ha consultado como artículo 16, el siguiente:



“Artículo 16.- La Comisión Nacional de Bioética tendrá, entre sus funciones, asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten como producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, así como en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos, recomendando la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.



Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, no obstante lo cual deberán hacerse constar las diferencias producidas en su seno y la posición de minoría.”.

Artículo 17



Lo ha suprimido.

- - -



Ha consultado como artículo 17, el siguiente:



“Artículo 17.- Todo el que intente crear o cree seres humanos idénticos a otro por clonación o realice cualquier procedimiento eugenésico será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.



En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”.

Artículo 18



Lo ha eliminado.

- - -



Ha consultado como artículo 18, el artículo 21, con las siguientes enmiendas:



En su inciso primero, ha sustituido la frase “genética de una persona, al margen”, por “sobre el genoma humano, fuera”;reemplazado el guarismo “13” por “12”.



Ha sustituido su inciso segundo, por el siguiente:



“El que omitiere la encriptación exigida en esta ley será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.”.

- - -

Artículo 19



Lo ha suprimido.

- - -



Ha consultado como artículo 19, el siguiente:



“Artículo 19.- El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 11 será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.



Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin, un acta falsa.



El que omitiere la referida acta o la confeccionare manifiestamente incompleta será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 20



Lo ha suprimido

- - -



A continuación, ha agregado el siguiente artículo 20, nuevo:



“Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin previa autorización del Comité Ético Científico que corresponda, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta en el territorio nacional en caso de reincidencia.”.

- - -

Artículo 21



Lo ha reubicado como artículo 18, con las modificaciones señaladas.

- - -



En seguida, ha agregado el siguiente artículo 21, nuevo:



“Artículo 21.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”.

Artículo 22



Lo ha eliminado.

Artículo 23



Lo ha suprimido.

________________



El señor Secretario General señala que la Comisión de Salud, aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, Ruiz-Esquide y Viera Gallo, las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados a los artículos 2º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, en cuanto a consignar como artículo 8º, el artículo 12 del proyecto despachado por el Senado, 9º, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22 y 23. Asimismo, dicha Comisión aprobó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 10, en cuanto a consignarlo como artículo 7º y al artículo 11, en cuanto a eliminar el artículo 11 aprobado por el Senado.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Salud rechazó las enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, a los artículos 1º, 3º y 8º, en cuanto a suprimir el artículo 8º aprobado por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes ya mencionada, y rechazó las modificaciones introducidas al artículo 10, en lo que respecta a consultar como artículo 10 el que se indica, al artículo 11, en cuanto a incorporar como artículo 11 el que se señala, y al artículo 20, por la unanimidad de sus miembros anteriormente explicitada.



En virtud de lo anterior, la Comisión de Salud, propone a la Sala acoger las enmiendas aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados, salvo las indicadas precedentemente.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Silva, Parra, Viera-Gallo y Larraín.

____________________________________



El Honorable Senador señor Parra solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala para que se discutan las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 6º del proyecto de ley, y que fueron aprobadas por la Comisión de Salud.

____________________________________



El Honorable Senador señor Viera-Gallo solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Corporación para que se discutan las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados a los artículos 1º y 3º del proyecto de ley, que fueron rechazadas por la Comisión de Salud.

_______________________________________



El señor Presidente sugiere a la Sala discutir y votar la proposición de la Comisión de Salud respecto de los artículos 1º, 3º y 6º del proyecto de ley.



La Sala así lo acuerda.

_______________________________________



El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión de Salud sobre el artículo 1º del proyecto de ley, que consiste en rechazar la disposición que la Honorable Cámara de Diputados aprobó.

 

Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Coloma, Zaldívar, don Andrés, Larraín, Martínez, Ruiz-Esquide, Boeninger, Parra y Espina.

____________________________________



El Honorable Senador señor Ávila solicita al señor Presidente que recabe la autorización de la Corporación, para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura pueda sesionar en forma paralela con la Sala.



El Honorable Senador señor Prokurica solicita al señor Presidente que recabe la anuencia del Senado, para que la Comisión de Minería pueda sesionar de manera simultánea con la Sala.



La Sala no accede a lo solicitado, en atención al escaso tiempo que resta para proceder a votar la materia en discusión.

____________________________________



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión, en orden a desechar el artículo 1º reemplazado por la Honorable Cámara de Diputados, es rechazada por 21 votos en contra, 12 a favor, una abstención del Honorable Senador señor Flores y un pareo del Honorable Senador señor Aburto.



En consecuencia, queda aprobada la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados que consiste en reemplazar el artículo 1º del proyecto.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Canessa, Coloma, Espina, Fernández, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Novoa, Orpis, Páez, Prokurica, Romero, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Ávila, Boeninger, Cantero, Cordero, Gazmuri, Núñez, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Silva y Viera-Gallo.



El señor Presidente, en atención a los escasos minutos que faltan para el término del Orden del Día, propone a la Sala continuar la discusión de este proyecto, en tercer trámite constitucional, en la próxima sesión ordinaria.



Así se acuerda.



Queda pendiente la discusión de esta iniciativa de ley.

____________________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Educación, sobre la posibilidad de donar libro para el curso de pre kinder del Instituto de Victoria.



2) Al señor Director del Parque Metropolitano de Santiago y al señor Jefe de la División Zoológico de dicha entidad, acerca del funcionamiento del Zoológico del Parque Metropolitano de Santiago.



--Del Honorable Senador señor Fernández, a los señores Ministros de Hacienda, y de Transportes y Telecomunicaciones, respecto del impuesto al gas que deberían pagar los vehículos de la Duodécima Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Valdés, quien se refiere a la pronta celebración en nuestro país del Día del Patrimonio y su relación con el proceso de la globalización.

________________________________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 51ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 11 DE MAYO DE 2.005



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar, el señor Ministro de Minería, don Alfonso Dulanto, y la señora Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, doña Pilar Armanet.



Actúan de Secretario General Subrogante y de Prosecretario Subrogante los señores José Luis Alliende Leiva y César Berguño Benavente, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima octava, ordinaria, y cuadragésima novena, ordinaria, de 3 y 4 de mayo de 2005, respectivamente, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros, informa que ha dado su aprobación a los proyectos de acuerdo aprobatorios de los siguientes instrumentos internacionales: 



1) “Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guatemala”, suscrito en Santiago, el 18 de mayo de 1995 (Boletín Nº 3.748-10).



2) “Enmiendas al Reglamento Internacional para Prevenir los Abordajes, 1972, adoptadas por la Resolución A. 910 (22), el 29 de noviembre de 2001, de la Asamblea de la Organización Marítima Internacional (OMI), en su 22º Período de Sesiones” (Boletín Nº 3.752-10).



3) “Acuerdo de Cooperación Turística entre la República de Chile y la República de Túnez”, suscrito en Túnez, el 20 de enero de 1997 (Boletín Nº 3.753-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto, comunica que ha dado su aprobación al proyecto que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia  a  juez  que  indica  para  conocer  aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (Boletines números 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el quinto, informa que ha desechado algunas de las enmiendas  propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 2.892-06), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se designaría a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el sexto, informa que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales, con el objeto de crear una nueva figura penal y sustituir la unidad en que se expresan sus multas (Boletín Nº 2.726-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Del Jefe de Gabinete del General Director de Carabineros de Chile, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a diversos aspectos que inciden en el funcionamiento de la Reforma Procesal Penal en la provincia de Malleco.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicación



De la Comisión de Hacienda, mediante la cual solicita tener por retirada la petición de archivo que presentara a la Sala en sesión 49ª, ordinaria, de 4 de mayo en curso, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia (Boletín Nº 2.815-05).



-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.
Informes



Informe de la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fusiona los Escalafones Femenino y Masculino de Oficiales de Carabineros de Chile (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.694-02).



Tres de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía presentadas  por  los  señores  Gustavo  Adolfo  Aedo  Donoso,  Orlando  del Carmen  Montes  Astudillo  y  José  Héctor  Angulo  Vivar (Boletines números S 438-04, S 731-04 y S 789-04, respectivamente).



-- Quedan para tabla de Fácil Despacho de la próxima sesión ordinaria.



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera (Boletín Nº 3.772-08).



-- Queda para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Ávila, Parra y Silva Cimma, mediante la cual inician los siguientes proyectos de ley:



1) El que exige a las empresas de la gran minería constituirse como sociedades anónimas (Boletín Nº 3.864-08), y 



2) El que incorpora el cobre entre las sustancias no susceptibles de concesión ( Boletín Nº 3.865-08).



-- Pasan a la Comisión de Minería y Energía.



De los Honorables Senadores señores Arancibia y Ávila, mediante la cual inician un proyecto de ley sobre el lugar donde se erigirá el monumento en memoria de Pablo Neruda a que se refiere la ley Nº 19.871 (Boletín Nº 3.866-04). 

-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



(Estos proyectos no podrán ser tratados mientras Su Excelencia el Presidente de la República no los incluya en la convocatoria a la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional).

___________________________



El Honorable Senador señor Larraín solicita al señor Presidente que recabe la autorización de la Corporación, para que la Comisión Mixta que debe pronunciarse sobre las divergencias suscitadas entre el Senado y la Honorable Cámara de Diputados respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica, correspondiente al Boletín Nº 2.892-06, pueda sesionar paralelamente a la Sala.



Así se acuerda.

___________________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Sala para poder tratar en el Orden del Día de esta sesión, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera, que cuenta con un primer informe de la Comisión de Minería y Energía, correspondiente al Boletín Nº 3.772-08.



La Sala no otorga la unanimidad solicitada.

___________________________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regulariza la situación de ocupaciones irregulares en el borde costero de sectores que indica, y modifica el decreto ley Nº 1.939, de 1977, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Medio 

Ambiente y Bienes Nacionales



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regulariza la situación de ocupaciones irregulares en el borde costero de sectores que indica, y modifica el decreto ley Nº 1.939, de 1977, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, correspondiente al Boletín Nº 3.689-12.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en particular se encuentran en las actas correspondientes a las sesiones 39ª, ordinaria, 41ª, ordinaria, y 42ª, ordinaria, de 23 de marzo, y 5 y 6 de abril de 2005, respectivamente.



El señor Secretario General Subrogante informa que en sesión de 23 de marzo del presente año se inició la discusión en particular de esta iniciativa, ocasión en que se aprobaron todos aquellos artículos que no requerían de quórum especial, quedando pendiente la votación del artículo 10 del proyecto. En la sesión de 5 de abril del año en curso, la Sala acordó aplazar la votación de esta disposición, y en la sesión de 6 de abril del presente año la Corporación concordó en devolver el proyecto a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, para un informe complementario del segundo informe, fijando un plazo para presentar indicaciones.



Añade que las modificaciones introducidas por el informe complementario del segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, fueron todas acordadas por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Horvath, Sabag, Stange, Vega y Viera-Gallo, destacando que una de las enmiendas elimina el párrafo segundo del artículo 10 del proyecto, por lo que este precepto deja de tener el carácter de norma de quórum especial.



El señor Secretario General Subrogante hace presente que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales somete a la consideración de la Sala las siguientes enmiendas formuladas al texto del proyecto aprobado en general:

ARTÍCULO 1º

Inciso Primero



Sustituir en la letra j), la letra “y” y la coma (,) que la precede, por un punto y coma (;). 



Reemplazar en la letra k), la palabra “Coronel” por “Penco” y el punto final (.), por un punto y coma (;).



Agregar, a continuación de la letra k), las siguientes letras nuevas:



“l) Caleta Huáscar, comuna de Antofagasta, Provincia de Antofagasta, II Región de Antofagasta; 



m) Playa El Panteón, Paso del Mar Junta Vecinal 22, comuna de Tocopilla, Provincia de El Loa, II Región de Antofagasta;



n) Caleta Pellines, comuna de Constitución, Provincia de Talca, VII Región del Maule, y



ñ) Caleta Gente de Mar, comuna de Penco, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío.”. 

ARTÍCULO 10



Reemplazar, en el primer párrafo, la palabra “inciso” por “artículo”. 



Eliminar el segundo párrafo del artículo. 
- - -



El señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas aprobadas por unanimidad en el informe complementario del segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna de las proposiciones de la Comisión.



A continuación, hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Martínez y Horvath.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas enmiendas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente anuncia que ha terminado la discusión en particular del proyecto de ley.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- El Ministerio de Bienes Nacionales podrá, excepcionalmente, por el plazo que en esta ley se establece y previo informe favorable de la Comandancia en Jefe de la Armada, transferir en dominio a sus ocupantes, que sean personas naturales o jurídicas chilenas, los terrenos fiscales que se encuentran dentro de una faja de 80 metros de ancho, medidos desde la línea de más alta marea de la costa, situados en los siguientes sectores:



a) Localidad de Puerto Aldea, Comuna de Coquimbo, Provincia de Elqui, IV Región de Coquimbo;



b) Localidad de Pichicuy, Comuna de La Ligua, Provincia de Petorca, V Región de Valparaíso;



c) Localidad de San Juan Bautista, Isla Robinson Crusoe, Comuna de Juan Fernández, V Región de Valparaíso;



d) Localidad de Tumbes, Comuna de Talcahuano, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



e) Localidad de Playa de Lota, Comuna de Lota, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



f) Localidad de Puerto Sur, Puerto Norte y Puerto Inglés en la Isla Santa María, Comuna de Coronel, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



g) Caleta Lo Rojas, Comuna de Coronel, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



h) Caleta El Morro, Comuna de Talcahuano, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



i) Caleta Lirquén, Comuna de Penco, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



j) Caleta La Cata, Comuna de Penco, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



k) Caleta Hornos Caleros, Comuna de Penco, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío;



l) Caleta Huáscar, comuna de Antofagasta, Provincia de Antofagasta, II Región de Antofagasta; 



m) Playa El Panteón, Paso del Mar Junta Vecinal 22, comuna de Tocopilla, Provincia de El Loa, II Región de Antofagasta;



n) Caleta Pellines, comuna de Constitución, Provincia de Talca, VII Región del Maule, y



ñ) Caleta Gente de Mar, comuna de Penco, Provincia de Concepción, VIII Región del Bio Bío.



El informe deberá contemplar un análisis de riesgo de las áreas correspondientes.



Artículo 2º.- Para que proceda la transferencia del dominio contemplada en el artículo precedente, los ocupantes de los inmuebles señalados que cumplan con las condiciones y requisitos que esta ley dispone, deberán presentar ante el Ministerio de Bienes Nacionales la solicitud de postulación para la adquisición a título gratuito u oneroso del inmueble fiscal que ocupan.



La solicitud deberá ser presentada dentro de los noventa días contados desde el vencimiento de los plazos establecidos para la realización de las acciones que se señalan en el artículo siguiente y, además, una vez que se encuentre notificado el resultado del catastro y evaluación socioeconómica de las personas que ocupan los terrenos fiscales situados dentro de la faja de 80 metros en las localidades indicadas.



Artículo 3º.- La Armada de Chile, a través de la Subsecretaría de Marina, dentro de los 90 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, deberá establecer oficialmente para las localidades señaladas en el artículo 1º, la línea de más alta marea y la correspondiente faja de 80 metros de ancho medidos desde la citada línea. Determinada la faja de los 80 metros indicada, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá realizar, en un plazo de 90 días, un catastro y evaluación socioeconómica de las personas que ocupan los terrenos fiscales situados dentro de la faja de 80 metros aludida, de estas localidades.



Artículo 4º.- Presentada la solicitud de postulación, el Ministerio de Bienes Nacionales, previo informe favorable de la Comandancia en Jefe de la Armada, deberá pronunciarse sobre su procedencia.



Para estos efectos, el solicitante deberá señalar la cabida del inmueble, como asimismo, su ubicación y el cumplimiento de los requisitos de tiempo, permanencia y consolidación de la ocupación, en los términos establecidos en el artículo 925 del Código Civil. En todo caso, el 31 de diciembre de 2004 el plazo de permanencia no podrá ser inferior a cinco años.



Por su parte, el Ministerio de Bienes Nacionales, en coordinación con la Subsecretaría de Marina, deberá verificar si el inmueble es fiscal y si se encuentra efectivamente ubicado en la faja de 80 metros de ancho medidos desde la línea de más alta marea de la costa.



Cumplidos los trámites anteriores, en el caso que el ocupante peticionario solicite la transferencia a título gratuito, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá evaluar su condición socioeconómica conforme a los mecanismos establecidos para tales efectos en el decreto ley Nº 1.939, de 1977, a fin de determinar si es procedente la transferencia a ese título. Si el ocupante es persona jurídica, sólo procederá la transferencia gratuita si la naturaleza de ella no tiene fines de lucro.



Finalmente, si se verifican los requisitos de ocupación y consolidación antes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales, conforme a lo señalado en el inciso primero, deberá oficiar a la Comandancia en Jefe de la Armada a fin que ésta informe sobre la solicitud.



Artículo 5º.- Cumplidos los trámites anteriores, y siendo favorable el informe de la Armada conforme al artículo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales dictará una resolución administrativa, mediante la cual se pronunciará sobre la factibilidad de la transferencia del inmueble y el título específico de la misma. Si la transferencia es declarada factible, la resolución deberá ofrecer al solicitante la transferencia del inmueble al título correspondiente. Esta resolución deberá ser notificada al solicitante conforme a lo establecido en los artículos 45 y siguientes de la ley Nº 19.880, y será susceptible de los recursos señalados en esa ley.



Artículo 6º.- En caso de haberse solicitado la transferencia a título gratuito, y de estimarse ésta improcedente, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá ofrecer al solicitante la transferencia a título oneroso, a través de la compraventa del inmueble.



Artículo 7º.- Notificada la resolución que declara factible la transferencia, el ocupante tendrá derecho a iniciar la tramitación de la misma dentro del plazo de 90 días, contados desde la notificación de la referida resolución.



Vencido este plazo, el solicitante no podrá hacer uso de este beneficio y deberá sujetarse a las normas ordinarias sobre la materia.



Artículo 8º.- El procedimiento de transferencia del inmueble que posteriormente se inicie a petición del solicitante, tendrá una duración de dos años y deberá sujetarse a las normas sobre Disposiciones de Bienes del Estado, establecidas en el Título IV del decreto ley Nº 1.939, de 1977. Dicho procedimiento tendrá el carácter de supletorio a la presente ley en todos aquellos aspectos en que no exista contravención.



Artículo 9º.- Efectuada la transferencia del inmueble, y durante el plazo de 10 años, contado desde la inscripción del dominio respectivo, el inmueble estará sujeto a una prohibición de enajenar. Excepcionalmente y en casos calificados, el inmueble podrá transferirse por acto entre vivos dentro de este plazo, previo informe favorable del Ministerio de Bienes Nacionales y autorización de la Comandancia en Jefe de la Armada. Dentro del plazo señalado, el Conservador de Bienes Raíces competente no podrá inscribir ninguna transferencia en la que no consten el informe y la autorización referidos. Asimismo, dentro de este período no podrá el adquirente del terreno fiscal celebrar contrato alguno que lo prive de la tenencia, uso y goce del inmueble, salvo autorización del Ministerio de Bienes Nacionales, otorgada por razones fundadas.



Artículo 10.- Toda transferencia de estos terrenos por sucesión por causa de muerte, y las realizadas con posterioridad al plazo indicado en el artículo anterior, sean a título gratuito u oneroso, deberán ser comunicadas por el Conservador de Bienes Raíces correspondiente a la Comandancia en Jefe de la Armada, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de la inscripción. 



Artículo 11.- Realizada la transferencia del inmueble mediante la competente inscripción de dominio, por el sólo ministerio de la ley, quedarán condonadas las deudas que se hubieren devengado en virtud de concesiones marítimas y por el período de ocupación irregular, esta última en aquellos sectores en los que no se han otorgado concesiones en el borde costero, y que correspondan a los predios que en conformidad a esta ley se transfieren.



Artículo 12.- En caso que el solicitante rechace la oferta de transferencia del inmueble, o bien no presente la solicitud de transferencia dentro del plazo de 90 días contado desde que se le notifica la resolución que declaró ésta factible, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá remitir los antecedentes a la Subsecretaría de Marina para efectos que, ante la existencia de una solicitud de concesión del interesado, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, que aprobó la Ley sobre Concesiones Marítimas, se siga el procedimiento para su otorgamiento contemplado en el decreto supremo N° 660 de 14 de junio de 1988, del Ministerio de Defensa Nacional, que contiene el Reglamento sobre Concesiones Marítimas.



Artículo 13.- Agrégase, en el decreto ley N° 1.939, de 1977, a continuación del artículo 99, el siguiente nuevo Título VI, con los siguientes artículos 100, 101 y 102:

“Título VI

Del Registro de Contratistas y contratación de acciones de apoyo



Artículo 100.- El Ministerio de Bienes Nacionales deberá establecer un Registro Nacional en el que se inscribirán las personas naturales o jurídicas que se interesen en realizar los trabajos de mensura, minuta de deslindes, confección de planos y demás trabajos topográficos que esa Secretaría de Estado requiera encomendar a ejecutores externos como acciones de apoyo para el ejercicio de sus potestades públicas contenidas en el presente decreto ley.



Cualquier persona natural o jurídica podrá incorporarse a este Registro, siempre que cumpla con los requisitos técnicos, profesionales, de infraestructura, capacidad e idoneidad establecidos por el Ministerio de Bienes Nacionales para realizar los trabajos referidos en el inciso anterior. El Ministerio de Bienes Nacionales autorizará la incorporación al Registro mencionado por resolución fundada, una vez que haya verificado el cumplimiento de los requisitos exigidos. Dictada la referida resolución, el contratista deberá pagar, por única vez, el derecho de incorporación al Registro, el que deberá enterarse a favor del Ministerio de Bienes Nacionales. El monto del derecho deberá ser fijado por resolución fundada del mismo Ministerio, sobre la base de las acciones que éste deba ejercer para la incorporación del contratista al Registro y regular el funcionamiento del mismo, así como de las personas naturales y jurídicas inscritas en él.



El Registro y su funcionamiento estarán bajo la superintendencia y fiscalización del Ministerio de Bienes Nacionales el cual, por medio del Secretario Regional Ministerial respectivo, podrá, en caso de incumplimiento, hacer efectivas las garantías que deberán constituir a su nombre los contratistas para garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de sus obligaciones y eventuales daños materiales a terceros, como asimismo, aplicar alguna de las siguientes sanciones: a) amonestación escrita; b) multa de hasta 50 unidades tributarias mensuales; c) suspensión hasta por un año, y d) eliminación del Registro.



El Ministerio de Bienes Nacionales deberá mantener un repertorio en el que deje constancia de la individualización de los contratistas, su comportamiento, actividades, y sanciones, así como de su incorporación y retiro del Registro, el que tendrá carácter público.



Artículo 101.- El Ministerio de Bienes Nacionales sólo podrá contratar con las personas naturales o jurídicas que se encuentren incorporadas en el Registro Nacional de Contratistas, los trabajos de mensura aludidos, y demás acciones de apoyo necesarias para el ejercicio de las potestades públicas que establece este cuerpo legal, conforme a las reglas generales de licitación pública, o licitación privada y trato directo, en su caso.



En caso que no existieren oferentes inscritos para la ejecución de los trabajos o acciones de apoyo referidos en el presente decreto ley, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá acudir a terceros para la ejecución de éstos, a través de las modalidades que indica la parte final del inciso anterior.



Artículo 102.- En todo aquello que fuere compatible, el Ministerio de Bienes Nacionales, en virtud de los principios de unidad de acción y coordinación de su gestión administrativa, deberá unificar el Registro Nacional que se establece y reglamenta en virtud de este decreto ley, con aquél que contempla el artículo 42, letra d) del decreto ley N° 2.695, de 1979.”.



Artículo 14.- Los gastos que demanden las acciones señaladas en el artículo 3º, serán financiadas con los recursos regulares del presupuesto anual del Ministerio de Bienes Nacionales, tanto para fijar de manera oficial en las localidades señaladas en el artículo 1º de la presente ley la línea de más alta marea y la correspondiente faja de 80 metros de ancho medidos desde la citada línea, como para la realización del catastro y evaluación socioeconómica de las personas que ocupan terrenos fiscales dentro de esta faja de 80 metros.



La transferencia del inmueble fiscal, sea ésta gratuita u onerosa, se realizará por el Ministerio de Bienes Nacionales de conformidad a sus disponibilidades presupuestarias, y de acuerdo a los procedimientos establecidos, especialmente aquellos que indica el decreto ley Nº 1939, de 1977, la ley Nº 19.930 y la Resolución Exenta Nº 290, del 31 de marzo de 2004, del Ministerio de Bienes Nacionales, sobre el Rediseño de los Procedimientos para los Servicios de Regularización y Creación del Registro de Propiedad Irregular.



Artículo 15.- Intercálase, en el inciso tercero del artículo 6º del decreto ley Nº 1.939, de 1977, entre las palabras “personas naturales” y “chilenas” la frase “o personas jurídicas sin fines de lucro”.



Artículo 16.- La presente ley comenzará a regir sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.”.

______________________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión 

de Hacienda

 

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.

 

El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.502-04, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General Subrogante que, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, el artículo 1º de esta iniciativa debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional. 



Agrega que, de conformidad con lo establecido en el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 60, número 7) de la misma Ley Suprema, el artículo 2º del proyecto de ley debe ser aprobado con rango de ley de quórum calificado.



El señor Secretario General Subrogante expresa que el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia que, en sesión del día 1 de diciembre de 2004, fue autorizada por la Sala de la Corporación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, para discutir esta iniciativa en general y en particular en el primer informe.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra y Vega. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión agregó un artículo 1º, nuevo, al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, enmienda que fue acordada por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Ruiz-Esquide y Vega. Asimismo, rechazó el inciso tercero del artículo 1º, que pasó a ser artículo 2º, por 3 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Ruiz-Esquide, y 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Fernández y Vega. Del mismo modo, la Comisión rechazó el inciso cuarto del artículo 4º, que pasó a ser artículo 5º, por 4 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Ruiz-Esquide y Vega, y un voto a favor, del Honorable Senador señor Fernández.



En consecuencia, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar el proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

ooo



Agregar el siguiente artículo 1º, nuevo:



“Artículo 1º.- Las universidades estatales serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.



Con todo, sólo estarán afectas al trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:



a) Aprobación del presupuesto y sus modificaciones;



b) Enajenaciones de bienes raíces;



c) Reglamentos de carreras funcionarias y sus modificaciones;



d) Medidas que impliquen la supresión de empleo o la eliminación o destitución de algún miembro de la institución, y



e) Otras materias esenciales que señale el respectivo Estatuto.



Las materias no comprendidas en el inciso anterior quedarán exentas del trámite de toma de razón, sin perjuicio del cumplimiento de otras medidas de control posterior que disponga el Contralor General de la República en el ejercicio de sus atribuciones, con el objeto de asegurar la legalidad de los actos de las universidades estatales y hacer efectivas las responsabilidades que procedan.”.

ooo

Artículo 1º

(Pasa a ser 2º)

Inciso tercero



Eliminarlo.

Artículo 2º

(Pasa a ser 3º, sin enmiendas)

Artículo 3º

(Pasa a ser 4º, sin enmiendas)

Artículo 4º

(Pasa a ser 5º)

Inciso Cuarto



Eliminarlo. 

- - -



El señor Secretario General Subrogante señala que la Comisión de Hacienda, de conformidad con su competencia, se pronunció respecto de los artículos 2º, 3º, 4º y 5º de esta iniciativa legal y que, en mérito de los antecedentes y del debate transcritos en su informe, aprobó el proyecto despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología introduciéndole modificaciones al artículo 2º, que consisten en reemplazar, en su inciso primero, el guarismo “2002” por “2004”, y en reponer el inciso tercero, rechazado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, enmiendas que fueron aprobadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores García y Ominami. Asimismo, la Comisión de Hacienda incorporó, al artículo 5º del proyecto, el inciso cuarto que había rechazado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, acuerdo que adoptó por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ominami, y la abstención del Honorable Senador señor García. En lo que respecta al artículo 4º de esta iniciativa legal, la Comisión de Hacienda lo aprobó sin modificaciones, por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor García, y un voto en contra, del Honorable Senador señor Ominami.



En consecuencia, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2º



- Reemplazar, en su inciso primero, el guarismo “2003” por “2004”.



- Agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.”.
Artículo 5º



Incorporar al artículo 5º el siguiente inciso final, nuevo:



“Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados bajo ninguna calidad en la universidad en que prestaban servicios, sea ésta de contrata o sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.

___________________________________

 

El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala la señora Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Así se acuerda.

________________________________



En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, García, Silva, Martínez, Sabag, Larraín y Ruiz-Esquide.

________________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Silva manifestó que el artículo 1º del proyecto de ley estaría configurando una disminución del control de legalidad consagrado en el artículo 87 de la Constitución Política de la República.

________________________________



Cerrado el debate y puesto en votación en general este proyecto, es aprobado por 40 votos a favor y una abstención del Honorable Senador señor Martínez.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar, don Adolfo, Zaldívar, don Andrés y Zurita. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Boeninger, Núñez, Parra, Silva, Vega y Zaldívar, don Andrés.

______________________________________

 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita, de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 118 del Reglamento de la Corporación, que se fije un plazo para presentar indicaciones a este proyecto de ley.

______________________________________

 

A continuación, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 6 de junio próximo, a las 12:00 horas. 



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Las universidades estatales serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.



Con todo, sólo estarán afectas al trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:



a) Aprobación del presupuesto y sus modificaciones;



b) Enajenaciones de bienes raíces;



c) Reglamentos de carreras funcionarias y sus modificaciones;



d) Medidas que impliquen la supresión de empleo o la eliminación o destitución de algún miembro de la institución, y



e) Otras materias esenciales que señale el respectivo Estatuto.



Las materias no comprendidas en el inciso anterior quedarán exentas del trámite de toma de razón, sin perjuicio del cumplimiento de otras medidas de control posterior que disponga el Contralor General de la República en el ejercicio de sus atribuciones, con el objeto de asegurar la legalidad de los actos de las universidades estatales y hacer efectivas las responsabilidades que procedan.



Artículo 2º.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2004. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.



El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por esta ley, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.



Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.



Las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.



Artículo 3º.- A contar del 1 de enero del año 2005, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. La forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros serán idénticos a los que se exijan a las Sociedades Anónimas abiertas. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la ley Nº 18.045.



Artículo 4º.- Sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.



Artículo 5º.- Las universidades estatales podrán establecer una bonificación  por retiro voluntario para los funcionarios de carrera o a contrata que prestan servicios en ellas, que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, si son mujeres, y comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas de sus contratos.



Los beneficiarios de dicha bonificación tendrán derecho a percibir el equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año y fracción superior a seis meses de servicios prestados a la universidad, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores a la publicación de la presente ley, actualizados según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.



La bonificación será de cargo de la universidad empleadora y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. Además, la bonificación será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral, pudiere corresponder al funcionario, en especial la establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.



Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados bajo ninguna calidad en la universidad en que prestaban servicios, sea ésta de contrata o sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.
______________________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la designación de 

notario alterno o adjunto



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la designación de notario alterno o adjunto, correspondiente al Boletín Nº 3.259-07.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras se originó en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.



Finalmente, el señor Secretario General Subrogante señala que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta aprobó la proposición referida a la letra b) del artículo 287 del Código Orgánico de Tribunales, contenida en el numeral 1 del artículo único del proyecto de ley, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Cordero, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y Honorables Diputados señora Soto, y señores Bustos, Errázuriz, Luksic y Pérez, don Víctor. En lo que respecta a la letra a) del artículo 287 del Código Orgánico de Tribunales, contenida en el numeral 1 del artículo único, a los numerales 2, 3, 6, nuevo, 7 y a la supresión del numeral 7 del Senado, la Comisión Mixta le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y Honorables Diputados señores Araya, Pérez, don Ánibal y Monckeberg, y sugiere como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“Artículo único

Numeral 1



Aprobar el siguiente texto:



“1.- En la letra a) del artículo 287:



a) Sustitúyese el párrafo primero por el siguiente:



“a) Para integrantes de la primera categoría del Escalafón Secundario, con el notario, conservador o archivero más antiguo de la segunda categoría que figure en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo. Los otros dos lugares serán ocupados con los notarios, conservadores o archiveros de la primera o segunda categoría, y con los de tercera categoría que tengan a lo menos diez años en la misma, que se opongan al concurso, elegidos de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 281.”, y



b) Agrégase en el párrafo segundo, pasando el punto y coma (;) a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Si el funcionario que goce de preferencia para figurar en la terna por antigüedad no manifiesta su interés en postular dentro del plazo que establece dicha disposición, se incluirá en su lugar un notario, conservador o archivero de la primera o de la segunda categoría del Escalafón Secundario, o un notario, conservador o archivero de tercera categoría que tenga a lo menos diez años en la carrera, ambos elegidos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 281, o un abogado ajeno al Escalafón Secundario que tenga diez o más años de ejercicio profesional y no figure ni haya figurado en el Escalafón Primario en los últimos diez años.”.”. 

Numeral 2



Aprobar el texto que se indica a continuación:



“2.- Modifícase el artículo 402 de la siguiente manera:



a) Reemplázanse los incisos primero, segundo y tercero, por los siguientes incisos primero, segundo, tercero y cuarto, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto: 



“Artículo 402.- Si el notario se encuentra impedido de desempeñar su cargo por cualquier causa, lo subrogará un abogado con al menos cinco años de ejercicio profesional, en conformidad a los incisos siguientes.



La designación del subrogante se hará una vez asumido un notario en calidad de titular, debiendo éste proponer al juez de turno o, en los lugares asiento de Corte de Apelaciones, al presidente de ésta, el nombre del abogado que deba reemplazarlo bajo su responsabilidad.



El notario titular podrá proponer, en cualquier momento, la sustitución de quien sea designado subrogante.



La persona designada deberá ser juramentada en conformidad al artículo 471.”.



b) Introdúcese el siguiente inciso final, nuevo:



“Si por cualquier causa legítima el abogado designado no puede asumir las funciones del notario, se deberá solicitar una designación especial.”.”. 

Numeral 3



Aprobar el siguiente texto:



“3.- Agrégase el siguiente artículo 402 bis, nuevo:



“Artículo 402 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los notarios podrán proponer al juez de turno o, en los lugares asiento de Corte de Apelaciones, al presidente de ésta, la designación de un abogado para que se desempeñe como oficial primero de su oficio.



El nombramiento deberá recaer en un abogado con al menos cinco años de ejercicio profesional, que no podrá tener con el notario titular ninguna de las relaciones de parentesco señaladas en el artículo 258 de este Código, y deberá ser empleado del notario. La persona designada deberá ser juramentada en conformidad al artículo 471.



El oficial primero sólo podrá ejercer las funciones señaladas en los números 2, 4, 6, 8, 9 y 10 del artículo 401. El ejercicio de estas funciones se realizará bajo la responsabilidad del notario. En todas sus actuaciones deberá dejar constancia de que actúa en calidad de oficial primero.



Lo dispuesto en el presente artículo no libera en modo alguno al notario de cumplir con la obligación de asistencia al oficio regularmente, conforme a lo dispuesto en el artículo 478 de este Código.”.”. 

Numeral 6, nuevo



Aprobar el siguiente texto:



“6.- Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 456:



“Se aplicará a los archiveros lo señalado en los artículos 402 y 402 bis.”.”.

Numeral 7 (ex 6 del Senado)



Aprobar el texto siguiente:



“7.- Derógase  el inciso final del artículo 478.”. (Unanimidad 6 x 0).

Numeral 7 del Senado



Suprimirlo.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Espina, Ávila, Zaldívar, don Andrés, Martínez, Prokurica y Novoa.



El señor Presidente cierra el debate y pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.

___________________________________



Durante la votación, el Honorable Senador señor Moreno solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala, para poder emitir el voto antes del momento que, conforme al Reglamento del Senado, corresponde hacerlo.



La Sala accede a lo solicitado.

___________________________________



Los Honorables Senadores señores Aburto y Parra manifiestan que no votan, en virtud de lo dispuesto por el artículo 8º del Reglamento de la Corporación.

___________________________________



La proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 13 votos a favor, 9 en contra, una abstención del Honorable Senador señor García, y 3 pareos de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Novoa.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Boeninger, Bombal, Coloma, Cordero, Moreno, Núñez, Pizarro, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Ávila, Canessa, Flores, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis y Prokurica.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales: 



1.- En la letra a) del artículo 287:



a) Sustitúyese el párrafo primero por el siguiente:



“a) Para integrantes de la primera categoría del Escalafón Secundario, con el notario, conservador o archivero más antiguo de la segunda categoría que figure en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo. Los otros dos lugares serán ocupados con los notarios, conservadores o archiveros de la primera o segunda categoría, y con los de tercera categoría que tengan a lo menos diez años en la misma, que se opongan al concurso, elegidos de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 281.”, y



b) Agrégase en el párrafo segundo, pasando el punto y coma (;) a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Si el funcionario que goce de preferencia para figurar en la terna por antigüedad no manifiesta su interés en postular dentro del plazo que establece dicha disposición, se incluirá en su lugar un notario, conservador o archivero de la primera o de la segunda categoría del Escalafón Secundario, o un notario, conservador o archivero de tercera categoría que tenga a lo menos diez años en la carrera, ambos elegidos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 281, o un abogado ajeno al Escalafón Secundario que tenga diez o más años de ejercicio profesional y no figure ni haya figurado en el Escalafón Primario en los últimos diez años.”.


2.- Modifícase el artículo 402 de la siguiente manera:



a) Reemplázanse los incisos primero, segundo y tercero, por los siguientes incisos primero, segundo, tercero y cuarto, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto: 



“Artículo 402.- Si el notario se encuentra impedido de desempeñar su cargo por cualquier causa, lo subrogará un abogado con al menos cinco años de ejercicio profesional, en conformidad a los incisos siguientes.



La designación del subrogante se hará una vez asumido un notario en calidad de titular, debiendo éste proponer al juez de turno o, en los lugares asiento de Corte de Apelaciones, al presidente de ésta, el nombre del abogado que deba reemplazarlo bajo su responsabilidad.



El notario titular podrá proponer, en cualquier momento, la sustitución de quien sea designado subrogante.



La persona designada deberá ser juramentada en conformidad al artículo 471.”.



b) Introdúcese el siguiente inciso final, nuevo:



“Si por cualquier causa legítima el abogado designado no puede asumir las funciones del notario, se deberá solicitar una designación especial.”.



3.- Agrégase el siguiente artículo 402 bis, nuevo:



“Artículo 402 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los notarios podrán proponer al juez de turno o, en los lugares asiento de Corte de Apelaciones, al presidente de ésta, la designación de un abogado para que se desempeñe como oficial primero de su oficio.



El nombramiento deberá recaer en un abogado con al menos cinco años de ejercicio profesional, que no podrá tener con el notario titular ninguna de las relaciones de parentesco señaladas en el artículo 258 de este Código, y deberá ser empleado del notario. La persona designada deberá ser juramentada en conformidad al artículo 471.



El oficial primero sólo podrá ejercer las funciones señaladas en los números 2, 4, 6, 8, 9 y 10 del artículo 401. El ejercicio de estas funciones se realizará bajo la responsabilidad del notario. En todas sus actuaciones deberá dejar constancia de que actúa en calidad de oficial primero.



Lo dispuesto en el presente artículo no libera en modo alguno al notario de cumplir con la obligación de asistencia al oficio regularmente, conforme a lo dispuesto en el artículo 478 de este Código.”.



4.- Reemplázase el artículo 421 por el siguiente:



 “Artículo 421.- Sólo podrá dar copias autorizadas de escrituras públicas o documentos protocolizados el notario ante quien se otorgó el instrumento, el que lo subroga o sucede, el que ejerza el cargo de oficial primero, o el archivero a cuyo cargo esté el protocolo respectivo.”.



5.- Sustitúyese el artículo 425 por el siguiente:



“Artículo 425.- Los notarios y sus oficiales primeros podrán autorizar las firmas que se estampen en documentos privados, siempre que den fe del conocimiento o de la identidad de los firmantes y dejen constancia de la fecha en que se firman. 



Para ello, podrán recurrir a todos los medios de prueba que estimen necesarios para llegar al convencimiento de que la firma es de la persona que en el documento se indica y que fue firmada por ella el día que aparece señalado en el documento.



Los testimonios autorizados por el notario o su oficial primero, como copias, fotocopias o reproducciones fieles de documentos públicos o privados, tendrán valor en conformidad a las reglas generales.”.



6.- Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 456:



“Se aplicará a los archiveros lo señalado en los artículos 402 y 402 bis.”. 



7.- Derógase  el inciso final del artículo 478.”.

______________________________



El Honorable Senador señor Viera-Gallo solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala, para ubicar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria próxima, al proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, correspondiente al Boletín Nº 1.993-11.



La Sala así lo acuerda.

___________________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General Subrogante informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) A S. E. el Presidente de la República, respecto de la enfermedad que aqueja a joven mujer de Antofagasta.



2) A S. E. el Presidente de la República y al señor Ministro de Obras Públicas, sobre posibles irregularidades en el Ministerio de Obras Públicas.



3) Al señor Ministro de Salud, acerca de problemas de atención médica en el Hospital Regional de Antofagasta.



4) Al señor Subsecretario de Aviación, respecto de situación planteada por la Agrupación de Suboficiales en Retiro “Los Cóndores”, Zona Norte Inquique-Antofagasta.



5) Al señor Vicepresidente de la División CODELCO Norte, sobre situación que aqueja a ex trabajador de la empresa.



--Del Honorable Senador señor García:



1) A S. E. el Presidente de la República, sobre solicitud de diversos señores Senadores en cuanto a permitir la reliquidación de las pensiones de ex funcionarios de Gendarmería de Chile.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Contralor General de la República y a la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, reiterando oficios referidos a irregularidades en la obra denominada “Mejoramiento Ruta 5 Sur, sector pasada por Temuco”.



3) Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, sobre la designación de un Fiscal especial en la Región de La Araucanía, en atención al aumento del delito de abigeato.



4) Al señor Subsecretario de Pesca, acerca de la factibilidad de realización de proyectos a favor de la pesca artesanal de la comuna de Toltén.



5) Al señor Intendente de la Novena Región, respecto del estado de proyectos de construcción de alcantarillados en localidades de la comuna de Toltén; sobre proyecto de mejoramiento de agua potable en Pocoyán y acerca de proyecto de reposición y traslado de la Posta de Camaguey a Pocoyán, comuna de Toltén.



6) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, para que informe al Senado sobre el estado de diversos proyectos de defensas fluviales en la comuna de Toltén.



7) Al señor Director Regional de Vialidad de la Novena Región, acerca del estado del asfalto del by-pass Queule y de la ruta Comuy-Toltén, y del Proyecto de Carpeta Asfáltica Toltén-Límite Regional.



8) Al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, respecto de autorización para la reposición y traslado de la Posta de Camaguey a Pocoyán, comuna de Toltén.



--Del Honorable Senador señor Horvath, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Presidente de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre antecedentes planteados en las Jornadas del Comité Chileno del Programa Hidrológico Internacional.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la situación que afecta a pacientes del sistema público de salud, en cuanto al tiempo de espera para ser intervenidos quirúrgicamente.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Salud para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre el problema expuesto.

 

El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien manifiesta su preocupación por el estado de las relaciones diplomáticas entre Chile y Perú, agravadas por la actuación de una empresa establecida en el país hermano y que cuenta con mayoría de capital chileno.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre y en el del Comité Partido Socialista, al señor Ministro de Relaciones Exteriores para que, si lo tiene a bien, analice sus palabras sobre la referida materia.



Adhieren a esta petición, el señor Presidente del Senado, Honorable Senador señor Romero, y el Honorable Senador señor Cantero.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los señores Senadores y del Comité mencionados, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Demócrata Cristiano y Partido Unión Demócrata Independiente.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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INFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE INTERPRETA EL ARTÍCULO 26 DEL D. L. Nº 3.063, DE 1979, CON EL PROPÓSITO DE FACILITAR EL FUNCIONAMIENTO DE MICROEMPRESAS FAMILIARES

(3577-03)

HONORABLE SENADO:

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma , iniciado por moción de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín. 


El Senado, en sesión de fecha 9 de noviembre de 2004, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Economía, los Honorables Senadores señores Marco Cariola Barroilhet, José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Lavandero Illanes y Jaime Orpis Bouchon.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de la misma fecha, designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores José Antonio Galilea Vidaurre, Rodrigo González Torres, Juan Masferrer Pellizzari, Carlos Montes Cisternas y José Miguel Ortiz Novoa.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día miércoles 5 de enero de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Marco Cariola Barroilhet, José García Ruminot, Jorge Lavandero Illanes y Jaime Orpis Bouchon y Honorables Diputados señores Rodrigo González Torres, Juan Masferrer Pellizzari y José Miguel Ortiz Novoa. En la oportunidad indicada se eligió como Presidente, por unanimidad, al Honorables Senador señor Jaime Orpis Bouchon y, de inmediato, la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.

- - -


A continuación, se efectúa una relación de la diferencia suscitada entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como del acuerdo adoptado a su respecto.


La ley Nº 19.749, de 2001, estableció normas para facilitar la creación de microempresas familiares, introduciendo diversas modificaciones en el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto Nº 2.385, del Ministerio del Interior, de 1996. 


Entre esas enmiendas y adiciones merece especial mención, para los efectos del proyecto en informe, la que exime a dichas empresas de las limitaciones y autorizaciones señaladas por el artículo 26 del referido decreto ley, para quienes inicien un giro o actividad gravado con patente municipal, sin perjuicio de dejarlas sujetas a lo dispuesto por el decreto supremo Nº 977, de 1979, del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento Sanitario de los Alimentos y de prohibirles el desarrollo de actividades peligrosas, contaminantes o molestas.


El artículo 26 citado, por su parte, sujeta al solicitante de una patente municipal a las limitaciones relativas a la zonificación comercial o industrial que contemplen las respectivas ordenanzas municipales y a obtener las autorizaciones que previamente deben otorgar, en ciertos casos, las autoridades sanitarias u otras que contemplen las leyes.


Sin embargo, la Contraloría General de la República ha dictaminado que la ley Nº 19.749 no ha eximido a las microempresas familiares de la totalidad de las autorizaciones que contemplan las leyes, por lo que ellas deben cumplir con lo dispuesto por el artículo 145 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en el sentido de que, para obtener la patente, deben contar previamente con la recepción municipal definitiva del recinto en que desarrollan su actividad.

- - - - - - -


El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un proyecto de artículo único, que fija el recto sentido y alcance de la modificación que en el artículo 26 de la Ley de Rentas Municipales hizo la ley Nº 19.749, precisando que, para conseguir una patente municipal, no se incluye ni se ha debido incluir la exigencia de obtener previamente el permiso de construcción ni la recepción definitiva de la casa habitación familiar en que se ejerce la actividad económica que constituye el giro de una microempresa familiar.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, perfeccionó la redacción de este artículo e introdujo uno nuevo, que fija un plazo, de hasta tres años contados desde la obtención de la patente, para que los microempresarios regularicen la situación de la construcción en que operan y obtengan el permiso de edificación y la recepción final. Además, se reducen en un 50% los derechos municipales por la regularización.

En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó estas enmiendas, lo que dio origen a la controversia que esta Comisión Mixta debe resolver.


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta estimó que la interpretación hecha por el Organismo Contralor se aparta de la letra y del espíritu de la norma y hace inoperante un cuerpo legal que pretende incorporar a la economía formal a un grupo importante de pequeñas empresas que en la actualidad operan sin control de ninguna especie, no tributan y no tienen acceso a muchos beneficios y subsidios que otorga el Estado. 


Se tuvo presente que ni la ley Nº 19.749 ni la presente iniciativa, en su formulación inicial, impedirían que, una vez otorgada la patente al microempresario, la Dirección de Obras Municipales le exigiera dar cumplimiento a la normativa sobre vivienda y urbanismo y, eventualmente, lo sancionara con multas y clausuras. En este sentido, se consideró que el plazo estipulado en el artículo 2º que incorporó la Cámara de Diputados no es suficiente salvaguardia, por lo que se optó por establecerlo como una limitación para la Dirección de Obras Municipales, la que no podrá exigir el permiso y la recepción antes de que él venza, y se lo elevó a cinco años.


Esta fórmula fija un plazo razonable y eficaz para la regularización de construcciones y no impide que, entretanto, se otorgue la patente, y fue aprobada unánimemente, por los Honorables Senadores señores Cariola, García, Lavandero y Orpis y los Honorables Diputados señores González, Masferrer y Ortiz.


Con posterioridad, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, solicitó la reapertura del debate, basado en que el artículo 2º propuesto haría ineficaz el proyecto e impediría alcanzar los objetivos que con él persigue el legislador.


Reunida nuevamente la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó reabrir el debate, en conformidad con lo que dispone el artículo 185 del Reglamento del Senado.


Concurrieron al acuerdo de reapertura los Honorables Senadores señores Cariola, García, Gazmuri, Orpis y Pizarro y los Honorables Diputados señores González, Masferrer y Ortiz.


A solicitud del Honorable Senador señor García, se investigó si las municipalidades requieren la presentación del permiso de edificación y del certificado de recepción final de obras para algún otro objeto.


La respuesta fue negativa, aunque se hizo presente que existen edificaciones que jamás podrán ser regularizadas, por estar levantas en zonas de edificación prohibida. Tal es el caso, por ejemplo, de las construidas bajo líneas eléctricas de alta tensión, o sobre oleoductos o gasoductos, o en las áreas contiguas a éstos sobre las cuales existen servidumbres.


Las funcionarios municipales consultados hicieron presente que terceros que sufrieran algún perjuicio en dichas construcciones podrían, eventualmente, demandar a la municipalidad respectiva, por falta de servicio al no ejercer sus atribuciones al respecto. Lo anterior, sin perjuicio de que los titulares de las servidumbres están también llamados a poner en marcha las acciones tendientes a remover los obstáculos que entraben su derechos.


Reunida nuevamente la Comisión Mixta, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente a la Comisión que el problema de la regularización de las construcciones afecta a un alto porcentaje de las propiedades, es un tema que interesa a la población en general. No es propio del ámbito de las microempresas familiares. Por ende, resulta procedente que, si el objetivo es subsanar la situación, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo proponga una nueva ley que regularice la construcción de bienes raíces urbanos sin recepción definitiva, esto es, una nueva “Ley del Mono”, como es conocida popularmente la ley 19.583. 


El Honorable Senador señor Orpis, por su parte, precisó que, en la situación actual, nada impide que las Municipalidades, en uso de sus facultades, obtengan la regularización de los inmuebles de su comuna.


El Honorable Diputado señor González, indicó, respecto del último punto aludido, que, precisamente, el problema se presenta porque la Municipalidad puede, en la práctica, dejar sin efecto la norma que se está aprobando, porque, si bien no exige a los microempresarios permiso de edificación y recepción final para obtener la patente municipal, puede clausurar la pequeña instalación, en uso de las facultades que le otorga la Ley General de Urbanismo y Construcción.


Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri destacó que, a solicitud de la Comisión, se investigó si las Municipalidades requieren la presentación del permiso de edificación y certificado de recepción final de obras para algún otro objeto, recibiendo  una respuesta negativa.


El Honorable Senador Zaldívar reiteró que la vía para resolver esa situación es la presentación por parte del Ejecutivo de un proyecto de ley de regularización de los inmuebles que no cuentan con recepción definitiva.


A su vez, el Honorable Senador señor García señaló que, en consecuencia de lo planteado en el debate, la idea es aprobar el artículo 1º propuesto por la Cámara de Diputados, rechazando el artículo segundo que fija un plazo para la regularización.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que el artículo 2º propuesto por la Cámara de Diputados, al fijar un plazo para la regularización de los inmuebles, hace perder el sentido del proyecto.


La Comisión acordó solicitar al Ejecutivo que envíe al Congreso Nacional un proyecto general de regularización, remitiendo un oficio al Ministerio de Vivienda y Urbanismo al efecto.


Recogiendo los diversos planteamientos, el señor Presidente propuso a la Comisión Mixta acordar, como forma y modo de superar la discrepancia producida entre el Senado y la Cámara de Diputados, la aprobación del proyecto que se consigna más adelante.


Puesto en votación, la proposición fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Gazmuri y Orpis y los Honorables Diputados señores Galilea, González y Masferrer. (6x0).

- - - - - - -


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros el siguiente acuerdo, para que lo aprobéis en una única votación, a fin de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Declárase que, entre las autorizaciones que las microempresas familiares deben obtener de acuerdo al artículo 26 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, modificado por el artículo único de la ley N° 19.749, para obtener una patente municipal, no se incluye ni se ha debido incluir previamente el permiso de construcción ni la recepción definitiva de las obras constitutivas de la casa habitación familiar en la cual se ejerce la actividad económica que constituye su giro.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de 5 de enero, 9 de marzo y 11 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), Marco Cariola Barroilhet, José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica y Jorge Lavandero Illanes (Jorge Pizarro Soto) y de los Honorables Diputados señores José Antonio Galilea Vidaurre, Rodrigo González Torres, Juan Masferrer Pellizzari y José Miguel Ortiz Novoa.


Valparaíso, a 17 de mayo de 2005.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GAZMURI Y LARRAÍN, SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

(3773-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Larraín.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Sabag; el Honorable Diputado señor Longton: la Directora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Soledad Ferreiro; la señorita Susana Rioseco, en representación del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; la profesora de la Escuela de Periodismo de la Universidad de Chile, señorita Claudia Lagos; el profesor de Derecho de la Universidad Santo Tomás, señor Pedro Anguita; la representante de Open Society Justice Initiative, señorita Helen Darbishire: la representante de la Fundación Pro Bono, señora Jackeline Plaa: los representantes de la Fundación Pro Acceso, señores Miguel Fernández y Juan Pablo Olmedo, y el representante de la Fundación Participa, señor Pedro Mujica.

- - -

I. OBJETIVO


Salvar las restricciones del acceso a la información pública mediante el establecimiento de una regulación que garantice a todos los ciudadanos el derecho a ejercer efectivamente dicho acceso en los órganos de los Poderes del Estado.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1º y 3º de este proyecto de ley, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, pues regulan materias de esa jerarquía, como son las leyes orgánicas constitucionales del Congreso Nacional y de Bases Generales de la Administración del Estado.

III. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que de conformidad con el artículo 74 de la Constitución Política y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, este proyecto fue enviado en consulta a la Excma. Corte Suprema, por contener una norma que incide en las atribuciones de los Tribunales de Justicia. Mediante oficio Nº 20, de 31 de enero de 2005, la Excma. Corte dio respuesta favorable a la consulta formulada.

IV. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe está conformado por tres artículos que introducen enmiendas, respectivamente, a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; a la Ley sobre Procedimientos Administrativos, y a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

V. ANTECEDENTES

5.1. De Derecho


1. Constitución Política;


2. Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional;


3. Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y


4. Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos de los Órganos de la Administración del Estado.

5.2. De Hecho


Expresan los autores de esta moción que el derecho a la información pública es un tema novedoso en Chile; es fundamental para la transparencia de las funciones públicas y permite una efectiva participación ciudadana en los asuntos públicos.


Agrega la moción que diversas legislaciones extranjeras se han esforzado para consignar este derecho mediante una normativa única y coherente, respaldada, además, por diversos tratados internacionales sobre prevención de la corrupción y por la Convención Interamericana de Derechos Humanos.


En el mismo orden, la moción señala que la publicidad de los actos de gobierno permite un control efectivo no sólo por su comparación con la ley sino, también, mediante el ejercicio del derecho de petición. Este control, junto con otros enmarcados en la legalidad, fortalece la transparencia de la función pública y reduce la corrupción, pues la multiplicidad de factores que inciden en ésta exige medidas que a la par de las que surgen del derecho penal permiten ampliar el efecto preventivo de las acciones del Estado y de los ciudadanos.


Observa la moción, enseguida, que en Chile se han hecho esfuerzos en esta materia, como por ejemplo, la Ley de Probidad que en dos de sus disposiciones establece, como regla general, la publicidad de los actos administrativos; el mecanismo para solicitar información; las causales de denegación de la información solicitada; la posibilidad de que terceras personas se opongan a su entrega, y un mecanismo judicial de amparo en favor del peticionario.


Menciona, igualmente, la ley Nº 19.880, sobre procedimiento administrativo, que complementa la Ley de Probidad en lo relativo a la publicidad y transparencia de los actos administrativos.


A continuación, la moción aduce que no obstante lo anterior, los principios de transparencia y de acceso a la información pública están seriamente limitados, haciendo impracticable el ejercicio de la legislación mencionada, pues ésta última permite que por la vía reglamentaria se establezca el secreto o reserva de los antecedentes en poder de la Administración.


Muestra de lo anterior, consigna la moción, es el D.S. Nº 26, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que impone a los órganos administrativos el deber de clasificar de secretos o reservados los documentos que emanen de ellos conforme a los criterios que ese mismo decreto reglamentario señala, lo que ha generado la dictación de resoluciones que restringen el derecho a la información a niveles prácticamente inexistentes.


La moción exhibe en seguida las numerosas resoluciones (catorce) que imponen estas restricciones, como son, por vía de ejemplo, la de la Comisión Chilena de Energía Nuclear que, entre otras, declara secreto los documentos oficiales expresamente calificados como tales por la Dirección Ejecutiva o las denuncias ante los tribunales y las alegaciones hechas valer en los juicios en que la Comisión sea parte o tenga interés; la del Instituto de Desarrollo Agropecuario, que declara reservados las acciones de cobranza y los juicios civiles, criminales, infraccionales o administrativos en que fuera parte, en tal grado de exceso que obligó a modificarla, y la del Consejo Nacional de Televisión, que califica de reservados o secretos la correspondencia señalada como tal, los documentos relacionados con demandas, querellas u otras acciones judiciales en que sea parte, y las remuneraciones de su personal.


Los ejemplos indicados, continúa la moción, se han multiplicado en tal forma que han llamado la atención del Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, ratificada por Chile, que en su informe de febrero del año 2004 recomendó la modificación de la legislación en esta materia. También la Contraloría General de la República (dictamen Nº 49883, de octubre de 2004) reparó en que diversas resoluciones exceden las normas sobre secreto o reserva al punto que no es admisible entenderlas amparadas por la regulación legal y reglamentaria que debe servirle de fundamento.


En consideración a las reflexiones precedentes, los autores de la moción afirman que es necesario superar las deficiencias anotadas mediante este proyecto de ley, el cual sólo pretende regular parte del derecho a la información, especialmente el acceso a los Poderes Ejecutivo y Legislativo, dejando a la discusión parlamentaria la forma de extender este derecho al Poder Judicial y a los órganos que colaboran con él.

VI. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL TEXTO PROPUESTO EN LA MOCIÓN


Cual se señaló en un acápite precedente esta iniciativa de ley está estructurada en tres artículos permanentes. A su vez, el artículo 1º se subdivide en diez numerales.



Consignamos a continuación una breve descripción del articulado del proyecto que, según se dirá más adelante, esta Comisión sugerirá aprobar en general.



El artículo primero del proyecto de ley sugiere enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases de Administración de Estado. El numeral 1) introduce modificaciones al artículo 13 de la ley, que consagra el principio de probidad administrativa  en el actuar de los funcionarios públicos, como también la transparencia en el contenido de sus actos. De esta forma, el proyecto propone un párrafo final al inciso segundo, mediante el cual, en virtud del principio de la transparencia de la función pública, toda información que obre en poder de la Administración del Estado es por principio pública. Este nuevo derecho comprende también la posibilidad de acceder a los contenidos de actas y expedientes, como también la de formular preguntas a las autoridades que corresponda. 


El numeral 2) del proyecto de ley reemplaza el inciso tercero del mismo artículo 13, que consagra el carácter público de los actos de la Administración Pública, así como de los documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato y que haya sido creado u obtenido por ella, o que se encuentre en su posesión o bajo su control. Se considerará también como información pública todo tipo de documentación financiada con presupuesto público.



El numeral 3) propone sustituir el inciso noveno del artículo 13, que dispone que la entrega de los documentos solicitados no puede superar las 48 horas. La norma de reemplazo extiende dicho plazo a 10 días hábiles.



Por su parte, el numeral 4) reemplaza los incisos undécimo y duodécimo del mismo artículo. Dichas normas disponen las causales por las cuales se puede negar total o parcialmente la información que se requiera de la Administración del Estado, prescribiendo que será uno o más reglamentos los que establezcan los casos de reserva o secreto. La enmienda consiste en consignar una enumeración taxativa de dichas causales. Además, dispone que la calificación de reserva, total o parcial, establecida en las letras b) a e) (cuando la comunicación o conocimiento impida o entorpezca gravemente el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido o intervenga en la vida privada de una persona individualizada o identificable, incluidos los expedientes médicos o sanitarios, o lesione intereses comerciales u otros de tipo económico, ya sean públicos o privados, o puedan afectar la seguridad nacional o la seguridad pública) deberá ser fundada y motivada, y procederá sólo en el caso de que el peligro de daño sobrepase el interés público.


Agrega que los actos que la ley declare secretos o reservados mantendrán dicho carácter por un plazo máximo de 20 años, prorrogables mediante decreto supremo fundado. Vencido el plazo, toda persona tendrá derecho a acceder a estas informaciones y la autoridad o instancia correspondiente estará obligada a proveer los medios para expedir las copias que le sean requeridas. Establece también la posibilidad de que la declaración de secreto de un determinado documento, sea revisada judicialmente. Para el caso de que se rechace la acción judicial, no podrá ésta volver a entablarse sino hasta un año después de la sentencia judicial que declare el secreto o reserva. Finalmente, dispone que la entrega de copia de los actos y documentos, se hará por parte del órgano requerido de manera incondicional y para el libre uso y acceso del requirente.

El numeral 5) propuesto sugiere incorporar un nuevo artículo 13 bis, con el fin de establecer los requisitos formales de la solicitud de acceso a la información. Así, señala que ésta deberá ser escrita y habrá de contener los detalles necesarios para su tramitación. En el caso de que no contenga los datos requeridos, la Administración deberá hacerlo saber al solicitante para que subsane las faltas y complete la información solicitada. Establece también que toda solicitud de información requerida en los términos de esta ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez días hábiles, prorrogable por otros diez días hábiles, de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. En su caso, el órgano requerido comunicará, antes del vencimiento del plazo de diez días, las razones por las cuales hará uso de la prórroga excepcional. En caso de que este plazo se cumpla y la información no haya sido entregada, o lo fuere en términos incompletos, se considera que existe obligación de la Administración requerida de entregar la información solicitada en forma completa y a satisfacción del requirente. La entrega de la información podrá ser personal, por medio de teléfono, facsímil, correo ordinario, certificado o también correo electrónico o por medio de páginas de Internet que al efecto haya preparado la Administración.


Asimismo, consigna un sistema de certificación de entrega efectiva de la información al solicitante, tomando las previsiones técnicas correspondientes, tales como reglas de encriptación, firma electrónica, certificados de autenticidad y reportes electrónicos y manuales de entrega.


Finalmente, prevé que para el caso de que la información solicitada ya esté disponible, que se le hará saber la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a ella el requirente. Establece la gratuidad del acceso ciudadano a la información pública, sin perjuicio de que el costo de reproducción de la información será de cargo del solicitante.


A su turno, el numeral 6) agrega un nuevo artículo 13 ter, que impone las sanciones para los funcionarios públicos que, de manera arbitraria, obstruyan o impidan el acceso del solicitante a la información requerida. Clasifica en sanciones en leves, graves y muy graves.



El numeral 7) establece las reglas de competencia para conocer los requerimientos del solicitante que hayan sido denegados. Así, expresa que será el juez de letras en lo civil del domicilio del órgano o institución requerido, o del suyo propio, que se encuentre de turno según las reglas correspondientes, el que conocerá el amparo al derecho consagrado en el artículo precedente.



El numeral 8) sustituye el artículo 5° de la Ley de Bases de Administración del Estado, que dispone que la sentencia que ordene la entrega de información establecerá un plazo para ello. Faculta también al tribunal para imponer una multa al funcionario infractor de entre dos a diez unidades tributarias mensuales. El proyecto sugiere que para el caso de que la información no sea entregada, o bien lo sea fuera de plazo, la sanción para el funcionario será de dos a diez unidades tributarias mensuales.


Por su parte, el numeral 9) deroga el inciso sexto del artículo 14, que prescribe que los costos serán de cargo del requirente, salvo excepciones legales.



Finalmente, el numeral 10) del artículo primero de la moción agrega un nuevo artículo 14 bis a la Ley General de Bases de la Administración. Dicha norma prescribe que los actos y documentos que hayan sido publicados en el Diario Oficial y aquellos que digan relación con las funciones, competencias y responsabilidades de los órganos de la Administración del Estado, deberán estar a disposición del público. Para estos efectos, el servicio respectivo mantendrá un índice o registro actualizado a disposición del público.


El artículo 2º deroga el inciso segundo del artículo 16 de la ley Nº 19.880, sobre Procedimientos Administrativos. El referido precepto establece la publicidad de los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los documentos que le sirvan de sustento o complemento directo o esencial, salvo las excepciones que la ley o el reglamento dispongan. 


Por último, el artículo 3º incluye un inciso final en el artículo 5º A de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que consagra el principio de probidad y transparencia en el actuar de los Senadores y Diputados. La norma propuesta sugiere declarar excepcionalmente una sesión secreta sólo en tres casos: cuando el Presidente de la República en uso de sus facultades así lo solicite; cuando así lo declaren los Presidentes de ambas Cámaras con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros; y finalmente, las sesiones en que se trate acerca de la rehabilitación de ciudadanía.

- - -

VII. DISCUSIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA


En sesiones de 4 y 11 de mayo en curso, esta Comisión escuchó diversos planteamientos y observaciones formulados por los representantes de las entidades que se han singularizado al inicio de este informe, que se extractan a continuación: 


En la primera oportunidad en que la Comisión se impuso de este asunto intervino la señorita Claudia Lagos, Coordinadora del Programa Libertad de Expresión -ICEI, Universidad de Chile-, quien manifestó su complacencia por la decisión de introducir reformas al actual marco que rige el tema de la información pública en Chile. Del mismo modo, espera que los esfuerzos apunten a profundizar la transparencia y asegurar a todos los chilenos mayores niveles de participación en los asuntos públicos, en la información en manos del Estado y de los entes de relevancia pública. Que estos esfuerzos redunden en abrir mayores espacios para que los ciudadanos ausculten, miren, se involucren, participen y exijan rendición de cuentas a las autoridades, sus representantes políticos, a quienes detentan el poder en virtud del mandato democrático. En definitiva, que estos intentos apunten a la profundización de la democracia.


Agregó que con el correr de los últimos años, diversos organismos internacionales han avanzado en la investigación, promoción y ampliación de lo que se ha llamado derecho de acceso a la información pública. O derecho a saber. De alguna manera, se trata de un derecho íntimamente ligado al derecho a la libertad de expresión, en el entendido de que serían dos esferas en que se manifiesta un mismo fenómeno: la libre circulación de la información y de las ideas.


Varios de los países latinoamericanos han incluido el “derecho a saber” en sus constituciones, leyes y normas administrativas. Muchos otros se encuentran actualmente revisando proyectos de ley en esta materia. Hay numerosas actividades de entidades periodísticas, de derechos humanos y sociales que impulsan la promulgación o mejoramiento de leyes de acceso a la información pública en la región. Hay una demanda ciudadana por conocer, fiscalizar e involucrarse en la marcha de los asuntos públicos, en la administración de lo común, de lo que, de alguna manera, pertenece a todos.


Esa preocupación de ciertas organizaciones regionales y locales, continuó, tiene su correlato también en los organismos internacionales de los cuales Chile forma parte. El último informe anual del Relator para la Libertad de Expresión de la OEA dedica un capítulo a la materia. Desde el 2001, la Relatoría ha instado a los Estados partes del organismo interamericano a impulsar medidas tendientes a asegurar, garantizar y fomentar el acceso a la información pública de todos sus ciudadanos y ciudadanas. Esto, en tanto se trata de un derecho fundamental y un aspecto crucial en el fortalecimiento de las democracias de la región.


Así lo destaca en el informe del año 2003, donde asegura que la implementación efectiva del derecho de acceder a información pública “constituye la piedra angular para la consolidación del derecho a la libertad de expresión y ofrece un marco para el establecimiento de políticas de transparencia, necesarias para fortalecer a las democracias”. Y así lo destacó en su último informe: “la garantía del acceso público a información en poder del Estado no sólo es una herramienta práctica que fortalece la democracia y las normas de derechos humanos y promueve la justicia socioeconómica, sino que es, también, un derecho humano protegido por el derecho internacional”.


Señaló que la OEA ha destacado que es este un derecho fundamental, incorporado en el artículo 13 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. Además, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, en su último informe, menciona los beneficios para el desarrollo económico que importaría fomentar, garantizar y promover un mayor acceso a la información pública.


Hizo presente, enseguida, que garantizar y profundizar este derecho forma parte también de la agenda de organismos como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, Transparencia Internacional, la Organización de Naciones Unidas y la Unión Europea, por mencionar algunos.


En Chile, el Programa de Libertad de Expresión, la Coalición Proacceso, Corporación Participa, Corporación Forja, el Capítulo Chileno de Transparencia Internacional y diversas organizaciones sociales y académicas han emprendido esfuerzos diversos tendientes a: 1) indagar en las posibilidades de acceder a información pública; 2) identificar las áreas grises y las prácticas de secretismo que se mantienen; 3) contribuir a mejorar la legislación y la normativa pertinente; 4) formar académicamente a nuevas generaciones en los conceptos y prácticas de acceso a información pública; 5) colaborar en la difusión pública de los principios de transparencia y del “derecho a saber”.


Refiriéndose al ejercicio del periodismo y el acceso a la información pública, citó a Lorenzo Gomis, quien ha dicho que “la lectura del diario con el desayuno; la escucha del noticiario radial al despertar; los noticiarios televisados con que se interrumpe la jornada para escuchar las noticias son las formas actuales de contacto o comunicación con el entorno. Lo que los medios de comunicación hacen es ofrecer el presente social”.


Continuó expresando que más allá de los análisis críticos que puedan hacerse de los medios de comunicación y el periodismo, necesarios para fortalecer el debate sobre estas materias, lo cierto es que los “medios median”. En mayor o menor medida, nuestros días, nuestra vida está “interrumpida” por ciertos ritos comunicacionales marcados por el ritmo de la televisión, de los reality show, de los noticieros radiales y televisivos o al pasar las hojas del periódico o la revista mensual. Con esos ritos la gente quiere informarse; formarse una opinión, enriquecer las miradas, interesarse por el prójimo, la marcha de nuestra región, país o la sociedad en su conjunto. Interesa saber por quién y por qué votar; conocer quiénes son nuestros representantes, qué nos prometen y cómo cobrarles sus promesas.


Diversos instrumentos internacionales reconocen la importancia de la libertad de prensa y la labor de los medios y la libertad de expresión en una democracia:


“No hay personas ni sociedades libres sin libertad de expresión y de prensa. El ejercicio de ésta no es una concesión de las autoridades; es un derecho inalienable del pueblo. Las autoridades deben estar legítimamente obligadas a poner a disposición de los ciudadanos, en forma oportuna y equitativa, la información generada por el sector público”.


(Declaración de Chapultepec adoptada por la Conferencia Hemisférica sobre Libertad de Expresión celebrada en México, D.F., el 11 de marzo de 1994).


“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye (…) el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.


(Artículo 19, Declaración de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas (1948)).


Manifestó enseguida que en palabras del director del diario El Universal (México), Roberto Kock, “los medios, pensados como pilar de un sistema democrático (…) difunden información pública y someten el gobierno al escrutinio; permiten la participación de los ciudadanos proporcionando un canal de dos vías de información entre los gobernados y los gobernantes; en algunos casos, la cobertura de los medios colabora a definir la agenda de los asuntos públicos de interés ciudadano que el gobierno debe atender; los medios independientes aseguran que la diversidad de perspectivas sobre los asuntos públicos será escuchada, fortaleciendo el pluralismo propio de un sistema democrático; los medios independientes funcionan como un contrapeso del poder (un contrapoder) para evitar abusos del poder sobre los ciudadanos”.


Agregó que la realidad mexicana difiere de la chilena en este aspecto, sobre todo si se considera que tanto editores como directores de los medios más importantes de ese país se han comprometido públicamente con la defensa y promoción de normativas de acceso a la información pública. Mientras, en Chile los editores conocen vagamente o derechamente ignoran la existencia de normativas administrativas y legales referidas al acceso a la información pública según lo han develado diversos estudios y la experiencia cotidiana del ejercicio periodístico.


Para abordar el ejercicio del periodismo y su relación con el acceso a la información pública, hizo referencia a algunos estudios que hasta ahora se conocen.


Una encuesta del Centro Internacional para Periodistas (ICFJ por sus siglas en inglés), aplicada a cientos de periodistas de las Américas, arrojó las siguientes conclusiones:


- El 84% de los periodistas entrevistados, provenientes de 18 Estados miembros de la OEA, entendía que era difícil o muy difícil obtener información o documentos de funcionarios públicos en sus países.


En el mismo orden, observó que como corresponsal en Santiago del Instituto Prensa y Sociedad (IPYS), ha monitoreado los casos que hasta la fecha han conocido los tribunales sobre acceso a información pública. En ese contexto, reprodujo las conclusiones de los sucesivos informes anuales sobre la materia: 


“Durante 2003 se ‘avanzó’ en las restricciones al acceso a la información luego que decenas de servicios públicos han dictado resoluciones que establecen qué actos y documentos son secretos o reservados, de acuerdo al reglamento correspondiente, dictado por el Ministerio Secretaría General de Gobierno mediante decreto Nº 26, del 28 de enero de 2001. 


Además, diversos directivos de medios de comunicación han reconocido que nunca han utilizado la Ley de Probidad para exigir información”.


Un estudio de la Asociación Nacional de la Prensa y de la Universidad Diego Portales arrojó algunas conclusiones relevantes luego de entrevistar a decenas de editores y periodistas:


- El marco legal restringe el acceso a la información, pero no es el factor más importante: pese a la negativa evaluación y al escaso conocimiento del contenido de la legislación, los factores más relevantes son la “escasa disposición de las instituciones y autoridades” (voluntad de entregar información) y la “autocensura de los medios de comunicación” (voluntad de publicarla). 


- Los mecanismos más efectivos para acceder a la información son los que permiten un acceso directo a la fuente: se confía más en la entrega personalizada de la información (formal o informal). 


- Las dificultades que enfrentan periodistas y editores para acceder a información dicen relación con mecanismos de entrega informal, poco claras y con prácticas evasivas: el abuso del off the record, no contestar llamados telefónicos y dar instrucciones a subalternos para no hablar con la prensa.


Entre otros resultados del citado estudio, continuó, las instituciones vinculadas al ámbito económico están mejor evaluadas en cuanto a su disposición a entregar información, no así las empresas (mayoritariamente reguladas). Del mismo modo, editores y periodistas desconfían de la información que entregan partidos políticos, parlamentarios, ministerios y servicios públicos en general. El Poder Judicial, según este estudio, es el peor evaluado por periodistas y editores.


En el caso de los municipios, su impresión es la siguiente: 


Debido a una investigación periodística en la cual colabora desde hace varios meses, ha debido consultar permisos de edificación de diversos municipios de la Región Metropolitana. La experiencia ha estado marcada por enormes diferencias de acceso, justificación de la solicitud, entrenamiento y capacitación del personal, arbitrariedad y criterios de los funcionarios a cargo de la atención al público, entre otros motivos. Así, en un municipio la información solicitada está archivada de tal manera que la consulta resulta rápida y expedita. Incluso, facilita la copia inmediata de los documentos necesarios. Los funcionarios no pidieron justificar la consulta.


En otro municipio, el primer obstáculo fue el mecanismo de archivo y almacenaje. La documentación se encontraba en dependencias distintas a la oficina de consulta del público y, por lo tanto, el interesado debía completar un breve formulario con la información solicitada y volver al día siguiente para consultar el volumen en que estaba archivada. Además, los funcionarios establecían un tope máximo de documentos a consultar por cada vez que el interesado lo requería. Así, uno podía revisar como máximo tres documentos al día.


En un tercer municipio, el funcionario exigió completar un extenso formulario con datos personales, como nombre, dirección, profesión, cédula de identidad, justificación de la consulta, entre otros antecedentes. Además, permitía leer solo un documento a la vez. Y cada consulta debía justificarse nuevamente y entregar los antecedentes personales requeridos. Además, no había facilidades de fotocopias o espacio donde el interesado pudiera tomar apuntes. Lo insólito de estos casos es que, con uno o dos datos claves, es posible encontrar esta información en las bases de datos electrónicas de organismos como la Tesorería General de la República o del Servicio de Impuestos Internos. Sin embargo, los cambios de numeración, por ejemplo, pueden “esconder” la información de una propiedad en los registros electrónicos y se hace necesario consultar el respaldo en papel depositado en la municipalidad respectiva. Entonces, se trata de información que se podría encontrar vía Internet, pero su acceso directo en la oficina respectiva es más escabroso. Sin tener estudios concluyentes sobre esta materia, es dable aventurar que se dibuja una iniquidad en el acceso a la información asociada a la brecha digital.


Expresó que también ha encontrado dificultades y, derechamente, negativas en organismos como el Ministerio Secretaría General de Gobierno, la Secretaría de Comunicación y Cultura, el Ministerio de Educación, en temas tan disímiles como la inversión publicitaria del Estado y los balances y memorias de las instituciones privadas de educación superior. En este último caso, hace algunos años las indicaciones de los funcionarios fueron muy creativas: por teléfono, explicaban que la oficina que, en teoría, mantenía archivada dicha información, no se encontraba en las mismas dependencias del Mineduc y que no era posible obtener su dirección.


Luego, hay organismos que han avanzado en lo que se denomina gobierno electrónico, que supere un primer nivel de plataforma de servicios (entrega de certificados en línea, por ejemplo) y ofrezca al internauta interesado información y antecedentes que respalden las actuaciones de sus servicios o permitan acceder a bases de datos electrónicas. Ahí se encuentran instituciones como el Servicio de Impuestos Internos, el Registro Civil, el Conservador de Bienes Raíces de Santiago, el Poder Judicial, la Biblioteca del Congreso Nacional o la Tesorería General de la República. Sin embargo, la mayoría de los sitios electrónicos de dichos organismos mantienen deficiencias de usabilidad y entorpecen una búsqueda ágil, rápida, eficiente, lo que redunda, finalmente, en dificultar el acceso a la información pública.


Agregó que existen instituciones vetustas, de enorme relevancia en archivos de carácter público, como el Archivo Judicial o los conservadores de bienes raíces de las diferentes regiones. Como se ve, se podría afirmar que cierta información que se busca está en alguna parte. El problema es cómo encontrarla. 


A su juicio, hay superposiciones de legislaciones que la jurisprudencia ha resuelto privilegiando la ley particular por sobre la ley de bases generales de la administración del Estado, justificando así la denegación de información. Y en ese marco se defiende, por ejemplo, mantener el secreto de la discusión, las actas y las votaciones de ciertas sesiones de las cámaras legislativas y de sus comisiones. Conseguir las actas de una comisión del Parlamento, por ejemplo, se vuelve un acto de voluntarismo.


Ejemplos hay muchos más.


Lo que importa destacar, en relación con el proyecto en cuestión, es que parece más bien un ajuste de deficiencias que registra la actual normativa. Sin embargo, no aborda sustancialmente los problemas arriba descritos. Si bien los casos presentados aquí someramente responden al ejercicio periodístico y académico, lo cierto es que las dificultades encontradas pueden ampliarse a los ciudadanos que desconocen los intersticios a través de los cuales se mueve la administración pública.


Del mismo modo, cree que el proyecto no se hace cargo integralmente de las necesidades de promoción y capacitación ligadas a la labor de garantizar el mayor acceso a la información pública. Según ha destacado la Corporación Participa, en diversos talleres que ha desarrollado con funcionarios públicos, las principales demandas en esta materia son: desconocimiento de la normativa; falta de voluntad política de las autoridades superiores para incorporar criterios de mayor transparencia y entrega de información pública, y falta de capacitación. Ninguno de estos temas, expresa, se resuelve con el actual proyecto en cuestión.


A continuación, hizo presente que el derecho a saber debe alcanzar a todos los chilenos y chilenas. En el caso del periodismo y la prensa, en general, son más renuentes a utilizar los mecanismos formales vigentes por desconocimiento y porque privilegian vías más rápidas de acceso que, finalmente, se vuelve privilegiado.


Por tales motivos, manifestó su disposición a contribuir a un proyecto de ley integral, que aborde aspectos normativos, pero también que facilite el acceso a la información a través de mecanismos de gobierno electrónico modernos, mandatos también de la agenda temática impulsada por el Gobierno pero que presenta retrasos y avances dispares.


De esta manera, señaló que acceder a la información pública trae aparejados los siguientes beneficios:


1. Menos corrupción.


2. Mejor gobierno.


3. Buen uso de los recursos de todos los chilenos y chilenas (humanos, económicos, materiales).


4. Mayor involucramiento de los ciudadanos con los asuntos públicos.


5. Procesos de toma de decisiones (públicas y privadas) de mejor calidad en tanto se permite contar con mayores antecedentes para discernir.


6. Servicios al ciudadano más útiles para su vida diaria.


7.- Procedimientos burocráticos y administrativos más expeditos y, por lo tanto, más cercanos a sus usuarios (periodistas o ciudadanos).


Señaló, por último, que el Relator para la Libertad de Expresión ha recomendado a los Estados partes de la OEA diseñar “políticas que promuevan y divulguen la existencias de estos derechos individuales y colectivos como herramientas legales para alcanzar la transparencia de los actos del Estado, para proteger la intimidad de las personas frente a manejos arbitrarios o ilegítimos de datos personales y como medio de fiscalización y participación de la sociedad. 

- - -


El señor Pedro Anguita expresó que la moción parlamentaria tiene como objetivo principal corregir las deficiencias prácticas existentes en la legislación vigente sobre acceso a la información pública, para lo cual propone un conjunto de modificaciones a las que se refiere a continuación. Señaló que la iniciativa legal pretende sólo regular el acceso a la información respecto a la Administración del Estado y el Poder Legislativo, reservando para una oportunidad posterior la posibilidad de extender tales principios a la actuación administrativa del Poder Judicial y los órganos que con ella colaboran. 


Continuó afirmando que las innovaciones más relevantes de la moción parlamentaria se vinculan con la propuesta de incorporar dos principios esenciales que deben estar presentes en toda legislación eficaz de acceso a la información. 


El primero, denominado “Principio de la Máxima Divulgación” se sintetiza en la presunción de que toda información en poder de los órganos del Estado es prima facie pública, es decir susceptible de ser difundida. Tal principio se fundamenta en la idea que la información que detentan y obtienen las autoridades estatales no se genera para el beneficio de los funcionarios públicos sino para la ciudadanía. 


Seguido de lo anterior, el segundo principio se refiere a la amplitud con que debe comprenderse el término información. El D.F.L. Nº 1/18575 restringía el acceso a la información sólo a los actos administrativos y a los documentos que le sirvieran de complemento directo o esencial. Las leyes de acceso eficaces le confieren al término información el sentido más amplio, y así lo deben recoger las normas que se refieran al efecto. La información comprenderá todo registro en poder de los órganos del Estado, con prescindencia de su origen y de si se trata formalmente de un acto que se adecue a la definición de acto administrativo. De este modo, la palabra información debe abarcar todo tipo de sistemas de almacenamiento o recuperación, incluyendo documentos, películas, microfichas, videos, fotografías, cualquiera sea su formato, analógico, digital, en disquete en CD-ROM etc.; 


Relacionado con lo anterior, expuso que en esta misma ubicación -tal vez de un modo inconveniente- se incluyen en el proyecto otras importantes innovaciones. En primer término, el acceso a la información propuesto comprende no sólo a la creada por el órgano requerido, sino que también a la que haya sido obtenida por él, e incluso a la que se encuentre en su posesión o control. En segundo lugar, el concepto de “información pública” es ampliado en el proyecto, al comprender a todo tipo de documentación que sea financiada con presupuesto público, sin perjuicio de las excepciones legales. Finalmente, el reforzamiento del principio también está dado por la propuesta, al comprender la información que consta en actas o expedientes, aunque, a su juicio, se encuentra inadecuadamente ubicada en el Nº 1 de la moción. Creemos que tal mención quedaría mejor en el punto Nº 2 de la moción.


En relación con los plazos, señaló que la propuesta amplía el plazo excesivamente corto del D.F.L. Nº 1/18.575 de 48 horas a 10 días hábiles, término que parece razonable. 


Otro aspecto acertado en la reforma y que tiene la máxima importancia, según su opinión, se relaciona con el régimen de excepciones al acceso a la información, es decir, quiénes y bajo qué criterios o estándares pueden acceder a la entrega de información. En la exposición de motivos de la iniciativa se constata que la consagración del derecho de acceso a la información fue desvirtuado por el significativo número de reglamentos dictados por muchas agencias estatales, que calificaron en términos amplísimos de secretos y reservados prácticamente toda la documentación producida por tales órganos. 


A propósito de la reserva legal de las causales de denegación de informaciones, estimó que ésta producirá el positivo efecto de que los órganos del Estado no podrán en forma previa declarar la reserva o secreto de lo solicitado, sino que deberán, en los casos que se justifique, denegar lo requerido caso a caso. En este sentido, es dable afirmar que no existió ninguna necesidad que los órganos del Estado clasificaran previamente su documentación, como ordenó el D.S. Nº 26 a partir del año 2001. Así, las nuevas leyes especiales que podrán dictarse en el futuro estarán sometidas al control político del Congreso Nacional.


A continuación, expresó que dentro de las propuestas, tal como ha sido la experiencia en el derecho comparado, la existencia de un órgano administrativo autónomo e independiente resulta esencial para la operatividad de la ley. Recientes leyes de acceso a la información dictadas en Gran Bretaña y México crean tal instancia administrativa. La omisión de un órgano administrativo dejaría sólo la instancia de revisión judicial, lo cual supone una barrera de entrada a un número significativo de ciudadanos. Dentro de las atribuciones del ente estatal debiera incluirse la competencia para conocer y resolver las negativas e impugnaciones de acceso a la información que dictaminen los órganos públicos requeridos. Una condición esencial para el adecuado funcionamiento de estos órganos, es la creación de un estatuto que le asegure autonomía a la Administración del Estado, y que debe estar integrada por personas independientes. Además, estimó, este ente debe estar dotado de potestades sancionatorias respecto a funcionarios públicos que exhiban una conducta obstructiva, de modo que tenga un efecto disuasivo en la denegación de solicitudes de acceso. Así sería el órgano el encargado de aplicar el régimen de sanciones sin perjuicio de que el funcionario pueda solicitar la revisión judicial del castigo.


Adujo que sería pertinente que este tema debiese estar regulado en un solo cuerpo normativo, de manera que tanto la divulgación de la misma y su eficacia sean cercanos a la ciudadanía.


Otro importante aspecto que, a su juicio, debiera incluirse en el proyecto de ley actualmente en trámite, guarda relación con la posibilidad de desalentar la litigación por la vía de exigir a los distintos órganos que componen la administración del Estado un conjunto mínimo de información que deben poner a disposición del público. La Ley de Bases de Administración del Estado sólo alude a la información que no se encuentra disponible al público de modo permanente, sin imponer el deber de suministrar un mínimo de antecedentes. El Reglamento contenido en el D.S. Nº 26, en su artículo 4º, se refiere a ciertos índices y registros que los servicios públicos deben mantener, lo cual es notoriamente insuficiente.


Finalmente, estimó de importancia sugerir que el conocimiento de las demandas, también llamadas “amparo de información”, se radique en los Tribunales Superiores de Justicia, tal cual ocurre con el procedimiento que en la actualidad rige al recurso de protección.

- - -


En la sesión de 11 de mayo, la Comisión se impuso del planteamiento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, por intermedio de la abogada señora Susana Rioseco, quien señaló que el Ejecutivo coincide con la necesidad de perfeccionar la actual legislación sobre acceso a la información y que, sin perjuicio de los comentarios y aportes específicos que se formulen durante su tramitación, desea manifestar su disposición a colaborar en el éxito de esta iniciativa.


Enseguida, puntualizó que el acceso a la información pública se encuentra actualmente regulado en los artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, normativa que fue incorporada a nuestro sistema por la Ley Nº 19.653, sobre probidad administrativa.


Esta normativa no se contempló en el proyecto original sobre probidad, sino que se abordó en una iniciativa específica sobre acceso a la información administrativa, compuesta de 28 artículos. En la discusión de este último proyecto, se intentó incorporar la regulación del derecho de acceso a la Ley de Prensa. Sin embargo, ello podía interpretarse como que este derecho se restringía a los periodistas, por lo que en el Senado se optó por  incorporarlo a la LOC sobre Bases Generales de la Administración. 


Agregó que la incorporación de este derecho en nuestro ordenamiento fue notable, particularmente porque a diferencia de la mayoría de los países en que este derecho está consagrado normativamente, se prescindió de dos supuestos previos: la Ley de Procedimiento Administrativo, que regula las etapas y trámites del proceso de formación de un acto administrativo y la ley de secretos oficiales. 


La ausencia de dichos supuestos normativos, en particular la inexistencia de una ley de secretos oficiales, obligó al legislador a convocar al reglamento para establecer actos sujetos a secreto o reserva, asumiendo las complicaciones que ello implica.


Continuó expresando que es precisamente la referida convocatoria a la colaboración reglamentaria y el reglamento dictado al efecto, lo que más polémica ha originado durante la aplicación de la actual regulación. Específicamente, porque dicho reglamento definió los criterios para declarar un documento como reservado o secreto y entregó a cada uno de los distintos organismos de la Administración la determinación específica de sus propios actos y documentos sujetos a secreto o reserva. 


Esta normativa reglamentaria tuvo por objeto uniformar y objetivar los casos de secreto y reserva para la multiplicidad de organismos y entidades que dentro de la Administración están sujetas a la regulación sobre acceso a la información, intentando evitar la calificación caso a caso por diversos funcionarios e instituciones. Hasta la fecha, se han dictado cerca de 90 resoluciones en virtud de la normativa referida.


Sin embargo, el mecanismo descrito no rindió los frutos esperados y, en cambio, originó diversas resoluciones excesivas, dónde se incluyeron asuntos o documentos que por su naturaleza no debían comprenderse dentro de la reserva de la Administración, motivando impugnaciones judiciales y reclamos ante organismos internacionales.


Las controversias anotadas llevaron a que en diciembre de 2004, el Gobierno decidiera suspender la dictación de resoluciones sobre secreto y reserva, para lo cual el Ministro Secretario General de la Presidencia impartió instrucciones a todos los Ministerios y sus servicios dependientes o relacionados.   


Enseguida, refiriéndose a la idea de legislar, hizo presente a la Comisión los siguientes elementos para contextualizar la discusión de la iniciativa en estudio:


El año 2003 se dictó la Ley de Procedimiento Administrativo, normativa que tiene un alto impacto en materia de acceso a la información, toda vez que regula y garantiza el derecho de las partes o interesados en un acto administrativo, a conocer todas las actuaciones, trámites y documentos que integran el expediente respectivo, durante el proceso de formación del acto.


Lo anterior determina que el acceso a la información, genéricamente consagrado en la Ley de Bases de la Administración del Estado, queda restringido al amparo del derecho a obtener información de la Administración por parte de personas que no son parte ni tienen interés en un procedimiento administrativo.


Actualmente, se tramitan en la H. Cámara de Diputados un conjunto de reformas constitucionales ya aprobadas por el Senado, entre las cuales se contempla la consagración constitucional del derecho de acceso a la información pública, incluyendo la definición de las causales que autorizan al legislador para establecer el secreto o reserva.


En este contexto, es conveniente adecuar el ritmo de esta iniciativa al despacho de la mencionada reforma constitucional, pues ella determinará el parámetro aplicable a la regulación legal que en la materia se dicte.


A continuación, manifestó que el Ejecutivo coincide con la necesidad de perfeccionar la actual normativa sobre acceso a la información pública, pero incorporando las modificaciones pertinentes a la actual regulación de la LOC de Bases Generales de la Administración, y evitando la dictación de un nuevo cuerpo legal sobre la materia. En su opinión, ello permite, de un lado, aprovechar los aspectos positivos de la actual regulación y, del otro, no confundir a los particulares con nuevas normas en aquellos aspectos de la regulación vigente que ya están asentados y no generan dificultades.


En igual sentido, señaló que la iniciativa parlamentaria en estudio abre la posibilidad de concordar las modificaciones que se requiere introducir a la regulación del derecho de acceso y que genera un escenario propicio para un debate de fondo sobre el tema. Por ello, se considera que la modificación legal es la vía correcta, no así la judicialización vía nulidad de derecho público que se ha intentado respecto del reglamento actualmente vigente. 


Enfatizó que, en opinión del Gobierno, los perfeccionamientos y correcciones a incorporar deberían centrarse en:


a) Garantizar el derecho de acceso a la información frente a todo órgano y poder del Estado y no sólo frente a la Administración como ocurren en la actualidad.


b) Consagrar las causales de secreto o reserva en la ley y suprimir la actual remisión reglamentaria y la convocatoria a la intervención de la Administración.


c) Corregir el plazo establecido para responder el requerimiento de información, pues el actual de 48 horas, es sin duda insuficiente.


Precisó que en estos aspectos, el Ejecutivo comparte la regulación propuesta en la moción parlamentaria y estima que en ella se recogen todos los supuestos en que se requiere limitar el derecho de acceso a la información pública.


Sin perjuicio de lo dicho, también señaló, a título de prevención, que la consagración legal de ciertas causales de secreto o reserva más o menos genéricas o abiertas, conlleva el riesgo de que sean aplicables con criterios dispares, pues su calificación quedará entregada a la ponderación que en cada caso haga el funcionario o entidad requerida.


En lo referente a la posibilidad de que el Ejecutivo impulse la creación de un órgano autónomo especializado en la defensa del derecho de acceso a la información pública, señaló que, sin comprometer una decisión sobre el punto, podía informar que la evaluación del Gobierno no ha identificado al actual mecanismo de amparo (vía judicial) como uno de los aspectos insuficientes o problemáticos de la normativa vigente; que con la consagración legal de las causales de secreto o reserva y la supresión de las normas administrativas que actualmente rigen la materia, se debería producir una disminución relevante de los casos de denegación de información, por lo que no habría motivo para innovar en el mecanismo de amparo vigente; y que la posición del Ejecutivo en materia de protección de los derechos de los ciudadanos, incluido el derecho de acceso, ha sido impulsar la creación del Defensor del Ciudadano, para lo cuál ha presentado un proyecto de reforma constitucional.


En relación con las causales de secreto y reserva que el Ejecutivo considera adecuadas, sobre el tiempo en que debería mantenerse el secreto y sobre la obligación de publicidad de los documentos del Presidente de la República, manifestó:


Respecto del último punto, efectivamente no existe normativa que regule el destino de los documentos y correspondencia de un mandatario, salvo aquella que se expide a través de organismos de la Administración, como los instructivos y oficios, y que por ello, cada ex mandatario ha resuelto sobre el destino y publicidad de dicha documentación.


En cuanto a las causales de secreto, manifestó que el Ejecutivo coincide con las propuestas en la iniciativa parlamentaria en estudio, pues en ellas se recogen los supuestos en que la limitación del derecho de acceso puede ser justificada.


Por lo que hace al tiempo en que debe durar el secreto o reserva, puntualizó que, sin perjuicio de discutir el plazo específico, el Ejecutivo estima adecuada la fórmula prevista en la moción, esto es, que la ley defina un plazo máximo y faculte a la autoridad competente para levantar el secreto con anterioridad cuando haya desaparecido el motivo de la reserva.


Finalmente, formuló las siguientes precisiones:


a) Durante la vigencia de la actual normativa sobre acceso a la información, no obstante las dificultades ya anotadas, se han recogido experiencias prácticas positivas e interesantes que debieran tenerse en vista al estudiar las modificaciones que se proponen. Así, por ejemplo, es imprescindible cautelar la primacía de la función administrativa o pública que el órgano o institución requeridos están llamados a atender, de modo que el ejercicio del derecho de acceso no se transforme en un entorpecimiento del funcionamiento normal; precisar que la obligación de los órganos requeridos es proporcionar la documentación que poseen o generan en su función, y no producir información a petición de particulares; especificar que el derecho de acceso debe ejercerse con prudencia y de modo razonable.


b) Sobre el estudio presentado por la organización no gubernamental “Participa”, señaló que el dato más llamativo de sus resultados es el referido al alto porcentaje de requerimientos no contestados, más que los denegados en virtud del secreto o reserva. Al respecto indicó que la iniciativa en estudio no necesariamente corregirá o revertirá esa tendencia, que en su opinión, obedece más bien a ciertas prácticas arraigadas en los organismos burocráticos que requieren un cambio cultural.


c) Agregó que, sin embargo, la modificación del plazo legal para contestar un requerimiento de información, consignada en la moción y compartida por el Ejecutivo, se evalúa como una medida concreta a favor de aumentar el porcentaje de respuesta efectiva.

- - -


En la misma oportunidad que la intervención precedente, la Comisión escuchó al señor Juan Pablo Olmedo Bustos, en representación de la entidad Pro Acceso a la Información Pública expresó que este organismo se constituyó como una coalición ciudadana que haciendo suyo lo expresado en su oportunidad por la Comisión de Ética Pública el año 1994, en cuanto a que “el éxito de una política de promoción de la ética pública depende del nivel de información y compromiso de la sociedad civil para desempeñar un rol activo contralor”, ha definido y adherido a una instancia de coordinación y participación ciudadana destinada a colaborar con el Estado en el esfuerzo por profundizar una cultura de transparencia en la sociedad.


Señaló enseguida que Pro Acceso a la Información Pública considera que siendo significativos los avances institucionales generados durante los últimos 10 años, se advierte que el principio de transparencia en la función estatal no ha sido acompañado de una institucionalidad pública y activa que habilite la formulación e implementación de mecanismos destinados a recopilar, sistematizar, evaluar y difundir, de manera permanente, información a la comunidad, omisión a la que se suman prácticas de reserva en la Administración del Estado que, canalizadas a través del D.S. Nº 26 del año 2001, sobre Secreto y Reserva, y las múltiples resoluciones dictadas en su cumplimiento, confirman la tradición de secreto en la Administración del Estado, situación que ha llamado la atención de la comunidad internacional.


Recientemente el Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, Tratado Internacional suscrito y ratificado por Chile, en su informe de 6 de febrero del año 2004, detectó la anomalía descrita y recomendó al Estado de Chile la modificación de la ley y de la norma reglamentaria, poniendo especial énfasis en la necesidad de reducir la arbitrariedad en las causales legales de reserva, como es el caso de los reglamentos y aquella basada en el buen funcionamiento del órgano.


En el mismo sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con fecha 8 de abril pasado, ha recomendado al Estado de Chile en el caso 12.108 modificaciones legales, que se incluyan las medidas necesarias para la creación de prácticas y un mecanismo que garantice el acceso efectivo a la información pública, encontrándose pendiente el plazo al Estado para los efectos de dar respuesta a esta recomendación.


Por lo anterior, la iniciativa promovida por los Senadores señores Hernán Larraín y Jaime Gazmuri es oportuna y necesaria, y no sólo debe aspirar a rectificar el abuso incurrido por la Administración del Estado, en lo que concierne a la derogación de la norma reglamentaria como causal de secreto y reserva, sino que, dando cumplimiento a los propios postulados de la Política Pública de Ética y Probidad al Servicio de los Ciudadanos y a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado, se oriente a incorporar los mecanismos que promuevan una cultura de la transparencia y garanticen el derecho de acceso a la información pública.

- - -


En la misma sesión de 11 de mayo pasado, intervino el abogado señor Miguel Angel Fernández González, quien inició su exposición señalando que este proyecto de ley se inserta en el proceso originado a instancias de la Comisión de Ética Pública formada durante el gobierno del Presidente Frei Ruiz - Tagle, en 1994, la cual propuso, entre otras medidas, legislar sobre el acceso de la ciudadanía a la información en poder de la Administración Pública.


Desde luego, advirtió que el tema del acceso a la información constituye una cuestión de ética, o sea, incide en la manera correcta o adecuada como han de conducirse los funcionarios públicos de frente a la ciudadanía.


Como consecuencia de aquella proposición se dictó, en 1999, la Ley de Probidad que se inserta en la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, incorporando los principios de transparencia y publicidad y un procedimiento judicial tendiente a hacer efectivo el acceso a las informaciones que se encuentren en poder de la Administración.


Tras cinco años de vigencia y aplicación de esa normativa, la experiencia breve pero significativa que se ha acumulado, permite formularle perfeccionamientos y correcciones. En este contexto, estima que se inserta el proyecto de ley en análisis, el cual puede ser todavía, en los trámites posteriores, mejorado.


En el ámbito de la discusión en general del proyecto, plantea algunas consideraciones que poseen ese carácter, sin perjuicio de mencionar que ellas están siendo incorporadas en un proyecto de ley que se encuentra preparando Pro Acceso, en cuya elaboración colabora y anuncia que hará llegar a esta Comisión.


Agregó que partiendo de la base que de lo que se trata, por el legislador, es asegurar el principio de la transparencia y publicidad de los actos estatales, resulta menester coincidir con quienes sostienen que el tema de fondo para el cual cabe buscar fórmulas legislativas que contribuyan a superarlo estriba en la cultura del secreto en que han sido formados y se desenvuelven, actualmente, los órganos del Estado y los funcionarios que en él se desempeñan.


En esta perspectiva, continuó, parece razonable, como ocurre en el Derecho Comparado, crear una institución que se oriente, con cualidad preventiva, a promover y capacitar en la aplicación correcta del principio de publicidad, diseñando códigos de conducta y configurando sanas prácticas; a la par la institución que se cree esté dotada de las atribuciones para servir de nexo y conductor de las solicitudes de las personas que requieren información pública; y aún, para acudir, en representación del interés general y para ir contribuyendo a modelar aquellas sanas prácticas, ante los Tribunales cuando la conducta del órgano estatal requerido sea inconsistente con la legislación vigente.


Dicha institución denominada Comisión para el Acceso a Información Pública debe ser un órgano de carácter autónomo, dotado de las atribuciones necesarias para cumplir con sus cometidos en relación con todas las entidades del Estado.


En relación con lo anterior, los principios de transparencia y publicidad se aplican y así debe contemplarlo la ley a todos los órganos estatales y no sólo a la Administración Pública, pues no aparece razón que justifique la exclusión de las demás entidades públicas, como el Congreso Nacional o el Poder Judicial.


Por lo demás, entenderlo así y disponerlo de esta manera, el proyecto es consistente con la reforma constitucional, actualmente pendiente en segundo trámite de la Cámara de Diputados, que incorpora dicho principio entre las Bases de la Institucionalidad en el artículo 8° de la Constitución. El Senado ha aprobado y la Cámara pareciera que va a proceder en el mismo sentido, por hacer aplicable aquellos principios a todo el Estado y no sólo a la Administración, con lo cual este proyecto sobre acceso a información pública debe ser coherente con aquella normativa suprema.


Por último y en relación con algunos asuntos vinculados a la experiencia, sobre todo judicial, derivada de la aplicación del procedimiento contemplado en la Ley de Probidad para acceder a información pública, planteó tres cuestiones:


1) Las excepciones a la publicidad


Puede llamar la atención, en primer lugar, que se inserte el tema de las excepciones al principio de publicidad entre las cuestiones meramente procedimentales y no, como suele hacerse, entre los elementos más sustantivos e importantes vinculados con este tema. 


Ello se plantea así, porque debe comprenderse que el principio rector -pronto de rango constitucional- es la transparencia y publicidad de los actos estatales, superando la cultura del secreto, con lo cual las excepciones a dicho principio supremo no son más que excepciones, de interpretación y aplicación restrictiva. El acento y el debate parlamentario no puede centrarse en lo excepcional, que ampara el secreto, sino que debe situarse en el principio que se sustenta y que se persigue defender. 


Por lo anterior, agregó, se vuelve prioritario generar una institucionalidad que, con carácter preventivo y promotor, vaya modelando la conducta ética de los funcionarios y autoridades públicas, en torno al principio y no fundada nada más que en las excepciones. Por lo mismo, las excepciones deben ser constitutivas de causales -que se vayan precisando en la aplicación de la ley por los tribunales y, aún antes, por la Comisión de Acceso en sus sanas prácticas- y no configurativas de casos o listados de documentos secretos, como ha sido la actuación de la Administración, al citar reglamentos o instrucciones que terminan invirtiendo el principio de publicidad y transformando a las excepciones en regla general.


En todo caso, las excepciones deben ser consistentes con las que, en la materia, se encuentran previstas en tratados internacionales que se encuentran vigentes en el país y que deben ser cumplidos por él.


2) Inconstitucionalidad de declarar secretos vía reglamento


Consistente con lo anterior, expresó, queda en evidencia la total improcedencia de declarar por la vía reglamentaria causales de excepción o, aún, tipos o especies de documentos que tendrán el carácter de confidenciales, pues ello sólo puede hacerse por ley.


3) Otras consideraciones


Por último, señaló que aprovechando la experiencia de estos años, es necesario desformalizar o flexibilizar los requisitos para acudir al procedimiento judicial, en consistencia, una vez más, con el carácter de principio que posee la publicidad, pronto de jerarquía constitucional; y es menester aumentar el plazo para que el órgano requerido responda a la solicitud, pues el que actualmente dispone la ley es irreal. En Derecho Comparado, dicho plazo, en promedio, es de quince días, prorrogable por otros tantos.

- - -


Los representantes de Participa y Open Society Justice Initiative, el señor Pedro Mujica y la señorita Helen Darbishire, respectivamente, se refirieron a siete aspectos que el proyecto de ley debería contemplar para efectivamente mejorar nuestro marco legal:


1. La normativa sobre acceso a la información pública ha de involucrar a todas las instituciones del Estado, incluyendo los Poderes Legislativo y Judicial, las empresas privadas que prestan servicios públicos y cualquier institución o persona que reciba financiamiento público. 


2. Dicha normativa no sólo debe referirse a actos o documentos sino que a toda la información que esté en poder de las instituciones mencionadas anteriormente.


3. Las causales de negación de la información deben ser excepcionales y determinadas en la ley. 


4. Es necesario regular el derecho de oposición de terceros a la entrega de información. La legislación actual no requiere que se exprese causal, lo que constituye una arbitrariedad. 


5. Es necesario sistematizar el ordenamiento jurídico y tener un cuerpo legal único y claro. 


6. Han de establecerse plazos realistas para la entrega de información.


7. Justificación: no debe ser necesario acreditar o justificar interés para obtener información pública.


Enseguida, destacaron la necesidad de capacitar a los funcionarios públicos en materia de acceso a la información. Esto se fundamenta a partir de las opiniones de los mismos funcionarios públicos que fueron recogidas por Participa en diferentes oportunidades. Entre ellas, durante los meses de marzo y abril del corriente año, Participa ha realizado cuatro talleres de capacitación para funcionarios en el derecho de acceso a la información pública en materia ambiental en Antofagasta, Valparaíso, Puerto Montt y Santiago. En dichos talleres, los participantes demostraron gran interés en el tema y manifestaron su deseo de continuar y profundizar estas capacitaciones en el futuro. Estos talleres han sido organizados en el marco de la Alianza por el Principio 10, que en Chile se encuentra integrada por Participa, CONAMA y Rides.

- - -

IDEA DE LEGISLAR


Luego de escuchar las exposiciones transcritas y atendidos los fundamentos de la moción y el contenido del articulado, esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Frei y señores Cantero, Gazmuri y Larraín, prestó su aprobación en general al proyecto de ley en informe.

- - -


En consecuencia, habida consideración de la relación y acuerdo precedentes, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de ley. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al D.F.L. Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la LOC sobre Bases Generales de la Administración del Estado:


1. Agregase en el inciso segundo del artículo 13, como párrafo final:


“En virtud del principio de la transparencia de la función pública, toda información que obre en poder de la Administración del Estado es por principio pública. Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir la información de cualquier órgano de la administración del Estado. Este derecho de información también comprende el derecho a acceder a las informaciones contenidas en actas y expedientes, y la posibilidad de formular consultas a las entidades y personas ya señaladas”.


2. Reemplázase el inciso tercero del artículo 13, por el siguiente:


“Son públicos los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado, en los términos señalados en el inciso anterior, y los documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por ella, o que se encuentre en su posesión o bajo su control. Se considerará además, como información pública, cualquier tipo de documentación financiada con presupuesto público, salvo las excepciones legales”.


3. Reemplázase en el inciso noveno del artículo 13, la expresión  “cuarenta y ocho horas”, por “diez días hábiles”.


4. Reemplázase los incisos undécimo y duodécimo del artículo 13, por los siguientes:


“Las únicas causales en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información son las siguientes:


a) Cuando la ley haya calificado dichos documentos o antecedentes como reservados o secretos.


b) Cuando su comunicación o conocimiento impida o entorpezca gravemente el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido.


c) Cuando su comunicación o conocimiento afecte la vida privada de una persona individualizada o identificable, incluidos los expedientes médicos o sanitarios.


d) Cuando puedan lesionar intereses comerciales u otros de tipo económicos, ya sean públicos o privados. 


e) Cuando puedan afectar a la Seguridad Nacional o la Seguridad Pública.


La calificación de reserva, total o parcial, establecida en las letras b) a e) deberá ser fundada y motivada, y sólo procederá sólo si el peligro de daño sobrepasa el interés público que promueve la transparencia y publicidad  de los actos y documentos de la administración o en poder de ésta.


Los actos que la ley declare como secretos o reservados mantendrán dicho carácter por un plazo máximo de 20 años, el cual podrá ser prorrogado mediante decreto supremo fundado. Vencido dicho plazo o levantada la calidad de secreto o reservado, toda persona tendrá derecho a acceder a estas informaciones y la autoridad o instancia correspondiente estará obligada a proveer los medios para expedir las copias pertinentes que le sean requeridas. Sin perjuicio de lo anterior, la declaración de secreto o reserva de documentos específicos podrá ser objeto de revisión judicial y someterse al examen de interés público indicado en el inciso precedente. 


En caso de rechazo de la acción judicial señalada en el inciso precedente, esta no podrá volver a ejercitarse hasta un año después de la sentencia judicial que se pronuncié sobre la declaración de secreto o reserva.


En todo caso, la entrega de copia de los actos y documentos, se hará por parte del órgano requerido sin imponer condiciones de uso o restricciones a su empleo, salvo las expresamente estipuladas por la ley.”.


5. Agrégase el siguiente artículo 13 bis:


“Artículo 13 bis.- La solicitud de acceso a la información debe ser planteada por escrito y habrá de contener los detalles necesarios para su tramitación. Deberá contener, por lo menos, los siguientes requisitos: a) Nombre completo y calidades de la persona que realiza la gestión. b) Identificación clara y precisa de los datos e   informaciones que    requiere. c) Identificación de la autoridad pública que posee la información. d) Lugar o medio para recibir notificaciones. 


Si la solicitud no contiene los datos requeridos, la Administración deberá hacérselo saber al solicitante a fin de que corrija y complete la información solicitada en su caso.  


Si la solicitud es presentada a una oficina que no es competente para entregar la información o que no la tiene por no ser de su competencia, la oficina receptora deberá enviar la solicitud a la administración competente para la tramitación conforme a los términos de la presente ley. En ningún caso la presentación de una solicitud a una oficina no competente dará razón al rechazo o archivo de una solicitud de información.


Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez días hábiles. El plazo se podrá prorrogar en forma excepcional por otros diez días hábiles de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. En su caso, el órgano requerido debe comunicar, antes del vencimiento del plazo de diez días, las razones por las cuales hará uso de la prórroga excepcional.


Si una vez cumplido el plazo previsto en el artículo anterior, la demanda de información no se hubiera satisfecho o si la respuesta a la requisitoria hubiere sido ambigua o parcial, se considera que existe obligación de la administración requerida de entregar la información solicitada en forma completa y a satisfacción del requirente.


La información solicitada podrá entregarse, a petición del requirente, en forma personal, por medio de teléfono, facsímil, correo ordinario, certificado o también correo electrónico o por medio de páginas de Internet que al efecto haya preparado la administración a la que hace referencia el artículo primero de esta ley.


Se deberá prever un sistema que certifique la entrega efectiva de la información al solicitante, tomando las previsiones técnicas correspondientes, tales como reglas de encriptación, firma electrónica, certificados de autenticidad y reportes electrónicos y manuales de entrega.


En caso que la información solicitada ya esté disponible al público en medios impresos tales como libros, compendios, trípticos, archivos públicos de la administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información previamente publicada, con lo cual se entenderá que la administración ha cumplido con su obligación de informar.


El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos de la reproducción de la información serán de cargo del solicitante”.


6. Agrégase el siguiente artículo 13 ter:


“Artículo 13 ter.- Al funcionario público o agente responsable que en forma arbitraria obstruya o impida el acceso del solicitante a la información requerida, se le aplicarán las sanciones administrativas contenidas en la legislación nacional, teniendo en consideración la siguiente ponderación de infracciones:


Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves.


1. Son infracciones leves:


a) No proceder ante solicitud de las personas o instituciones legalmente habilitadas para ello, a la entrega de la información solicitada, o entregarla de forma incompleta.


b) No conservar información actualizada de interés público sobre el cumplimiento de los servicios y de las competencias públicas.


2. Son infracciones graves:


a) Entregar a la ciudadanía informaciones inexactas o falsas sobre los asuntos que son de su interés. 


b) Entregar datos personales protegidos por la ley, sin recabar el consentimiento expreso de las personas afectadas, en los casos en que éste sea exigible.


c) El impedimento o la obstaculización del ejercicio del derecho de acceso y la negativa a facilitar información que sea solicitada.


3. Son infracciones muy graves:


a) La entrega de informaciones secretas o reservadas en forma engañosa y fraudulenta.


b) La comunicación o cesión de los datos de carácter personal, fuera de los casos en que estén permitidas.


7. Reemplazase el inciso primero del artículo 14,  por el siguiente:


“Vencido el plazo previsto en el artículo 13 para la entrega de la información requerida, o denegada la petición por alguna de las causales establecidas en la presente ley, el requirente tendrá derecho a recurrir al juez de letras en lo civil del domicilio del órgano o institución requerido, o del suyo propio, que se encuentre de turno según las reglas correspondientes, solicitando amparo al derecho consagrado en el artículo 13 de la presente ley”.


8. Reemplázase el inciso quinto del artículo 14, por el siguiente:


“La no entrega oportuna de la información solicitada en virtud de la presente ley, en la forma que decrete el tribunal, será sancionada según las normas establecidas en el artículo 13 ter de la presente ley, y con una multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.”


9. Deróguese el inciso sexto del artículo 14.


10. Agrégase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- Los actos y documentos que han sido objeto de publicación en el Diario Oficial y aquellos que digan relación con las funciones, competencias y responsabilidades de los órganos de la administración del Estado, deberán encontrarse a disposición permanente del público, por parte del servicio respectivo, el que deberá llevar un índice o registro actualizado en las oficinas de información y atención del público usuario de la Administración del Estado”.


Artículo 2º.- Deróguese el inciso segundo del artículo 16 de la Ley 19.880 sobre Procedimientos Administrativos.


Artículo 3º.- Agrégase, el siguiente inciso final al artículo 5º A de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:


“En virtud del principio de la transparencia, sólo podrán tendrán el carácter de secretas, las siguientes Sesiones:


Aquéllas en que corresponda tratar alguno de los asuntos que, en conformidad al número 17º del artículo 32 de la Constitución Política de la República, deban discutirse en secreto por haberlo solicitado así el Presidente del a República.


Las que así sean declaradas por el Presidente de la Cámara respectiva, con acuerdo de los dos tercios de los Parlamentarios presentes, cuando los documentos de que haya de darse cuenta, el giro del debate o las observaciones que se formulen, a su juicio, así lo exijan.


Las que se refieran a rehabilitación de ciudadanía, otorgamiento de nacionalidad por gracia y nombramientos”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Larraín (Presidente), señora Frei y señores Cantero y Núñez, y 11 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Larraín (Presidente), señora Frei y señores Cantero y Núñez (señor Gazmuri).


Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2005.





(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO






 Secretario de la Comisión

3

SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE MINERÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN IMPUESTO ESPECÍFICO A LA ACTIVIDAD MINERA

(3772-08)

HONORABLE SENADO:

Vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata“.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto; los asesores de esa Cartera de Estado señores Pablo Bravo, Ignacio Santelices, Pedro Urzúa y Diego Vio; el Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tokman, y los asesores de ese Ministerio, señora Jacqueline Saintard y señor Juan Francisco Galli.


Se hace presente que la Sala del Senado, en sesión de fecha 17 de mayo de 2005, acordó que el segundo informe de la iniciativa fuera evacuado por las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, y autorizó que las indicaciones se presentaran en el seno de las Comisiones unidas, en el momento de su constitución.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 4º y 6º, transitorios.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 15, 18, 21, 22, 24, 25 y 27.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 16, 17 y 26.


IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.


V.- Indicaciones retiradas: números 3 y 6.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 4, 5, 14, 19, 20, 23, 28 y 29.

- - -

DISCUSIÓN

Artículo 1º


Modifica, en siete numerales, la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974.

Número 1)


Agrega, a continuación del actual artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:






“Artículo 34 ter.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.





Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:





1) Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.





2) Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.





3) Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.





El impuesto a que se refiere este artículo será un 5% de la renta imponible operacional del explotador minero.





Cuando, al cierre del ejercicio respectivo, la relación entre la renta imponible operacional y los ingresos totales obtenidos de la venta de productos mineros del explotador minero, sea inferior a un 8%, la tasa del impuesto a que se refiere el inciso precedente se multiplicará por la fracción que resulte de dividir dicha relación por 8%.





Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:





1) Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;





2) Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;





3) Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:





a) Los intereses referidos en el número 1°;





b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;





c) El cargo por depreciación acelerada;





d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y





e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.




4) Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.





Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas, pudiendo, para dicho efecto, considerar los costos y rentabilidades de dichas personas relacionadas y pudiendo también utilizar los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.





Para los efectos de este artículo se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el artículo 34, numeral 2° de la presente ley.





No estarán afectos al impuesto establecido en este artículo los explotadores mineros cuyas ventas anuales de productos mineros hayan sido iguales o inferiores a 8.000 unidades tributarias anuales en el ejercicio respectivo. Para estos efectos, se deberá considerar el monto total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1) del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas, entendiéndose por personas relacionadas aquellas a que se refiere el artículo 34, numeral 2°.”.


La indicación número 1, de S.E. el Presidente de la República, modifica el número 1), del siguiente modo:



a) Sustituye la expresión “artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:” por “Título IV, el siguiente título IV Bis, nuevo:

TITULO IV BIS

Impuesto específico a la actividad minera”;



b) Modifica el nuevo artículo 34 ter, que se crea, de la siguiente forma:




i) Reemplaza en su encabezado, la expresión “34 ter”  por  “64 bis”.




ii) Sustituye los incisos tercero y cuarto del nuevo artículo 34 ter, que ha pasado a ser  64 bis, por los siguientes, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo:




“El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:




i) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino se les aplicará una tasa única de impuesto de 5%;




ii) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;




iii) 
No estarán afectos al impuesto los explotadores mineros cuyas ventas, durante el ejercicio respectivo, hayan sido iguales o inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.




El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio que el cobre Grado A contado haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.




Para los efectos de determinar la tasa de impuesto a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.




Se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.”.




iii) Elimina los incisos séptimo y octavo, que han pasado a ser noveno y décimo;




iv) Intercala en el inciso final, a continuación de la frase “domiciliadas en Chile,”, la frase “para los efectos de determinar la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo,”


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el impuesto se había establecido en un título que pertenece al Impuesto sobre Primera Categoría y se podría estimar que ello podía vulnerar acuerdos de doble tributación, razón por la cual, a objeto de evitar problemas de interpretación, y como el impuesto que se establece no dice relación con el de Primera Categoría, se decidió crear un Título nuevo dentro de la Ley de Impuesto a la Renta, y trasladar las disposiciones desde un articulo 34 ter a un artículo 64 bis.


- La indicación número 1 fue aprobada, con enmiendas, en la forma que se consigna en su oportunidad, por los Honorables Senadores señora Frei y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Páez (dos votos), Prokuriça (dos votos). Se abstuvieron la Honorable Senadora señora Matthei y el Honorable Senador señor Orpis, quienes manifestaron que se abstendrían en todo lo relativo al Título IV Bis.


La indicación número 2, de los Honorables Senadores señores Núñez, Ominami, Páez, Pizarro y Zaldívar (don Adolfo), agrega, en el número 1) del artículo 34 ter, las siguientes modificaciones:


a) Intercala, en el inciso primero, entre las palabras “minera” y “obtenida”, el vocablo “metálica”.


b) Agrega, en el número 1), a continuación de la palabra “minerales”, el término “metálicos”.


c) Agrega, en el número 2), después de la expresión “mineral”, la palabra “metálica”.


d) Agrega, en el número 3), después de la palabra “minero”, la segunda vez que aparece, el vocablo “metálico”.



Se señaló que el objetivo de la indicación es excluir la actividad minera no metálica de las disposiciones de esta ley, ya que ella tiene condiciones muy distintas de la actividad económica que desarrollan las empresas mineras metálicas.



La Honorable Senadora señora Frei manifestó que no todas las empresas mineras no metálicas eran pequeñas, por lo menos en su región, y que la manera de no afectar a las empresas pequeñas y medianas es el límite de aplicación para aquellas empresas que produzcan sobre un valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.



El Honorable Senador señor Boeninger manifestó su discrepancia con la indicación pues cree que ella es discriminatoria.



El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que muchas empresas mineras no metálicas tienen su ciclo económico positivo en el proceso industrial que sigue a la extracción, y que en el evento de que sean incluidas en el proyecto deberán dividirse para no verse afectadas por las disposiciones de la ley, con el consecuente costo que ello conlleva.



La Honorable Senadora señora Matthei señaló que concordaba con lo expresado y que las normas del proyecto seguramente ocasionarán la necesidad de dividir empresas, con el consiguiente problema administrativo y costo que resultará de aquello



El Honorable Senador señor Nuñez expresó que su intención no es excluir a las grandes empresas mineras no metálicas, ni tampoco  favorecerlas, sino que, en razón de que no existe una política de fomento en relación con las empresas mineras no metálicas, la idea es llamar la atención sobre este punto y favorecer una discusión en la materia, que asegure el fomento de la actividad no metálica, que en la actualidad se encuentra desprotegida. Hizo ver a los representantes del Ejecutivo la conveniencia de estudiar una iniciativa que legisle sobre el tema de los no metálicos, situación que a su juicio requiere de una preocupación especial.




El señor Ministro de Minería expresó que de acuerdo a las disposiciones que contempla la iniciativa, ésta no toca a la pequeña o mediana empresa minera no metálica, ya que con la cifra de valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino que, son más o menos 36 millones de dólares al año, no hay ninguna empresa no metálica pequeña o mediana que esté cerca de esos valores y, en consecuencia, no les afectará la iniciativa.




Los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión señalaron que, en su opinión, la indicación era inadmisible por incidir en materias que la Constitución Política de la República señala como de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, según lo dispone el Nº 1 del artículo 62 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente de las Comisiones unidas manifestó que, en su opinión, y de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 62 de la Constitución Política de la República, en relación con lo que preceptúa la parte final del artículo 24 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la indicación era admisible.




El Honorable Senador señor Boeninger advirtió sobre el problema administrativo que tendrán a futuro de las empresas mineras que poseen explotaciones metálicas y no metálicas, ya que al aplicar las normas de la iniciativa se va generar un problema administrativo para discriminar entre lo que es metálico y lo que no lo es respecto de una misma empresa.


- La indicación número 2 fue aprobada por ocho votos contra dos. Se pronunciaron a favor de la indicación los Honorables Senadores señora Mathei y señores Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos). La Honorable Senadora señora Frei y el Honorable Senador señor Boeninger votaron en contra.


Posteriormente la Honorable Senadora señora Frei manifestó que hacía expresa reserva de constitucionalidad, respecto de las materias contenidas en la indicación, pues entendía que eran totalmente inadmisibles y el haberlas aprobado era contrario a las normas de la Constitución, ya que las normas eran discriminatorias entre los metálicos y no metálicos.


La indicación número 3, de los Honorables Senadores señora Frei y señores Cantero Horvath, Orpis y Prokuriça, intercala, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso nuevo:


“Tratándose de explotadores mineros que extraigan sustancias minerales no metálicas, la tasa resultante según lo establecido en el inciso precedente se reducirá a un tercio de la que correspondería aplicar.”.


- Fue retirada por sus autores.


La indicación número 4, de los mismos señores Senadores, intercala a continuación del inciso quinto, el siguiente inciso nuevo: 


“El explotador minero podrá descontar hasta un 30% del monto a pagar del impuesto señalado en el inciso primero de este artículo, todos los gastos aportados, a los proyectos que tengan por objetivo la innovación y que hayan sido aprobados de acuerdo al procedimiento que establece el artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263, que estén en la región en que opera el explotador minero. En caso de que parte o la totalidad de dichos gastos hayan sido incluidos en el número 11 del artículo 31° de esta ley, el monto a descontar por efectos de esos gastos será el equivalente a la multiplicación de éstos por la diferencia entre 1 y la tasa de impuesto de primera categoría.”.




El Honorable Senador señor Prokuriça manifestó que esta indicación obedecía a que esta materia, desde que comenzó a considerarse el tema, aún antes de que ingresara a tramitación legislativa, siempre estuvo orientada a generar mayores recursos para las regiones donde se extrae el mineral, y el proyecto no tiene ninguna relación con el tema de las regiones mineras, por lo cual la indicación apunta a que se financien proyectos regionales con el 30% del pago que deben efectuar la empresas por concepto del tributo que se establece en esta ley.


El señor Presidente de las Comisiones Unidas señaló que en su opinión y atendido lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 62 de la Constitución Política de la República, en relación con lo que preceptúa el inciso tercero del  artículo 24 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la indicación era inadmisible, pues contiene materias que son de la iniciativa exclusiva de S:E: el Presidente de la República.



El Honorable Senador señor Prokuriça expresó su desacuerdo con la antedicha opinión, en atención a que la iniciativa ya había sido dada por el Ejecutivo y su indicación no establece ninguna franquicia tributaria y sólo apunta a desarrollar lo prescrito en el inciso final del Nº 20, del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en orden a que el tributo que se establece en la iniciativa, que sin duda grava actividades que tienen una clara identificación regional, pueda ser aplicado por las autoridades regionales para el financiamiento de obras de desarrollo de la propia región de la que provienen los recursos.




La Honorable Senadora señora Matthei concordó con los argumentos del Honorable Senador señor Prokuriça, estimando que la indicación es constitucional. Observó que ella presentó una indicación similar a la que se debate, y que considera que ellas no constituyen franquicias tributarias, sino que solamente apuntan a allegar parte de los fondos que se recauden a las regiones de las cuales provienen los recursos mineros.



El señor Ministro de Minería recordó que la idea matriz del proyecto es concretar un Fondo de Innovación y Desarrollo Tecnológico, a nivel nacional, y no para ser afectado a determinadas regiones. Expuso no tener dudas acerca de que las materias contenidas en la indicación están dentro de aquellas materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.




El señor Presidente de las Comisiones Unidas manifestó que, dado lo señalado anteriormente, esperaba que el Ejecutivo remitiera al Congreso, lo antes posible, un proyecto de ley respecto del Fondo de Innovación y Desarrollo Tecnológico, para efectos de analizar la distribución de los aportes que contendrá dicho Fondo, y poder determinar rápidamente cómo se van a concretar los aportes en las Regiones. Comunicó que, pese a no tener dudas respecto de que la indicación era inadmisible, por estar fuera de las ideas matrices del proyecto, dadas las dudas planteadas por algunos miembros de las Comisiones unidas, sometería a votación la admisibilidad de la indicación.


- Sometida a votación la admisibilidad de la indicación, se registraron 6 votos por la inadmisibilidad, de los Honorables Senadores señora Frei y señores Boeninger, Núñez (dos votos) y Páez (dos votos); 3 votos por la admisibilidad, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Prokuriça (dos votos), y una abstención, del Honorable Senador señor Orpis.


Se declaró inadmisible.



Por iguales consideraciones, y con la misma votación, fueron declaradas inadmisibles una indicación de la Honorable Senadora señora Matthei y otra de la Honorable Senadora señora Frei, que establece un artículo transitorio, nuevo, indicaciones que también proponían que los tributos que se aprueban en la presente ley tuvieran afectación regional.


La indicación número 5, de la Honorable Senadora señora Matthei, intercala a continuación del inciso quinto, el siguiente inciso nuevo:


“El explotador minero de la IV Región podrá descontar hasta un 100 % del monto a pagar del impuesto señalado en el inciso primero de este artículo, todos los aportes realizados en beneficio de estudios, servicios u obras relacionadas con la construcción del Embalse El Bato y del paso de Aguas Negras. Podrán también descontar hasta un 50% del monto a pagar del impuesto señalado en el inciso primero de este artículo, los aportes realizados a la Municipalidad o a las Municipalidades donde se encuentre el yacimiento.”.


- Se tuvo por inadmisible, con la misma votación registrada respecto de la votación de la admisibilidad de la indicación número 4.


La indicación número 6, de los Honorables Senadores señores Cantero Horvath, y Prokurica, reemplazar la letra e) del número 3) del inciso séptimo por la siguiente:


“e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero, cuando dichos contratos se celebren con personas relacionadas, entendiéndose por tales las que señala el artículo 34, numeral 2°. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera celebrado con personas relacionadas, que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.”.

- Fue retirada por sus autores.


La indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Cantero Horvath, y Prokurica, reemplaza en el inciso octavo la expresión “pudiendo, para dicho efecto, considerar los costos y rentabilidades de dichas personas relacionadas y pudiendo también utilizar los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales”, sustituyendo la coma (,) que la precede por un punto seguido (.), por la siguiente:  “En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.


- Fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos). El Honorable Senador señor Boeninger votó en contra.

Número 2)


Intercala, en el numeral 2 del inciso tercero del artículo 31, lo siguiente: “con excepción del impuesto establecido en el artículo 34 ter en el ejercicio en que se devengue,”.


La indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, sustituye en el número 2), que agrega una frase en el N° 2 del inciso tercero del artículo 31, la expresión “34 ter” por “64 bis”.


- Las Comisiones unidas la aprobaron por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Número 3)


Modifica el artículo 38, del siguiente modo:






a) Intercala, en el inciso tercero, a continuación de la frase “tomando como base de referencia para dichos precios”, la expresión “los precios pactados con o entre partes independientes en operaciones comparables,” antecedida por una coma(,).





b) Agrega los siguientes incisos noveno y décimo nuevos:





“Cuando los precios que se transen entre operadores independientes no se ajusten a los valores normales de mercado, la Dirección Regional podrá impugnar fundadamente los precios, considerando los valores que en el mercado tengan los productos o servicios respectivos. Para este efecto, la Dirección Regional, podrá hacer uso de los métodos establecidos en el inciso tercero de este artículo. Para los efectos de la aplicación de dichos métodos, se entenderá que los operadores que efectúen estas transacciones son relacionados.





En caso que no hubieran valores de referencia de los precios de las operaciones en el mercado en que se efectúan, la Dirección Regional podrá impugnar fundadamente dichos precios, considerando los costos de producción más un margen razonable de utilidad.”.

El artículo 38 de la Ley de Impuesto a la Renta se refiere a la renta de fuente chilena de las agencias, sucursales u otras formas de establecimientos permanentes de empresas extranjeras que operan en Chile.


La indicación número 9, de S.E. el Presidente de la República, elimina el número 3), que modifica el artículo 38 de la ley sobre Impuesto a la Renta, modificándose la numeración correlativa subsiguiente.


- Las Comisiones unidas la aprobaron por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Número 4)


Agrega, en el artículo 65, el siguiente numeral 2º, nuevo:





“2°.- Los contribuyentes gravados con el impuesto específico establecido en el artículo 34 ter.”.


El artículo 65 enumera a los contribuyentes que están obligados a presentar anualmente una declaración jurada de sus rentas, en cada año tributario.


La indicación número 10, de S.E. el Presidente de la República, sustituye en el actual número 4), que ha pasado a ser numeral 3), en el nuevo numeral 2°, que se agrega al artículo 65, la expresión “34 ter” por “64 bis”;


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Número 5)


Incorpora, en el artículo 84, la siguiente letra h), nueva:





“h) Los contribuyentes obligados al pago del impuesto establecido en el artículo 34 ter, deberán efectuar un pago provisional mensual sobre los ingresos brutos que provengan de las ventas de productos mineros, con la tasa que se determine en los términos señalados en los incisos segundo y tercero de la letra a), de este artículo, pero el incremento o disminución de la diferencia porcentual, a que se refiere el inciso segundo, se determinará considerando el impuesto específico de dicho número que debió pagarse en el ejercicio anterior, sin el reajuste del artículo 72, en vez del impuesto de primera categoría.





En los casos en que el porcentaje aludido en el inciso anterior no pueda ser determinable, por no haberse producido renta imponible operacional en el ejercicio anterior o por tratarse del primer ejercicio comercial que se afecte al impuesto del artículo 34 ter, o por otra circunstancia, la tasa de este pago provisional será de 0,3%.”.


El referido artículo 84 dispone que los contribuyentes obligados a presentar declaraciones anuales de primera o segunda categoría deberán efectuar mensualmente pagos provisionales a cuenta de los impuestos anuales que les corresponda pagar, cuyo monto se determinará en la forma que el precepto señala.


La indicación número 11, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, en el actual número 5), que ha pasado a ser 4), en la nueva letra h), que se incorpora al artículo 84, las dos veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”;


- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Número 6)


Agrega, en el artículo 90, el siguiente inciso final, nuevo:





“Lo dispuesto en este artículo será también aplicable a los contribuyentes señalados en la letra h) del artículo 84, pero la suspensión de los pagos provisionales sólo procederá en el caso que la renta imponible operacional, anual o trimestral según corresponda, a que se refiere el artículo 34 ter, no exista o resulte negativo el cálculo que allí se establece.”.


El artículo 90 se refiere a los contribuyentes de la primera categoría que en un año comercial obtuvieran pérdidas para los efectos de declarar dicho impuesto, que podrán suspender los pagos provisionales correspondientes a los ingresos brutos del primer trimestre del año comercial siguiente.


La indicación número 12, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, en el actual número 6), que ha pasado a ser 5), en el nuevo inciso final que se agrega al artículo 90, la expresión “34 ter” por “64 bis”;


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Número 7)


Intercala, en los artículos 93 y 94, el siguiente número 2, nuevo:


“2. Impuesto establecido en el artículo 43 ter.”.


La indicación número 13, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, en el actual número 7), que ha pasado a ser 6), en el nuevo numeral 2° que se intercala en los artículos 93 y 94, la expresión “34 ter” por “64 bis”;


- Se aprobó por los Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).


La indicación número 14, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis, sustituye el artículo 1º propuesto, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Minería:


1) Reemplácese el artículo 142, en el párrafo primero del Título X, por el siguiente:


Artículo 142.- La concesión minera debe ser amparada mediante el pago de una patente anual cuyo monto será el equivalente a los valores que a continuación se indican:


a) La patente de explotación en los yacimientos de minería metálica será el equivalente a 0,1 UTM por cada hectárea completa en las pertenencias hasta 5.000 hectáreas; de 0,25 UTM por cada hectárea completa en las pertenencias de más de 5.000 y hasta 10.000 hectáreas; y de 0,45 UTM por hectárea completa en las pertenencias de más de 10.000 hectáreas;


b) La patente de explotación en los yacimientos de minería no metálica o en placeres metalíferos que existan en ellas y en las pertenencias constituidas sobre sustancias existentes en salares, será el equivalente  a  0,033 UTM por cada hectárea completa en las pertenencias de hasta 5.000 hectáreas; de 0,050 UTM por cada hectárea completa en las pertenencias de mas de 5.000 y hasta 10.000 hectáreas; y de 0,083 UTM por hectárea completa en las pertenencias de mas de 10.000 hectáreas;


c) La patente de exploración tanto en los yacimientos metálicos, como en placeres metalíferos que existan en ellas y en las pertenencias constituidas sobre sustancias existentes en salares, será el equivalente a 0,02 UTM por cada hectárea completa en las pertenencias de 1 a 5.000 hectáreas; de 0,03 UTM por cada hectárea completa en las pertenencias de más de 5.000 y hasta 10.000 hectáreas; y de 0,05 UTM por hectárea completa en las pertenencias de más de 10.000 hectáreas.


Un reglamento señalará las sustancias no metálicas y placeres metalíferos.


Para los fines de aplicar la patente indicada, se consolidarán en una sola las concesiones mineras que pertenezcan a las siguientes personas, sean nacionales o extranjeras:


a) A una misma persona natural o jurídica;


b) A una persona natural y a las sociedades en las que tenga una participación relevante;


c) A las sociedades en que tengan una participación relevante las personas jurídicas indicadas en la letra precedente ; o


d) A un controlador común o a un mismo grupo empresarial.


Se entenderá que existe participación relevante cuando una persona tenga la calidad de socio, o posea facultades de administración o si participa en más del 10% de las utilidades, o si es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más de un 10% del capital social o de las acciones.”


2) Agrégase el siguiente Artículo 8º Transitorio:


“Artículo 8º: El mayor valor que experimentan las patentes de acuerdo a lo señalado en el artículo 142, a contar del 1 de enero de 2006, no constituirán crédito tributario en contra del impuesto de primera categoría. Sin perjuicio de lo anterior, constituirá gasto de conformidad al Artículo 31 de la Ley de la Renta.”


- Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.

Artículo 2º


Modifica el decreto ley Nº 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, de la siguiente manera:





1) Agrega en el artículo 7°, en su inciso primero, a continuación del punto seguido, la siguiente oración:





“El impuesto a que se refiere el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta no se considerará para la determinación de la carga impositiva efectiva total a la renta.”.





2) Agrega, a continuación del actual artículo 11 bis, el siguiente artículo 11 ter, nuevo:





“Artículo 11 ter.- Cuando se trate de inversiones de monto igual o superior a US$ 50.000.000, moneda de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras, que se internen en conformidad al artículo 2°, y que tengan por objeto el desarrollo de proyectos mineros, podrán otorgarse a los inversionistas extranjeros respecto de dichos proyectos, por el plazo de 15 años, los siguientes derechos:





1) Mantener invariables las normas legales vigentes a la fecha de suscripción del respectivo contrato en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera de que trata el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.





En consecuencia, no se verán afectados por el alza de la tasa, la ampliación de la base de cálculo o cualquier otra modificación que se introduzca y que haga directamente más gravoso el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.





2) No estarán afectos a cualquier nuevo tributo, específico para la actividad minera, que se establezca luego de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, que tenga como base o considere en la determinación de su base o monto, los ingresos por actividades mineras o las inversiones o los bienes o derechos utilizados en actividades mineras.





3) No se verán afectados por modificaciones que se introduzcan al monto o forma de cálculo de las patentes de explotación y exploración a que se refiere el Título X de la ley Nº 18.248, Código de Minería, vigentes a la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, y que las hagan más gravosas.





4) El plazo de quince años se contará por años calendarios, desde aquél en que ocurra la puesta en marcha de la respectiva empresa. Los derechos mencionados considerarán como línea de referencia de la invariabilidad otorgada, la tasa, la base imponible y demás elementos del impuesto vigente a la fecha del contrato de inversión extranjera respectivo.





Los derechos establecidos en este artículo, son incompatibles con el otorgamiento de los beneficios a que dan derecho los artículos 7° u 11 bis del presente decreto ley. Respecto de este último, sólo en lo que dice relación con los derechos que pueden otorgarse en virtud de los numerales 1 ó 2, exceptuado aquel que se refiere a la contabilidad en moneda extranjera. En consecuencia, el inversionista extranjero que solicite se le otorguen los derechos señalados en esos artículos no podrá solicitar la concesión de los beneficios de que tratan las disposiciones precedentes.





Para solicitar que se les otorguen los derechos establecidos en este artículo, los inversionistas extranjeros deberán comprometer a las respectivas empresas a someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad. Dicha Superintendencia, previa consulta al Comité de Inversiones Extranjeras, mediante resolución que deberá publicarse en el Diario Oficial, establecerá los plazos y las demás normas pertinentes para la implementación de esta norma. Si una empresa no da cumplimiento a la presentación de la información señalada, en los plazos que prescriba la Superintendencia, caducarán automáticamente los derechos a que se refiere este artículo, tanto respecto de dicha empresa como de todos los inversionistas extranjeros que en ella participen.





En la respectiva solicitud de inversión extranjera deberá describirse detalladamente el proyecto minero que ésta tenga por objeto. Para estos efectos, se podrá utilizar la descripción contenida en el estudio de impacto ambiental a que se refiere la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. La empresa que desarrollará dicho proyecto minero, en caso que se haya constituido, deberá ser parte de la solicitud.





La empresa mantendrá el derecho a la invariabilidad tributaria establecida en el respectivo contrato únicamente si alguno de los propietarios de la misma se encuentra acogido a lo dispuesto en el presente artículo y da estricto y permanente cumplimiento a los requisitos establecidos para su mantención. Sin embargo, los derechos de la empresa y de los inversionistas se extinguirán si cualquiera de los propietarios de la empresa que desarrolle el proyecto minero goza de alguno de los derechos a los que se refiere el artículo 7 u 11 bis del presente decreto ley.





Con todo, no podrán concederse los derechos a que se refiere el presente artículo a empresas o inversionistas extranjeros que los soliciten para el desarrollo de un proyecto minero que, por sí mismo o a través de sus propietarios, ha sido objeto de cualquiera de los derechos a invariabilidad tributaria a que se refiere el presente decreto ley. Sin perjuicio de lo anterior, un inversionista extranjero podrá solicitar el otorgamiento de los derechos contemplados en el presente artículo con el objeto de adquirir los derechos o acciones en empresas que gocen de dichos derechos. En estos casos, dichos derechos le serán otorgados por el plazo de invariabilidad tributaria que restare al proyecto desarrollado por el inversionista inicial.”.


La indicación número 15, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, en las modificaciones que se introducen al Decreto Ley N° 600, de 1974, todas las veces que aparece la expresión “34 ter” por “64 bis”;


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).


La indicación número 16, de los Honorables Senadores señores cantero y Prokuriça, reemplaza el número 2) del inciso primero, por el siguiente:


“2) No estarán afectos a cualquier nuevo tributo, incluidas las regalías y cánones, o cargas similares cualquiera sea su denominación, específicas para la actividad minera, que se establezca luego de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo.”.


La indicación número 17, también de S.E. el Presidente de la República, intercala en el número 2), en el numeral 3), del inciso primero del nuevo artículo 11 ter que se crea, a continuación de la expresión “nuevo tributo,” la frase “incluidas las regalías o cargas similares,”;


- Las indicaciones números 16 y 17 fueron aprobadas, con enmiendas, en la forma que se consigna en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Artículo 3º


Sustituye, en el artículo 2º del decreto ley Nº 1.349, de 1976, Ley Orgánica de la Comisión Chilena del Cobre, sus letras n) y p), por las siguientes:





“n) Asesorar técnicamente al Servicio de Impuestos Internos en el control de los costos, del producto de las ventas y utilidades, en el análisis de los antecedentes necesarios para fijar la renta afecta a impuesto de las empresas productoras, y en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera, a que se refiere el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.





p) Determinar los precios de referencia de las sustancias metálicas y no metálicas y sus subproductos, con excepción del carbón y de los hidrocarburos. Para estos efectos, la Comisión podrá solicitar a las respectivas empresas productoras la información necesaria para la correcta determinación de dichos precios.”.


El aludido artículo 2º de la Ley Orgánica de la Comisión Chilena del Cobre establece las funciones de esa Comisión.


La indicación número 18, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza, en la nueva letra n), del artículo 2° del Decreto Ley N° 1.349, de 1976, que se sustituye, la expresión “34 ter” por “64 bis”;


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).


La indicación número 19, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis, reemplaza el artículo 3º propuesto, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Los titulares de las concesiones mineras a que se refiere el Artículo 142 del Código de Minería, podrán deducir como crédito contra el impuesto de Primera Categoría que deban pagar por el mismo ejercicio, hasta un 25 por ciento del correspondiente pago de patentes que exceda de:


a) 0,1 UTM por hectárea completa en las patentes de explotación metálica;


b) 0,033 UTM por hectárea completa en las patentes de explotación no metálica o en placeres metalíferos que existan en ellas y en las pertenencias constituidas sobre sustancias existentes en salares; y


c) 0,002 UTM por hectárea completa en las patentes de exploración tanto en yacimientos metálicos, como en placeres metalíferos  que existan en ellas y en las pertenencias constituidas sobre sustancias existentes en salares.


Tendrán derecho a este crédito los titulares de concesiones mineras que realicen desembolsos para aportes a los establecimientos educacionales, para fines culturales, para el acceso a la educación superior de los jóvenes que posean méritos académicos o aportes para programas de superación de la pobreza; todos ellos en la comuna o comunas donde esté ubicada la respectiva concesión.


El Presidente de la República dictará un decreto con fuerza de ley, dentro del plazo de un año de la publicación de la presente ley, señalando los requisitos, procedimientos y modalidades que deberán cumplir los aportes a que se refiere el inciso anterior para tener derecho al crédito ahí mencionado.”


- Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.

Artículo 1º transitorio


Establece que las disposiciones del artículo 1° regirán a contar del día 1º de enero del año 2006. En consecuencia, el impuesto a que se refiere dicho artículo deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine a contar de dicha fecha, al igual que el pago provisional mensual, con la tasa de 0,3%, establecido en el inciso segundo de la nueva letra h), que se incorpora al artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.


La indicación número 20, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis, reemplaza el artículo 1º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 1º Transitorio: Los nuevos valores a que se refiere el artículo 142 del Código de Minería comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año 2006.”


- Se declaró inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.

Artículo 2º transitorio


Señala que a aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, no se les aplicará el impuesto específico establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, mientras gocen de los derechos contenidos en los artículos 7° y/u 11 bis numerales 1. y 2. del decreto ley N° 600, de 1974. Una vez vencido el plazo de vigencia de dichos derechos, o una vez que las empresas renuncien a ellos, las empresas receptoras quedarán en todo sujetas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a la fecha de extinción de estos derechos.

La indicación número 21, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, las dos veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”.


- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Artículo 3º transitorio


Es del siguiente tenor:





“Artículo 3° transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los inversionistas extranjeros que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, y cuyas empresas estén o pudieren estar afectas al impuesto establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, podrán optar por que se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo. Para acceder a este beneficio, deberán además sujetarse a los siguientes requisitos y condiciones, con los derechos adicionales que se indica:





1) Si al momento de la solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras, alguno de los inversionistas extranjeros o las empresas receptoras respectivas  fueran titulares de derechos de invariabilidad tributaria que les hayan sido concedidos conforme a los artículos 7° y/u 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, deberán acompañar a dicha solicitud la renuncia a tales derechos, sujeta a la condición del otorgamiento del derecho que trata este artículo. Lo anterior es sin perjuicio del derecho que se establece en el número siguiente;





2) Aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras, que al optar por acogerse al régimen establecido en el presente artículo sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2. del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, podrán seguir haciendo uso de dicho tratamiento hasta el día 31 de diciembre de 2007;





3) El plazo de la invariabilidad será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud de modificación de contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo o a partir de la puesta en marcha del proyecto, según corresponda;





4) La tasa del impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;





5) La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas de este artículo, deberá presentarse a más tardar el 30 de noviembre del año 2005, y





6) En la solicitud se deberá describir detalladamente el proyecto minero respectivo. Una vez presentada, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, se procederá a suscribir la correspondiente modificación al contrato de inversión extranjera, la cual se entenderá que produce sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva.”.


La indicación número 22, de S.E. el Presidente de la República, sustituye el numeral 4), por el siguiente:



“4) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i), del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”;


- La indicación número 22 fue aprobada por ocho votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron a favor de la indicación los Honorables Senadores señora Frei y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos). Se abstuvieron la Honorable Senadora señora Matthei y el Honorable Senador señor Orpis.


La indicación número 23, de los Honorables Senadores señores Cantero y Prokuriça, reemplaza el número 4) por el siguiente:


“4) Mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N°600, de 1974, la tasa de impuesto que se le aplicará será igual a la multiplicación entre el factor 0,8 y la tasa de impuesto a que se refiere el inciso tercero del artículo 64 bis, según sea su condición de ventas.”.


- Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

Artículo 5º transitorio


Este precepto dispone textualmente:





“Artículo 5º transitorio.- Podrán también solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, las empresas afectas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, que no sean empresas receptoras del aporte de inversionistas extranjeros que hayan suscrito con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, sujeto además a los siguientes requisitos y condiciones y con los derechos adicionales que se indica:





1) La empresa deberá tener ventas anuales superiores a 8.000 unidades tributarias anuales, durante el ejercicio correspondiente al año 2004;





2) El plazo a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud del contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo;





3) La tasa a que se refiere el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;





4) La solicitud para acogerse a los beneficios del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, deberá ser presentada por la empresa y sólo podrá referirse a uno o más proyectos mineros específicos que hayan sido de propiedad de la empresa con anterioridad al 1 de diciembre de 2004 y que se hubieren encontrado en explotación a dicha fecha;





5) La solicitud de que trata este artículo, deberá presentarse ante el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a más tardar el 30 de noviembre de 2005. El otorgamiento de los derechos de invariabilidad tributaria constará en contratos que se celebrarán por escritura pública y que suscribirán, por una parte, en representación del Estado de Chile el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y por la otra la empresa afecta al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta. Una vez otorgados, se entenderá que los contratos referidos producen sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción tendrá la facultad de aceptar o rechazar las solicitudes que se le presenten y establecer los términos del contrato en que se otorguen los derechos de invariabilidad de que trata este artículo, conforme a lo que aquí se expresa. Corresponderá asimismo al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la administración de dichos contratos y relacionarse con los suscriptores de los mismos, y





6) En caso que la empresa realice un nuevo proyecto minero, distinto de aquel definido en el respectivo contrato, éste no podrá acogerse a la invariabilidad de que trata el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974.”.


La indicación número 24, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, las tres veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).


La indicación número 25, también de S.E. el Presidente de la República, sustituye el numeral 3), por el siguiente:



“3) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i) del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N°600, de 1974;”.


- La indicación número 25 se aprobó por ocho votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron a favor de la indicación los Honorables Senadores señora Frei y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos). Se abstuvieron la Honorable Senadora señora Matthei y el Honorable Senador señor Orpis.


La indicación número 26, de los Honorables Senadores señores Cantero y Prokuriça, reemplaza el número 1) por el siguiente:


“1) La empresa cuyas ventas, durante el ejercicio correspondiente al año 2004, hayan sido superiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.

- Fue aprobada, con enmiendas, en la forma que se señala en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).

Artículo 7º transitorio


Señala que a los contribuyentes del impuesto establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se acojan al régimen establecido en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios, se les otorgará un crédito equivalente a 50% del impuesto mencionado que deban pagar por los años comerciales 2006 y 2007, el cual será imputable al impuesto establecido en el artículo 20 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que dicho contribuyente se encuentre obligado a pagar por las rentas de esos ejercicios. Si el monto de este crédito excediere el impuesto referido, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse su devolución. El impuesto específico a la minería que no pueda imputarse como crédito del impuesto pagado en dichos años, podrá ser deducido como gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 ter, antes señalado.

La indicación número 27, de S.E. el Presidente de la República, sustituye, las dos veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”.


- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Frei y Matthei, y señores Boeninger, Núñez (dos votos), Orpis, Páez (dos votos) y Prokuriça (dos votos).



La indicación número 28, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Orpis, suprime los Artículo 2º, 3º, 4º, 5º, 6º y 7º Transitorios.


- Fue declarada inadmisible por el Presidente de las Comisiones unidas.

- - -


La indicación número 29, de la Honorable Senadora señora Frei, incorpora el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Artículo    transitorio.- Los recursos que origine este tributo serán aplicados, retenido en un 50% por los Gobiernos regionales en que se encuentre el mineral afectado, un 25 % a la Municipalidad respectiva y un 25% al Fondo de Desarrollo de Ciencia y Tecnología que se creará para estos efectos.


Si el mineral fuera compartido para dos comunas el respectivo porcentaje se distribuirá en partes iguales. El mismo procedimiento se realizará en caso de minerales ubicados en dos regiones.”.


- Se tuvo por inadmisible, con la misma votación registrada respecto de la votación de la admisibilidad de la indicación número 4.

- - -

FINANCIAMIENTO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, del 16 de mayo de 2005, señala:

“
El presente informe financiero viene a sustituir lo señalado en el Informe Financiero Nº 75, del 21 de diciembre de 2004, en el sentido de que en la presente indicación se modifica tanto la forma de cálculo de las tasas del impuesto específico, como los montos de ventas exentas del pago de dicho tributo.


En lo relativo a la exención del impuesto ésta se aplicará a los explotadores mineros cuyas ventas anuales sean inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas finas de cobre. Para quienes realicen ventas anuales superiores al monto señalado e inferiores al equivalente a 50.000 toneladas métricas finas de cobre, el impuesto será el resultante de la aplicación de la tabla progresiva definida para el efecto, que relaciona la tasa de impuestos con los niveles de ventas anuales.


Tomando en consideración la información utilizada en la elaboración de los cálculos para el informe financiero antes mencionado y de acuerdo a las modificaciones presentadas, el impacto sobre los ingresos fiscales para los períodos que se indican, son los siguientes:

	AÑO
	CIFRAS EN MMUS$

	2006
	85

	2007
	67

	2008
	126

	2009
	124

	2010 en adelante
	131 anuales en promedio”.






En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 1)


- Sustituir, la expresión “artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:” por “Título IV, el siguiente título IV Bis, nuevo:

“TITULO IV BIS

Impuesto específico a la actividad minera”


- Sustituir el artículo 34 ter que propone el numeral 1) por el siguiente artículo 64 bis





“Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera metálica obtenida por un explotador minero.





Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:





1) Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales metálicos de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.





2) Producto minero, la sustancia mineral metálica de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.





3) Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero metálico.


El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:




i) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino se les aplicará una tasa única de impuesto de 5%;




ii) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;




iii) 
No estarán afectos al impuesto los explotadores mineros cuyas ventas, durante el ejercicio respectivo, hayan sido iguales o inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.




El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio que el cobre Grado A contado haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.




Para los efectos de determinar la tasa de impuesto a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.




Se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.




Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:





1) Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;





2) Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;





3) Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:





a) Los intereses referidos en el número 1°;





b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;





c) El cargo por depreciación acelerada;





d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y





e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.




4) Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.


Tal como lo establecen los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.

(Indicación número 1, aprobada por mayoría 8 x 2 abstenciones, indicación número 2, aprobada por mayoría 8 x 2 votos en contra, e indicación número 7, aprobada por mayoría 9 votos x 1 en contra).

Número 2)


Sustituir la expresión “34 ter” por “64 bis”.

(Indicación número 8. Aprobada por unanimidad 10x0).

Número 3)


Suprimirlo.

(Indicación número 9. Aprobada por unanimidad 10x0).

Número 4)


- Pasa a ser número 3).


- Reemplazar los vocablos “34 ter” por “64 bis”.

(Indicación número 10. Aprobada por unanimidad 10x0).

Número 5)


- Pasa a ser número 4).


- Sustituir, en la nueva letra h) que se incorpora al artículo 84, la expresión “34 ter” por “64 bis”, las dos veces que aparece.

(Indicación número 11. Aprobada por unanimidad 10x0).

Número 6)


- Pasa a ser número 5).


- Reemplazar, en el nuevo inciso final que se agrega al artículo 90, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

(Indicación número 12. Aprobada por unanimidad 10x0).

Número 7)


- Pasa a ser número 6).


- Sustituir, en el nuevo numeral 2 que se intercala en los artículos 93 y 94, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

(Indicación número 13. Aprobada por unanimidad 10x0).

Artículo 2º


- Sustituir las referencias al artículo “34 ter”, por otras al artículo “64 bis”.

(Indicación número 15. Aprobada por unanimidad 10x0).


- Intercalar en el número 2) del artículo 11 ter, nuevo, que propone, a continuación de las palabras “nuevo tributo,” la frase “incluidas las regalías, cánones o cargas similares,“.

(Indicaciones números 16 y 17. Aprobadas por unanimidad 10x0).

Artículo 3º


Reemplazar, en la nueva letra n) que se propone para el artículo 2º del decreto ley Nº 1.349, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

(Indicación número 18. Aprobada por unanimidad 10x0).

Artículo 2º transitorio


Sustituir las referencias al articulo “34 ter” por otras al artículo “64 bis”.

(Indicación número 21. Aprobada por unanimidad 10x0).

Artículo 3º transitorio


Reemplazar el numeral 4), por el siguiente:



“4) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i), del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”.

(Indicación número 22. Aprobada por mayoría 8 x 2 abstenciones).

Artículo 5º transitorio


- Sustituir las referencias al artículo “34 ter” por otras al artículo “64 bis”.

(Indicación número 24. Aprobada por unanimidad 10x0).


Reemplazar el número 1), por el que se señala a continuación:


“1) La empresa cuyas ventas, durante el ejercicio correspondiente al año 2004, hayan sido superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino;”.
(Indicación número 26. Aprobada por unanimidad 10x0).


- Sustituir el numeral 3), por el siguiente:



“3) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i) del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”.

(Indicación número 25. Aprobada por mayoría 8x2 abstenciones).

Artículo 7º transitorio


Sustituir, las dos veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

(Indicación número 27. Aprobada por unanimidad 10x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:








“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:





1) Agrégase, a continuación del actual Título IV, el siguiente título IV Bis, nuevo:

“TITULO IV BIS

Impuesto específico a la actividad minera




Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera metálica obtenida por un explotador minero.





Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:





1) Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales metálicos de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.





2) Producto minero, la sustancia mineral metálica de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.





3) Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero metálico.


El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:




i) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino se les aplicará una tasa única de impuesto de 5%;




ii) A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%;




Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;




iii) 
No estarán afectos al impuesto los explotadores mineros cuyas ventas, durante el ejercicio respectivo, hayan sido iguales o inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.




El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio que el cobre Grado A contado haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.




Para los efectos de determinar la tasa de impuesto a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.




Se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.




Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:





1) Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;





2) Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;





3) Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:





a) Los intereses referidos en el número 1°;





b) Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;





c) El cargo por depreciación acelerada;





d) La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y





e) La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.




4) Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.


Tal como lo establecen los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.





2) Intercálase en el numeral 2°, del inciso tercero del artículo 31, después de la coma (,) que sigue a la palabra “ley”, lo siguiente:





“con excepción del impuesto establecido en el artículo 64 bis en el ejercicio en que se devengue,”.


3) Agrégase en el artículo 65, el siguiente numeral 2°, nuevo:





“2°.- Los contribuyentes gravados con el impuesto específico establecido en el artículo 64 bis.”.




4) Incorpórase en el artículo 84, la siguiente letra h), nueva:





“h) Los contribuyentes obligados al pago del impuesto establecido en el artículo 64 bis, deberán efectuar un pago provisional mensual sobre los ingresos brutos que provengan de las ventas de productos mineros, con la tasa que se determine en los términos señalados en los incisos segundo y tercero de la letra a), de este artículo, pero el incremento o disminución de la diferencia porcentual, a que se refiere el inciso segundo, se determinará considerando el impuesto específico de dicho número que debió pagarse en el ejercicio anterior, sin el reajuste del artículo 72, en vez del impuesto de primera categoría.





En los casos en que el porcentaje aludido en el inciso anterior no pueda ser determinable, por no haberse producido renta imponible operacional en el ejercicio anterior o por tratarse del primer ejercicio comercial que se afecte al impuesto del artículo 64 bis, o por otra circunstancia, la tasa de este pago provisional será de 0,3%.”.





5) Agrégase en el artículo 90, el siguiente inciso final, nuevo:





“Lo dispuesto en este artículo será también aplicable a los contribuyentes señalados en la letra h) del artículo 84, pero la suspensión de los pagos provisionales sólo procederá en el caso que la renta imponible operacional, anual o trimestral según corresponda, a que se refiere el artículo 64 bis, no exista o resulte negativo el cálculo que allí se establece.”.





6) Intercálase en los artículos 93 y 94, el siguiente número 2., nuevo, pasando en este último artículo el actual número 2. a ser número 3., modificándose la numeración correlativa subsiguiente:





"2. Impuesto establecido en el articulo 64 bis.".





Artículo 2°.- Modifícase el decreto ley N° 600, de 1974, “Estatuto de la Inversión Extranjera”, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente manera:





1) Agrégase en el artículo 7°, en su inciso primero, a continuación del punto seguido, la siguiente oración:





“El impuesto a que se refiere el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta no se considerará para la determinación de la carga impositiva efectiva total a la renta.”.





2) Agrégase, a continuación del actual artículo 11 bis, el siguiente artículo 11 ter, nuevo:





“Artículo 11 ter.- Cuando se trate de inversiones de monto igual o superior a US$ 50.000.000, moneda de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras, que se internen en conformidad al artículo 2°, y que tengan por objeto el desarrollo de proyectos mineros, podrán otorgarse a los inversionistas extranjeros respecto de dichos proyectos, por el plazo de 15 años, los siguientes derechos:





1) Mantener invariables las normas legales vigentes a la fecha de suscripción del respectivo contrato en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera de que trata el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.





En consecuencia, no se verán afectados por el alza de la tasa, la ampliación de la base de cálculo o cualquier otra modificación que se introduzca y que haga directamente más gravoso el impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.





2) No estarán afectos a cualquier nuevo tributo, incluidas las regalías, cánones o cargas similares, específico para la actividad minera, que se establezca luego de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, que tenga como base o considere en la determinación de su base o monto, los ingresos por actividades mineras o las inversiones o los bienes o derechos utilizados en actividades mineras.





3) No se verán afectados por modificaciones que se introduzcan al monto o forma de cálculo de las patentes de explotación y exploración a que se refiere el Título X de la ley Nº 18.248, Código de Minería, vigentes a la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, y que las hagan más gravosas.





4) El plazo de quince años se contará por años calendarios, desde aquél en que ocurra la puesta en marcha de la respectiva empresa. Los derechos mencionados considerarán como línea de referencia de la invariabilidad otorgada, la tasa, la base imponible y demás elementos del impuesto vigente a la fecha del contrato de inversión extranjera respectivo.





Los derechos establecidos en este artículo, son incompatibles con el otorgamiento de los beneficios a que dan derecho los artículos 7° u 11 bis del presente decreto ley. Respecto de este último, sólo en lo que dice relación con los derechos que pueden otorgarse en virtud de los numerales 1 ó 2, exceptuado aquel que se refiere a la contabilidad en moneda extranjera. En consecuencia, el inversionista extranjero que solicite se le otorguen los derechos señalados en esos artículos no podrá solicitar la concesión de los beneficios de que tratan las disposiciones precedentes.





Para solicitar que se les otorguen los derechos establecidos en este artículo, los inversionistas extranjeros deberán comprometer a las respectivas empresas a someter sus estados financieros anuales a auditoría externa, debiendo presentar ante la Superintendencia de Valores y Seguros sus estados financieros, individuales y consolidados, trimestrales y anuales, y una memoria anual con información sobre la propiedad de la entidad. Dicha Superintendencia, previa consulta al Comité de Inversiones Extranjeras, mediante resolución que deberá publicarse en el Diario Oficial, establecerá los plazos y las demás normas pertinentes para la implementación de esta norma. Si una empresa no da cumplimiento a la presentación de la información señalada, en los plazos que prescriba la Superintendencia, caducarán automáticamente los derechos a que se refiere este artículo, tanto respecto de dicha empresa como de todos los inversionistas extranjeros que en ella participen.





En la respectiva solicitud de inversión extranjera deberá describirse detalladamente el proyecto minero que ésta tenga por objeto. Para estos efectos, se podrá utilizar la descripción contenida en el estudio de impacto ambiental a que se refiere la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. La empresa que desarrollará dicho proyecto minero, en caso que se haya constituido, deberá ser parte de la solicitud.





La empresa mantendrá el derecho a la invariabilidad tributaria establecida en el respectivo contrato únicamente si alguno de los propietarios de la misma se encuentra acogido a lo dispuesto en el presente artículo y da estricto y permanente cumplimiento a los requisitos establecidos para su mantención. Sin embargo, los derechos de la empresa y de los inversionistas se extinguirán si cualquiera de los propietarios de la empresa que desarrolle el proyecto minero goza de alguno de los derechos a los que se refiere el artículo 7 u 11 bis del presente decreto ley.





Con todo, no podrán concederse los derechos a que se refiere el presente artículo a empresas o inversionistas extranjeros que los soliciten para el desarrollo de un proyecto minero que, por sí mismo o a través de sus propietarios, ha sido objeto de cualquiera de los derechos a invariabilidad tributaria a que se refiere el presente decreto ley. Sin perjuicio de lo anterior, un inversionista extranjero podrá solicitar el otorgamiento de los derechos contemplados en el presente artículo con el objeto de adquirir los derechos o acciones en empresas que gocen de dichos derechos. En estos casos, dichos derechos le serán otorgados por el plazo de invariabilidad tributaria que restare al proyecto desarrollado por el inversionista inicial.”.





Artículo 3°.- Sustitúyense en el artículo 2° del decreto ley N° 1.349, de 1976, Ley Orgánica de la Comisión Chilena del Cobre, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1987, del Ministerio de Minería, sus letras n) y p), por las siguientes:





“n) Asesorar técnicamente al Servicio de Impuestos Internos en el control de los costos, del producto de las ventas y utilidades, en el análisis de los antecedentes necesarios para fijar la renta afecta a impuesto de las empresas productoras, y en lo relativo al impuesto específico a la actividad minera, a que se refiere el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.





p) Determinar los precios de referencia de las sustancias metálicas y no metálicas y sus subproductos, con excepción del carbón y de los hidrocarburos. Para estos efectos, la Comisión podrá solicitar a las respectivas empresas productoras la información necesaria para la correcta determinación de dichos precios.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo 1° transitorio.- Las disposiciones del artículo 1° regirán a contar del día 1º de enero del año 2006. En consecuencia, el impuesto a que se refiere dicho artículo deberá pagarse por la renta operacional del explotador minero que se determine a contar de dicha fecha, al igual que el pago provisional mensual, con la tasa de 0,3%, establecido en el inciso segundo de la nueva letra h), que se incorpora al artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.





Artículo 2° transitorio.- A aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, no se les aplicará el impuesto específico establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, mientras gocen de los derechos contenidos en los artículos 7° y/u 11 bis numerales 1. y 2. del decreto ley N° 600, de 1974. Una vez vencido el plazo de vigencia de dichos derechos, o una vez que las empresas renuncien a ellos, las empresas receptoras quedarán en todo sujetas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, vigente a la fecha de extinción de estos derechos.





Artículo 3° transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los inversionistas extranjeros que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, con anterioridad al día 1 de diciembre de 2004, y cuyas empresas estén o pudieren estar afectas al impuesto establecido en el artículo 34 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, podrán optar por que se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo. Para acceder a este beneficio, deberán además sujetarse a los siguientes requisitos y condiciones, con los derechos adicionales que se indica:





1) Si al momento de la solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras, alguno de los inversionistas extranjeros o las empresas receptoras respectivas  fueran titulares de derechos de invariabilidad tributaria que les hayan sido concedidos conforme a los artículos 7° y/u 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, deberán acompañar a dicha solicitud la renuncia a tales derechos, sujeta a la condición del otorgamiento del derecho que trata este artículo. Lo anterior es sin perjuicio del derecho que se establece en el número siguiente;





2) Aquellos inversionistas extranjeros y empresas receptoras, que al optar por acogerse al régimen establecido en el presente artículo sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2. del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, podrán seguir haciendo uso de dicho tratamiento hasta el día 31 de diciembre de 2007;





3) El plazo de la invariabilidad será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud de modificación de contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo o a partir de la puesta en marcha del proyecto, según corresponda;


4) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i), del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;




5) La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas de este artículo, deberá presentarse a más tardar el 30 de noviembre del año 2005, y





6) En la solicitud se deberá describir detalladamente el proyecto minero respectivo. Una vez presentada, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, se procederá a suscribir la correspondiente modificación al contrato de inversión extranjera, la cual se entenderá que produce sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva.





Artículo 4° transitorio.- A los inversionistas extranjeros, que hayan suscrito o suscriban con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, en o con posterioridad al día 1 de diciembre de 2004 y hasta la entrada en vigencia de esta ley, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 2° y 3° transitorio precedentes, con excepción de lo establecido en los numerales 3) y 4) del inciso segundo del artículo 3° transitorio, gozando del derecho a invariabilidad por un plazo de quince años y estando afectos a una tasa del 5%.





Artículo 5º transitorio.- Podrán también solicitar se les concedan los derechos contenidos en el artículo 11 ter del decreto ley 600, de 1974, en las condiciones establecidas en dicho artículo, las empresas afectas al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, que no sean empresas receptoras del aporte de inversionistas extranjeros que hayan suscrito con el Estado de Chile un contrato de inversión extranjera conforme con lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, sujeto además a los siguientes requisitos y condiciones y con los derechos adicionales que se indica:


1) La empresa cuyas ventas, durante el ejercicio correspondiente al año 2004, hayan sido superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino;





2) El plazo a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, será de doce años y se contará, por años calendario, a partir de la solicitud del contrato que otorga la invariabilidad a que se refiere este artículo;


3) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i) del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;




4) La solicitud para acogerse a los beneficios del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, deberá ser presentada por la empresa y sólo podrá referirse a uno o más proyectos mineros específicos que hayan sido de propiedad de la empresa con anterioridad al 1 de diciembre de 2004 y que se hubieren encontrado en explotación a dicha fecha;





5) La solicitud de que trata este artículo, deberá presentarse ante el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a más tardar el 30 de noviembre de 2005. El otorgamiento de los derechos de invariabilidad tributaria constará en contratos que se celebrarán por escritura pública y que suscribirán, por una parte, en representación del Estado de Chile el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y por la otra la empresa afecta al impuesto específico a la actividad minera establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta. Una vez otorgados, se entenderá que los contratos referidos producen sus efectos desde la fecha de la solicitud respectiva. El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción tendrá la facultad de aceptar o rechazar las solicitudes que se le presenten y establecer los términos del contrato en que se otorguen los derechos de invariabilidad de que trata este artículo, conforme a lo que aquí se expresa. Corresponderá asimismo al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción la administración de dichos contratos y relacionarse con los suscriptores de los mismos, y





6) En caso que la empresa realice un nuevo proyecto minero, distinto de aquel definido en el respectivo contrato, éste no podrá acogerse a la invariabilidad de que trata el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974.





Artículo 6° transitorio.- Las empresas que, encontrándose acogidas con lo dispuesto en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios de esta ley, hayan iniciado la explotación de proyectos mineros amparados en contratos de inversión extranjera suscritos de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 600, de 1974, a contar del 1 de diciembre del 2004, o bien inicien la explotación de proyectos a contar de dicha fecha, deberán llevar contabilidad separada por cada proyecto en la forma que al efecto determine el Servicio de Impuestos Internos.





Artículo 7° transitorio.- A los contribuyentes del impuesto establecido en el artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se acojan al régimen establecido en los artículos 3°, 4° ó 5° transitorios, se les otorgará un crédito equivalente a 50% del impuesto mencionado que deban pagar por los años comerciales 2006 y 2007, el cual será imputable al impuesto establecido en el artículo 20 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que dicho contribuyente se encuentre obligado a pagar por las rentas de esos ejercicios. Si el monto de este crédito excediere el impuesto referido, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse su devolución. El impuesto específico a la minería que no pueda imputarse como crédito del impuesto pagado en dichos años, podrá ser deducido como gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 64 bis, antes señalado.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 17 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), señoras Carmen Frei Ruiz-Tagle y Evelyn Matthei Fornet, y señores Edgardo Boeninger Kausel, Jaime Orpis Bouchon, Sergio Páez Verdugo y Baldo Prokuriça Prokuriça.


Sala de las Comisiones unidas, a 18 de mayo de 2005.


  (Fdo.):   ROBERTO BUSTOS LATORRE

                            Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERMITE LA VENTA SIN RECETA MÉDICA DE LENTES CONTRA LA PRESBICIA

(2903-11 y 3310-11)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de la referencia, iniciado en dos mociones. La primera, de los Honorables Diputados señores Barros, Bauer, Correa, Dittborn, Forni, Kast, Melero, Prieto, Recondo y Urrutia, y, la otra, de los Honorables Diputados señores Accorsi, Aguiló, Cornejo, Mora y Robles.  





La primera de dichas iniciativas ingresó a trámite legislativo el 4 de abril de 2002 y la segunda el 7 de agosto de 2003. Con  fecha 26 de agosto de 2003, la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados acordó refundir ambas iniciativas legales, porque abordan la misma materia.  





El proyecto refundido fue aprobado por la Cámara de Diputados, con fecha 8 de octubre  de 2003, por 48 votos a favor, 9 en contra y 1 abstención, iniciándose su tramitación en el Senado el 19 de noviembre del mismo año y encomendándose su análisis a esta Comisión de Salud. 





Por su parte, el Senado aprobó el proyecto en general en sesión del día 3 de mayo de 2005 y, en esa misma oportunidad, acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 9 del mismo mes.  Con fecha 10 del mes en curso, la Sala acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12 horas del día 16 de mayo de 2005.

- - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Ninguno.




II.- Indicaciones aprobadas: Ninguna.




III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.




IV.- Indicaciones rechazadas: Nº 1.




V.- Indicaciones retiradas: Ninguna.




VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El artículo único del proyecto de ley aprobado en general por el Senado agrega, a continuación del artículo 128 del Código Sanitario, el siguiente artículo 128 bis, nuevo: 


“Artículo 128 bis.- Autorízase la fabricación, venta y entrega, sin receta médica, de lentes con fuerza dióptrica sólo esférica e igual en ambos ojos, sin rectificación de astigmatismo, destinados a corregir problemas de presbicia en personas mayores de cuarenta años, en establecimientos de salud, ópticas, farmacias y otros registrados ante la autoridad sanitaria.


La venta o entrega de dichos lentes deberá acompañarse de una advertencia sobre la conveniencia de una evaluación oftalmológica que permita prevenir riesgos para la salud ocular.”.”.

- - -





Respecto del artículo único del proyecto, el Honorable Senador señor Larraín presentó una indicación para eliminar, en el inciso primero del artículo 128 bis propuesto, la frase final “registrados ante la autoridad sanitaria”.





--En votación, la indicación fue rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y, a favor, la Honorable Senadora señora Matthei.

- - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN DE SALUD





Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación en particular del proyecto en los mismos términos en que fue aprobado en general por el Senado, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase a continuación del artículo 128 del Código Sanitario, el siguiente artículo 128 bis, nuevo: 


“Artículo 128 bis.- Autorízase la fabricación, venta y entrega, sin receta médica, de lentes con fuerza dióptrica sólo esférica e igual en ambos ojos, sin rectificación de astigmatismo, destinados a corregir problemas de presbicia en personas mayores de cuarenta años, en establecimientos de salud, ópticas, farmacias y otros registrados ante la autoridad sanitaria.


La venta o entrega de dichos lentes deberá acompañarse de una advertencia sobre la conveniencia de una evaluación oftalmológica que permita prevenir riesgos para la salud ocular.”.”.

- - - -





Acordado en sesión celebrada el día 17 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.




Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2005.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ

Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE DEROGA EL INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY Nº 19.578, QUE DICE RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 57 BIS

(3873-05)


Con motivo del Mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Derógase el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 19.578.


Lo dispuesto en el inciso anterior regirá a contar del año tributario 2006.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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